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Reparación integral y el régimen de condicionalidad: hacia una integración 

transformadora.  

 

Resumen 

 

 

Esta investigación desarrolla la relación existente entre el régimen de condicionalidad y la 

reparación integral como elementos estructurales en el actual modelo de justicia 

transicional creado bajo el Acuerdo Final para la Paz que celebró el gobierno de Colombia 

con el grupo armado FARC-EP en 2016.  

 

Para esclarecer esta relación, sus características y su relevancia en la actualidad, se 

explica el rol que tiene la justicia transicional en los escenarios de conflicto armado y las 

estrategias que incorpora para su superación; posteriormente se precisa el contenido y 

alcance del derecho a la reparación integral como una de las principales demandas de las 

víctimas del conflicto armado. Finalmente se aborda el particular modelo de justicia 

instaurado bajo el Acuerdo Final para la Paz, en el cual se adoptan fórmulas novedosas 

para la reparación de las víctimas a través del cumplimiento del régimen de 

condicionalidad. 

 

Palabras clave: Justicia restaurativa, justicia transicional, reparación, régimen de 

condicionalidad, JEP.   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



6 

 

Comprehensive reparation and the conditionality regime: towards transformative 

integration. 

 

 

Abstract 

 

This investigation develops the relationship between the conditionality regime and 

reparation as structural elements in the transitional justice model created by the Final Peace 

Agreement signed between the Colombian government and the armed group FARC-EP in 

2016. 

 

To clarify this relationship, its characteristics and current relevance, the role of transitional 

justice in overcoming conflicts and its strategies is developed, and then the content of the 

right to reparation is explained. Finally, the transitional justice model that was adopted in 

the Final Peace Agreement is presented and then the innovative formulas for reparation of 

victims through compliance with the conditionality regime.  

 

Key words: Restorative justice, transitional justice, reparation, conditionality regime, JEP. 
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1. Introducción  

 

Con la celebración del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción 

de una Paz Estable y Duradera en 2016 surgieron distintos mecanismos y medidas 

orientadas a la satisfacción de los derechos de las víctimas de las graves violaciones a los 

derechos humanos e infracciones al DIH en el marco de un álgido conflicto armado no 

internacional entre las fuerzas del Estado colombiano y el extinto grupo armado organizado 

conocido como Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia – Ejército Popular, quienes 

se enfrentaron por más de cinco décadas.  

 

Este acuerdo contempló seis puntos desarrollados temáticamente con el fin de proponer 

alternativas para alcanzar una solución amplia e integral del conflicto armado. Estos seis 

puntos giran alrededor de la Reforma Rural Integral, la Participación Política, el Cese al 

Fuego Bilateral y Definitivo y la Dejación de Armas, la Solución al Problema de las Drogas 

Ilícitas, Víctimas y Mecanismos de Verificación, e Implementación, Verificación y 

Refrendación, respectivamente.  

 

El quinto punto determinó la creación de un sistema robusto capaz de ofrecer una 

respuesta en materia de verdad, justicia, reparación y no repetición a un universo amplio 

de víctimas del conflicto armado. Este se conoce actualmente como Sistema Integral para 

la Paz y se integra por mecanismos de carácter judicial y extrajudicial que, actuando de 

forma coordinada han generado múltiples espacios de participación para las víctimas con 

el objetivo de responder sus demandas. Las víctimas asumen un rol activo y protagónico 

al ubicarse en el centro del Acuerdo. 

  

Cada uno de los mecanismos creados cumple un rol importante para la construcción de 

paz y para garantizar los derechos de las víctimas. Por ejemplo, la Comisión para el 

Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No Repetición buscó ofrecer una verdad 

amplía a las víctimas, y a la sociedad en su conjunto, con respecto a los ocurrido en el 

marco del conflicto. Por su parte, la Unidad para la Búsqueda de Personas dadas por 

Desaparecidas en el contexto y en razón del conflicto armado, tiene un carácter 

humanitario que responde a las demandas de las víctimas de desaparición forzada, uno 

de los crímenes más atroces y recurrentes en este escenario.  
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Por excelencia, para responder a las demandas de justicia de las víctimas, la Jurisdicción 

Especial para la Paz fue creada con el objetivo de obtener una rendición de cuentas sobre 

los hechos ocurridos en el pasado, pero su particularidad recae en la administración de 

justicia con enfoque restaurativo transversal a toda su actividad, que se concreta a través 

de un conjunto de obligaciones que cumplen los comparecientes, quienes para obtener 

tratamientos o beneficios, deben actuar desde las etapas más tempranas de los 

procedimientos con el propósito de aportar a la verdad, reconocer sus responsabilidades y 

contribuir a la reparación de las víctimas.   

 

El conjunto de obligaciones para acceder y permanecer en la JEP, y gozar de los beneficios 

que esta puede otorgar, siendo el mayor de estos una sanción propia, se conoce como 

régimen de condicionalidad. Este régimen es un elemento medular y transversal dentro del 

más reciente modelo de justicia transicional colombiano, pues es el que realmente le da 

soporte a la presencia de los comparecientes en cada una de las etapas de un proceso 

que rompe con los esquemas de la justicia retributiva.  

 

Como se verá más adelante, este conjunto de obligaciones no ha sido un tema 

predeterminado y definido desde un comienzo, pues en su constante evolución se han 

logrado precisar sus alcances y su relación con la reparación como mecanismo que hace 

efectiva las contribuciones a este derecho. De hecho, es la reparación integral uno de los 

fines más evidentes de la condicionalidad que abarca el diseño de diferentes estrategias, 

que al ser concretas y programadas se traducen en acciones, trabajos u obras con 

vocación restauradora y transformadora de las condiciones de vida de las víctimas y de 

sus comunidades.  

 

Estas consideraciones parten de un cuestionamiento esencial que surge al adentrarse en 

este interesante mundo: ¿cómo se puede garantizar el derecho a la reparación de las 

víctimas a través del régimen de condicionalidad propio de este novedoso modelo de 

justicia transicional? Para ello en este trabajo se presenta al régimen de condicionalidad 

como el principal mecanismo para llevar a cabo la reparación de las víctimas a cargo de 

los comparecientes, incluso en los eventos de incumplimiento, bajo un enfoque restaurador 

y reparador que pone en el centro los daños causados y permite surtir discusiones 

necesarias para alcanzar alternativas materializables y eficaces por medio del componente 
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restaurador de las sanciones propias, los TOAR anticipados y las medidas de contribución 

a la reparación.  

 

Las sanciones propias/TOAR y las medidas de contribución a la reparación tienen, 

principalmente, un impacto colectivo que puede satisfacer a un amplio universo de víctimas 

que concurren a este Sistema para exigir justicia, verdad, reparación y no repetición. En 

este Sistema, dada su naturaleza temporal, los esfuerzos de la justicia atienden unos 

criterios de selección y priorización de casos y partícipes, por lo cual es esencial la 

identificación de los hechos más graves y representativos en un extenso conflicto armado, 

y de los partícipes determinantes. De ahí que su labor sea compleja y tras seis años de 

funcionamiento el 2024 ha sido el escenario de avances altamente significativos que ya se 

acercan a la imposición de las primeras sanciones propias.  

 

Es así cómo se gestan importantes oportunidades para la reparación a partir de los aportes 

y acciones que desarrollan los comparecientes, incluso quienes no se seleccionan como 

partícipes determinantes. Estas oportunidades para la reparación en un escenario que 

toma la justicia restaurativa como punto de partida, conducen a la búsqueda de articulación 

de distintas instituciones o sistemas que tengan la capacidad de fortalecer las reparaciones 

fijadas por la JEP para que también complementen, refuercen y brinden diferentes medidas 

para acceder a reparaciones integrales.  

Para desarrollar este enriquecedor y actual tema, se acudió a una metodología dogmática-

jurídica, esencialmente cualitativa que implicó una revisión de la normativa vigente y 

relevante en la materia, la jurisprudencia y la literatura especializada. Eso supuso una 

amplia búsqueda de fuentes, análisis y contrastación para alcanzar un nivel importante de 

profundidad necesario considerando la relativa novedad del tema, su vigencia y relevancia 

en los debates actuales, en los que la labor de la JEP se acerca cada vez más a la 

imposición de las primeras sanciones propias.  

En ese sentido, en un primer momento se presentarán diferentes experiencias de justicia 

transicional en Colombia, se profundizará en este concepto para precisar su alcance y 

particularidades. Posteriormente se expondrán las características de la reparación integral, 

comprendida como un derecho humano y una obligación de los Estados, para luego hacer 

un recorrido por dos modelos de reparación creados en el país en escenarios de transición: 

uno corresponde a la Ley de Justicia y Paz, y otro es el de la Ley 1448 de 2011.  
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Finalmente, se presentarán los dos elementos centrales de la JEP: el régimen de 

condicionalidad y la reparación. Esto pretende sentar una posición clara sobre el alcance 

y la gestión del régimen de condicionalidad, y su relación con la reparación a partir de la 

concepción de la justicia restaurativa y su impacto rol en este escenario, y como esto 

conllevó a la creación del Sistema Restaurativo que ya ha tenido un importante despliegue 

en diferentes regiones del país, abriendo paso a oportunidades nunca vistas para la 

restauración y reparación de los daños causados a lo largo del conflicto armado.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



15 

 

2. Capítulo 1. La justicia transicional como punto de partida. 

 

Múltiples han sido las aproximaciones, debates y análisis frente al concepto de justicia 

transicional en las últimas décadas. En el contexto colombiano se ha ampliado 

frecuentemente el escenario de discusión tras distintas experiencias en las que se ha 

recurrido a este concepto, por lo cual, en este capítulo se precisará su desarrollo desde a 

nivel doctrinal y jurisprudencial, y se señalarán distintos eventos en Colombia que pueden 

aproximarse y/o enmarcarse en procesos de transición.   

 

Para la investigadora Amanda Lyons1, el concepto de justicia transicional o ´justicia de 

transición´ fue empleado en sus orígenes para hacer referencia a los esfuerzos en términos 

de justicia en los procesos de transformaciones políticas acordadas. Según Kai Ambos2, la 

justicia de transición no es exclusiva de situaciones en las cuales existe un posconflicto o 

un cambio de régimen, en donde se realiza una transición de una dictadura a una 

democracia, pues también se ubica en procesos de paz llevados a cabo en el marco de un 

conflicto armado en curso y/o una democracia formal.  

 

En este escenario, pueden adoptarse medidas, de carácter judicial y/o extrajudicial que 

pueden abarcar una o más acciones como reformas institucionales, reparaciones, 

persecuciones individuales u otras, cuyo éxito puede basarse en la calidad de las reformas 

políticas alcanzadas y, en especial, al considerar como la justicia transicional aporta a la 

reconstrucción y al fortalecimiento de la democracia, y la del sistema judicial. El tiempo por 

el cual estas medidas se adoptan, y sus respectivas fases, pueden variar y ajustarse de 

acuerdo con las circunstancias del escenario de transición3. 

 

 
1 LYONS, Amanda. Colombia: hacia una transición justa. pp. 15-16. [En línea]. En: CENTRO 
INTERNACIONAL PARA LA JUSTICIA TRANSICIONAL (ICTJ). Transiciones en contienda: 
disyuntivas de la justicia transicional en Colombia desde la experiencia comparada. Eds: Michael 
Reed, María Cristina Rivera. Bogotá D.C.: Opciones Gráficas Editores Ltda. 2010. pp. 15-35. [Citado 
20 de abril de 2024]. Disponible en: https://www.ictj.org/sites/default/files/ICTJ-Transiciones-en-
contienda-2010.pdf 
2 AMBOS, Kai. El marco jurídico de la justicia de transición. pp. 26-27. [En línea]. En: KONRAD 
ADENAUER STIFTUNG. Justicia de transición. Informes de América Latina, Alemania, Italia y 
España. Eds: Kai Ambos, Ezequiel Malarino y Gisela Elsner. Montevideo: Mastergraf srl. 2009. pp. 
23-129. [Citado 20 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://www.kas.de/c/document_library/get_file?uuid=c6012f10-4557-5aa7-12dc-
cac8ef7c350f&groupId=252038 
3 Ibidem. p. 27.  
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Desde un punto de vista histórico y atendiendo a diferentes experiencias en el mundo, para 

autoras como Rutti G. Teitel4, la justicia transicional se ha desarrollado principalmente en 

tres fases. La primera de ellas engloba el modelo de justicia implementado con 

posterioridad a la Segunda Guerra Mundial, aunque entre este periodo y luego de la 

Primera Guerra Mundial, surgieron interrogantes frente a la posibilidad de sancionar a 

Alemania por la agresión y en qué medida hacerlo, si podía hacerse de forma colectiva o 

individual, si debía darse a escala nacional o internacional. No obstante, en un escenario 

posterior a estos conflictos el panorama resultó más claro, pues la justicia nacional fue 

desplazada por la justicia internacional como respuesta crítica al pasado, buscando que la 

responsabilidad criminal del liderazgo del Reich y sea reforzada con sanciones de carácter 

económico.  

 

La segunda fase se enmarca en las dos últimas décadas del siglo XX, período de varias 

transiciones políticas tras el colapso de la Unión Soviética que conllevó procesos de 

modernización y democratización, además de las nuevas democracias en Sudamérica 

después de la instalación de regímenes militares. Surgieron distintas concepciones de 

justicia transicional tras los cuestionamientos dados en el marco de la crítica realizada a lo 

sucedido en la primera fase, por lo que se reconfiguró el modelo de enjuiciamiento que 

también se ve permeado de las tensiones que surgieron entre castigos y amnistías, e 

incluso por la creciente acogida del modelo restaurativa que supuso nuevos debates frente 

a la verdad y la justicia, incorporando mecanismos de carácter extrajudicial como las 

comisiones de verdad5.  

 

Finalmente, la tercera fase emerge entre los últimos años del siglo XX e inicios del siglo 

XXI. La justicia transicional caracteriza por encontrarse en un estado asentado y estable, 

en el que su normalización y expansión se han visto marcadas por cambios políticos 

permanentes, una elevada politización del derecho y flexibilizaciones de estándares del 

Estado de Derecho. Esta normalización se evidencia con sucesos como la creación de la 

CPI, antecedida por tribunales penales internacionales ad-hoc que respondieron a 

conflictos como los presentados en Ruanda y los Balcanes, retomando el modelo de justicia 

 
4 TEITEL, Ruti. Transitional Justice Genealogy. pp. 69-74. [En línea]. En: Harvard Human Rights 
Journal. 2003. vol. 16. pp. 69-94. [citado 20 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=4041414  
5 Ibidem., pp. 75-80.  
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que se instauró de forma primigenia en donde a nivel internacional fueron atribuidas 

responsabilidades penales individuales6.  

 

De acuerdo con Rodrigo Uprimny7, los procesos de transición deben resolver un importante 

e inevitable dilema entre los objetivos que, por un lado tiene la paz, y por otro, la justicia. 

Pues, si bien han surgido diferentes instrumentos que permiten afianzar los estándares de 

protección de los derechos de las víctimas de violaciones masivas de derechos humanos, 

en los procesos de transición negociada puede existir la necesidad de otorgar diferentes 

incentivos que pueden generar posibles contradicciones. No existe una fórmula única para 

la resolución de estas tensiones.  

 

Sin embargo, es posible retomar e identificar algunas fórmulas a partir de distintas 

experiencias en otras latitudes, transiciones que dan cuenta de varias medidas y 

procedimientos empleados para su materialización. Puede realizarse una clasificación 

según el menor o mayor peso que puede otorgarse en estos procesos a los responsables, 

también con respecto al mayor o menor peso que pueden tener los derechos de las 

víctimas, al olvido de los hechos y al perdón de los crímenes cometidos8.  

 

En ese orden de ideas, en consideración a la fórmula adoptada, en una primera categoría 

se ubican procesos experimentados en España y el Colombia9 con el otorgamiento de 

amnistías, caracterizado por la ausencia de estrategias que permitan ahondar en el 

esclarecimiento de la verdad o de la reparación, pues su lógica responde a facilitar la 

negociación y la reconciliación por medio del olvido. En segundo lugar, se identifica la 

experiencia de Chile y el Salvador como escenarios de amnistía general e instauración de 

mecanismos como comisiones de verdad y medidas de reparación compensatorias del 

perdón10.  

 
6 Ibidem., pp. 89-93.  
7 UPRIMNY, Rodrigo et al. ¿Justicia transicional sin transición? Verdad, justicia y reparación para 
Colombia. Bogotá. Ediciones Antropos. 2006. p. 13.  
8 UPRIMNY, Rodrigo. Las enseñanzas del análisis comparado: procesos transicionales, formas de 
justicia transicional y el caso colombiano. pp. 20-22. En: UPRIMNY, Rodrigo et al. ¿Justicia 
transicional sin transición? Verdad, justicia y reparación para Colombia. Bogotá. Ediciones Antropos. 
2006. pp. 17-44.  
9 Cabe resaltar que, para el autor citado, el análisis en cuestión abarcaba el proceso llevado a cabo 
con antelación a la publicación de la obra citada, por lo cual se adscribe a Colombia en la categoría 
señalada. 
10 Ibidem., pp. 23-26.  
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En tercer lugar, se encuentra la experiencia en Sudáfrica con el establecimiento de un 

mecanismo extrajudicial como una comisión de la verdad, paralela a la instauración de 

medidas a nivel judicial que buscaron el esclarecimiento de los hechos ocurridos, 

confesiones, el otorgamiento de perdón a nivel individual y condicionado, que buscó 

equilibrar las exigencias de la justicia y del perdón para materializar la transición, con 

atribuciones de responsabilidad. Finalmente, las experiencias de Yugoslavia, Ruanda y 

Nüremberg presentan un panorama tendiente a la instalación de tribunales ad hoc que 

centrados en la atribución de responsabilidad y castigo para posicionar un nuevo orden 

democrático fundamentado en el respeto de derechos humanos11.  

 

Sin embargo, considerando el procedimiento por medio del cual fue adoptada la fórmula 

en un caso u otro, es posible identificar otras categorías. Por ejemplo, en escenarios como 

Nüremberg y Bosnia, el modelo de justicia fue impuesto por el vencedor de un conflicto, de 

tal forma que la imposición del castigo recayó sobre la parte vencida. En Chile y Argentina, 

la situación fue un tanto opuesta y supuso la concesión de amnistías por los propios 

responsables de violaciones de derechos humanos, abriendo paso a la impunidad y al 

olvido de los hechos para facilitar la transición12.  

 

Mientras que, en Centroamérica los diferentes actores armados que se enfrentaron, de 

forma recíproca ofrecieron un perdón para abrir paso a una reconciliación nacional. 

Finalmente, en escenarios como Irlanda del Norte, Uruguay y Sudáfrica, las transiciones 

se dieron a través de diferentes espacios de participación social e incluso de consulta 

ciudadana, con el fin de otorgarle cierto nivel de legitimidad al proceso transicional, 

especialmente con la participación a la sociedad y, en especial, de las víctimas13. 

 

Si pudiera adscribirse la experiencia colombiana del AFP celebrado 2016 entre el gobierno 

nacional y las FARC-EP, a una de estas clasificaciones en cuanto al procedimiento y la 

fórmula adoptada, podría pensarse que este haría parte de un proceso que buscó dotar de 

legitimidad lo acordado entre las partes y también el ofrecimiento de perdón entre estas 

 
11 Ibidem.   
12 Ibidem., p. 33.  
13 Ibidem.  
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para abrir paso a la reconciliación nacional. Es decir, una fórmula de perdones 

responsabilización y compensatorios.  

 

Sin embargo, aun en este último escenario se despiertan interrogantes sobre el alcance de 

una verdadera y efectiva transición. Uprimny14, por ejemplo, en 2006 se cuestionó la 

ocurrencia de un fenómeno realmente transicional ante el proceso de negociación que, 

para la fecha, se dio entre las extintas AUC y el gobierno nacional, pues este podría ser en 

todo caso un proceso fragmentado y perdurarían otros conflictos armados con otros 

actores. Y es, precisamente, este el escenario actual tras casi ocho años desde la firma 

del AFP.  

 

Según el CICR15, con corte a abril de 2024, en Colombia persisten ocho CANI entre el 

Estado y grupos armados, y entre los diferentes grupos armados organizados que tienen 

presencia en el territorio. Tres conflictos armados ocurren entre el Estado colombiano y 

grupos armados como el ELN, las AGC y las antiguas FARC-EP no acogidas al AFP. Por 

otro lado, persiste un conflicto entre el ELN y las AGC, y cuatro conflictos entre las antiguas 

FARC-EP no acogidas al AFP, con grupos como las AGC, el ELN, la Segunda Marquetalia 

y los Comandos de la Frontera - Ejército Bolivariano.  

 

Por ello, cada esfuerzo y medida adoptada en el marco de una transición en Colombia no 

puede perder de vista el gran reto que se asume con su desarrollo. No solamente en 

términos de alcanzar la reconciliación nacional, o la atribución de responsabilidades 

individuales, o la adopción de medidas de reparación y el esclarecimiento de la verdad, 

sino a la vocación transformadora que esta pueda tener para impulsar, incluso, otros 

procesos que permitan un verdadero tránsito a la paz.  

 

En Colombia, como se verá a continuación, múltiples sucesos históricos dentro de la 

segunda mitad del siglo XX evidencian los distintos esfuerzos realizados por los gobiernos 

de la época para alcanzar la paz. Pese a ello, persisten los retos, pues la violencia se ha 

 
14 UPRIMNY, Rodrigo et al. Op, cit. pp. 13-14.  
15 COMITÉ INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA. El costo humano de los conflictos armados en 

Colombia. [en línea]. 2024. [citado 20 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://www.icrc.org/es/document/costo-humano-conflictos-armados-colombia-
2024#:~:text=Lo%20anterior%20conllev%C3%B3%20a%20la,en%20los%20criterios%20del%20DI
H. 
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sostenido en el tiempo y las también secuelas en una sociedad altamente impactada por 

los diferentes daños causados en el marco de los conflictos.  

 

2.1. Experiencias en Colombia entre 1953 y 2010 

 

En 1953, tras la llegada del General Gustavo Rojas Pinilla al poder, y después de múltiples 

intentos desde 1951, la negociación con las guerrillas liberales de la época fue la primera 

experiencia de desarme, desmovilización y reinserción a la vida civil desplegada con la 

creación de la Oficina de Rehabilitación y Socorro, la concesión de amnistías e indultos 

frente a delitos políticos cometidos con antelación al 1 de enero de 1954 en los términos 

de los Decretos 1823 y 2062 de 1954. En este escenario, en favor de los miembros de la 

Fuerza Pública procesados o condenados con antelación al 9 de abril de 1948, se concedió 

una amnistía general a través del Decreto 2184 de 195316.  

 

Las negociaciones llevadas a cabo en esa oportunidad versaron sobre ejes temáticos como 

la paz y el cese de operaciones militares contra la población campesina, el apoyo a la 

productividad del campo y la comercialización de sus cosechas, la reforma agraria 

democrática, la garantía del pleno goce de derechos ciudadanos protegidos 

constitucionalmente, defensa de la soberanía nacional, entre otros. Su éxito no fue total, 

pues las autodefensas campesinas no amnistiadas se replegaron y fueron asesinados 

líderes guerrilleros que accedieron a las negociaciones17. 

 

Años después, por la Junta Militar de Gobierno en 1958 fue creada la Comisión Nacional 

Investigadora de las Causas y Situaciones Presentes de la Violencia en el Territorio 

Nacional con el Decreto 165 de ese mismo año, en un particular momento político en el 

que emergió el Frente Nacional. Este decreto estuvo amparado en el artículo 121 de la 

 
16 JARAMILLO, Jefferson et al. Transitar hacia la paz en Colombia. Entre la promesa y la ilusión en 

dos experiencias históricas (1953-2017). pp. 5-8. [En línea]. En: Signo y Pensamiento. Pontificia 
Universidad Javeriana. Vol. XXXIX, núm. 77. pp. 1-20. (2020). [citado 20 de abril de 2024]. 
Disponible en: https://www.redalyc.org/journal/860/86074746001/html/; SAÉZ, Cristian. Análisis 
comparado de negociaciones de paz con grupos guerrilleros en Colombia entre 1953 y 2002. Una 
búsqueda constante de paz. Trabajo de grado para optar al título de politólogo. Medellín. 
Universidad de Antioquia. Facultad de Derecho y Ciencias Políticas. 2017. pp. 33-35.  
17 SÁEZ, Cristian. Op, cit. pp. 34-35.  

https://www.redalyc.org/journal/860/86074746001/html/
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Constitución Política de 1886 y en el Decreto 3518 de 1949, por medio del cual se declaró 

turbado el orden público y en estado de sitio el territorio nacional18.  

 

Esta Comisión se caracterizó por buscar el procesamiento de las secuelas que dejó la 

violencia. Por un lado llevó a cabo la firma de manifiestos, convenios y declaraciones de 

paz con uno o más integrantes de grupos insurgentes o directorios políticos que asumieron 

múltiples compromisos; y por otro lado contribuyó a la asistencia social y económica a 

regiones afectadas tras una serie de diagnósticos que permitieron concretar estrategias de 

asistencia en las regiones más afectadas, por lo que se creó la Oficina Nacional de 

Rehabilitación y se sumaron otras iniciativas encaminadas a la superación de la violencia, 

como Tribunales de Conciliación y Amnistía Condicionada19.  

 

En 1958, en el inicio del Frente Nacional y para facilitar el afianzamiento de la paz en los 

departamentos como Tolima, Huila y Valle del Cauca, en donde persistió el estado de sitio 

ante la continuidad de la violencia, se expidió el Decreto 328 que incorporó medidas como 

la suspensión del ejercicio de la acción penal en favor de particulares, funcionarios o 

empleados públicos, militares o grupos armados bajo la dependencia de jefes, si los delitos 

fueron imputados con ocasión al ataque o defensa de las autoridades o el gobierno, 

violencia partidaria o animadversión política. También medidas como concesiones de 

libertad provisional o suspensión de la ejecución de sentencias condenatorias de forma 

condicionada20.  

 

Más de veinte años después, en 1982 se integró un Plan Nacional de Rehabilitación dirigido 

a las zonas de conflicto, se impulsó la discusión en el Congreso sobre proyectos de 

amnistía y se aprobó la Ley 35 de 1982, por medio del Decreto 2711 de ese mismo año se 

creó la Comisión de Paz asesora del Gobierno Nacional, que contó con una participación 

heterogénea de distintos sectores y tuvo como misión presentar alternativas de acción al 

 
18 JARAMILLO, Jefferson. La Comisión Investigadora de 1958 y la Violencia en Colombia. p. 41. [En 
línea]. En: Universitas Humanística. Vol. 72. No.72. (2011). pp. 37-62. [citado 20 de abril de 2024]. 
Disponible en: https://revistas.javeriana.edu.co/index.php/univhumanistica/article/view/2146/1389 
19 Ibidem., pp. 47-50.  
20 GUERRERO, Víctor. Breve historia de las amnistías e indultos en Colombia. pp. 216-217. [En 

línea]. En:  Revista del Foro Constitucional Iberoamericano. No. 6. (2004). pp. 212-230. [citado 20 
de abril de 2024]. Disponible en: https://e-archivo.uc3m.es/entities/publication/1649409b-94b5-
4a45-b046-b3815bcf6093 
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ejecutivo y a otras ramas del poder público, sus recomendaciones fueron reservadas y en 

algunas oportunidades fungió como facilitadora e intermediaria21.  

 

La Ley 35 de 1982 permitió conceder amnistía general o extinción de la pena en favor de 

autores, cómplices o encubridores de delitos políticos y conexos, fueron exceptuados 

expresamente los homicidios fuera de combate cometidos con sevicia, o cuando fueren 

cometidos colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad, o 

aprovechándose de dicha situación. Sin embargo, esta Ley determinó expresamente que, 

quedarían a salvo las indemnizaciones de perjuicios que fueron causados a particulares 

en razón a hechos que fueron objeto de amnistía, y por ello, el Estado no asumiría ninguna 

responsabilidad.  

 

En este escenario fueron dispuestos distintos beneficios económicos para quienes se 

acogieron a la amnistía y con el fin de rehabilitar se buscó la recuperación económica de 

las poblaciones que fueron afectadas. Entidades como el Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar atendieron a los amnistiados con un Programa de Rehabilitación y Reintegración, 

el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria adquirió el compromiso de adjudicar predios, 

la Caja Agraria facilitó el acceso a créditos para la reparación o construcción de vivienda 

rural, legalización y compra de predios; se estima que, más de 1.300 integrantes de grupos 

insurgentes fueron se acogieron a la amnistía22.  

 

El reconocimiento del carácter político de los grupos insurgentes y la negociación como 

criterio para transitar a la paz, permitió que se desarrollen diálogos y que en 1984 se 

suscriban distintos acuerdos con grupos como el EPL, el M-19, el ADO y las FARC-EP, 

promoviendo el surgimiento de la Unión Patriótica. Sin embargo, los avances se vieron 

interrumpidos entre 1985 y 1986, ante la ausencia de garantías para quienes ejercieron la 

 
21 VILLARRAGA, Álvaro. Los procesos de paz en Colombia, 1982-2014 (Documento resumen). [En 
línea]. Bogotá D.C. Fundación Cultura Democrática. Gente Nueva Editorial. 2015. pp. 15-17. [Citado 
20 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://repository.iom.int/bitstream/handle/20.500.11788/769/COL-
OIM%200298%20D.Resumen.pdf?sequence=1 
22 Ibidem., pp. 17-18. 
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oposición, el creciente exterminio de la Unión Patriótica, el actuar de grupos paramilitares 

y los ataques a la población civil23.  

 

Puntualmente, con las FARC-EP fueron suscritos los Acuerdos de la Uribe el 28 de marzo 

de 1984. El estado mayor de este grupo accedió a la firma de los acuerdos en donde se 

condenó cualquier forma de terrorismo, se ordenó el fin de operativos militares en el país, 

el cese al fuego, se creó una Comisión de Nacional y representativa de las fuerzas 

implicadas en los enfrentamientos para la verificación del cumplimiento de lo acordado24.  

 

Entre 1986 y 1990, a través de la creación de la Iniciativa para la Paz se buscó impulsar el 

desarrollo de un proceso de paz con los grupos insurgentes, contemplando fases que 

apuntaban a la cesación unilateral de las hostilidades y el desarrollo de negociaciones cuyo 

resultado sería la desmovilización, y con ello, la incorporación a la vida civil. Esta iniciativa 

contempló la concesión de un indulto sujeto a la entrega de armas, la reconciliación y el 

respeto a los derechos humanos, por lo que no serían tolerados los hechos de violencia 

provenientes de los grupos insurgentes guerrilleros, paramilitares o de las Fuerzas 

Armadas25.  

 

La Consejería para la Reconciliación, Normalización y Rehabilitación lideró 

institucionalmente el desarrollo en la materia, articulándose con el PNR. Fue precisamente 

el manejo institucional el que caracterizó la política de paz de la época, además de su 

relación directa con la Presidencia de la República para la coordinación de las tareas de 

reconciliación26. No obstante, persistieron las confrontaciones, las acciones paramilitares y 

del narcotráfico, además de la ocurrencia de graves violaciones de derechos humanos 

como las masacres en zonas campesinas de Urabá y Córdoba, la masacre de la Rochela 

dirigida a funcionarios judiciales, y el exterminio de la Unión Patriótica27  

 
23 ARIAS, Gersón. Una mirada atrás: procesos de paz y dispositivos de negociación del gobierno 

colombiano. [En línea]. Fundación Ideas para la Paz. 2008. P. 12. [Citado 20 de abril de 2024]. 
Disponible en: https://www.files.ethz.ch/isn/152333/mirada_atras_web.pdf 
; SÁEZ, Cristian. Op. cit. pp. 36-39. 
24 INSTITUTO DE ESTUDIOS PARA EL DESARROLLO Y LA PAZ. Acuerdos por la paz en 
Colombia. [En línea]. 2009. [Citado el 20 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://indepaz.org.co/acuerdos-por-la-paz-en-colombia-1984-2004/ 
25 VILLARRAGA, Álvaro. Op. cit. p. 57.  
26 ARIAS, Gersón. Op, cit.. pp. 16-17.  
27 GARCÍA-PEÑA, Daniel. La relación del Estado colombiano con el fenómeno paramilitar: por el 
esclarecimiento histórico. [En línea]. En: Análisis político. No. 53. (2004). pp. 58-76. [Citado 22 de 
abril de 2024]. Disponible en: http://www.scielo.org.co/pdf/anpol/v18n53/v18n53a04.pdf 
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En 1987 fue creada la Comisión de Estudios Sobre la Violencia, que tuvo como finalidad la 

elaboración de un diagnóstico sobre la violencia en Colombia y la elaboración de 

recomendaciones para el abordaje de sus múltiples formas identificadas tras una 

investigación desarrollada por cuatro meses. El informe resultante planteó distintos 

panoramas como la existencia de una cultura de la violencia en Colombia, las 

problemáticas que atravesaban las poblaciones étnicas y la necesidad de llevar a cabo una 

transformación de las instituciones28.  

 

El informe elaborado por la esta Comisión en 1987 fue entregado al Ministerio de Gobierno 

y se denominó “Colombia: Violencia y Democracia”, se destacó su abordaje amplio de 

problemáticas como la violencia política, socioeconómica, sociocultural y la violencia sobre 

los territorios, reforzadas además por agentes que permiten procesos de socialización 

como la familia, las instituciones y los medios de comunicación. Presentó una preocupación 

al encontrar que los gobiernos recientes de la época se centraron en atender la violencia 

política y el narcotráfico, pero no las otras formas que han afectado cotidianamente la vida 

de la población en su conjunto29.  

 

En este cuatrienio, y particularmente en su segunda mitad, resaltan las negociaciones 

llevadas a cabo con el M-19, cuyo marco legal fue la Ley 77 de 1989. Así, para 1990, este 

grupo armado dejó las armas y abrió paso a su participación política con el surgimiento del 

partido Alianza Democrática M-19. El acuerdo suscrito entre el gobierno y el M-19 el 9 de 

marzo de 1990, incluyó puntos como la incorporación a la vida civil, reforma electoral, 

reforma a la justicia, reforma electoral, desmovilización y dejación de armas, garantías 

jurídicas, programas productivos y reinserción social, entre otros30.  

 

A este proceso se sumaron negociaciones y acuerdos realizados que culminaron entre 

1990 y 1994, como aquellos realizados con el EPL, el MAQL, el PRT y la CRS. 

Particularmente, a partir de 1991 tras la firma de acuerdos con estos grupos surgieron 

 
28 RINCÓN, María Camila. Las lecciones de los “violentólogos” de 1987 para los de La Habana. 
[En línea]. 2016. [Citado 20 de abril de 2024]. Disponible en: https://pacifista.tv/notas/29127-2/ 
29 AROCHA, Jaime et al. Colombia: violencia y democracia. Informe presentado al Ministerio de 
Gobierno. [En línea]. Universidad Nacional de Colombia, COLCIENCIAS. Bogotá D.C.: Servigraphic 
Ltda. 1998. pp. 9-12. [Citado 20 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://archive.org/details/colombiaviolenci0000unse_s8y2/page/n5/mode/2up?view=theater 
30 SÁEZ, Cristian. Op. cit. pp. 40-44.  
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mecanismos como la Comisión de Superación de la Violencia, la Comisión de Derechos 

Humanos para la Costa Atlántica y la Comisión Nacional de Derechos Humanos31.  

 

La Comisión de Superación de la Violencia surgió en 1991 con ocasión a los acuerdos 

entre los movimientos EPL, MAQL y el gobierno nacional, la Comisión de Derechos 

Humanos para la Costa Atlántica surgió en el mismo año tras el acuerdo con el PRT, y 

finalmente, la Comisión Nacional de Derechos Humanos surgió tras el acuerdo con la CRS 

en 1994. Estas comisiones buscaron la identificación de las causas del conflicto, el 

conocimiento sobre las problemáticas de derechos humanos, la elaboración de informes 

como el denominado “Pacificar la Paz”, y la promoción de la participación por 

organizaciones sociales en conjunto con la participación gubernamental32.  

 

Las negociaciones entre dichos grupos y el gobierno nacional se ambientaron en el marco 

de la Asamblea Nacional Constituyente que concluyó en la Constitución Política de 1991, 

aunque con ello no se ha puesto fin definitivo a las hostilidades y combates. 

Particularmente, la negociación con el EPL concluyó en un acuerdo que posibilitó la 

dejación definitiva de las armas a partir del 1 de marzo de 1991, la determinación de 

garantías jurídicas como el indulto en favor de las personas reinsertadas, un plan de 

reinserción económica, un plan de seguridad, un programa de atención a las víctimas que 

finalmente no fue implementado y buscó fortalecerse con la constitución de veedurías de 

orden nacional e internacional para la verificación del cumplimiento del acuerdo33.  

 

Las negociaciones con el PRT, el MAQL y la CRS derivaron en acuerdos suscritos el 25 

de enero de 1991, el 27 de mayo 1991 y el 9 de abril de 1994, respectivamente. Estos 

tuvieron puntos en común como la dejación de armas, garantías jurídicas, garantías para 

la participación política, derechos humanos, plan de seguridad, plan de reinserción, 

promoción del proceso de paz, seguimiento de los acuerdos bajo figuras como veedurías 

o comisiones de verificación34.  

 
31 KALACH, Gina María. Comisiones de la verdad en Colombia. pp. 110-114. [En línea]. En: Revista 
Jurídica Mario Alario D’Filippo. Cartagena, Colombia.  Vol. VIII. No. 16. (2016). pp. 106-124. [Citado 
20 de abril de 2024]. Disponible en: https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/6731090.pdf  
32 Ibidem.  
33 VILLARRAGA, Álvaro. Op. cit. pp. 85-88.  
34 CAMELO, Hugo et al. Negociaciones de paz en Colombia para las décadas 80 y 90. pp. 31-35. 
[En línea]. En: Revista de las Fuerzas Armadas. Edición 260. pp. 25-38. (2022). [Citado 20 de abril 

https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/6731090.pdf
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Entre 1994 y 1998, política de paz buscó identificar si existía disposición para las 

negociaciones, aún con antelación al cese de hostilidades y en su desarrollo, buscó 

también garantizar la aplicación del DIH restaurando la concepción política y social del 

conflicto armado en Colombia, y creó la Oficina del Alto Comisionado para la Paz para 

convenir y asegurar el manejo de la política de paz. Sin embargo, una de las problemáticas 

más evidentes fue la incapacidad estatal para la represión del paramilitarismo y su 

expansión en el país, el recrudecimiento de las acciones bélicas de grupos como las FARC-

EP y los impactos del conocido “Proceso 8000 en la política internacional y la política de 

paz35.  

 

Particularmente, en 1997, surgieron importantes medidas previstas a nivel legislativo para 

avanzar en la prevención del desplazamiento forzado, en la atención y protección de las 

personas desplazadas por la violencia en Colombia a través de la Ley 387 de 199736, y 

también instrumentos para la búsqueda de la convivencia y la eficacia de la justicia, que 

facilitaron el diálogo y la suscripción de acuerdos con grupos armados al margen de la ley 

que tengan reconocimiento político para llevar a cabo la desmovilización, protección de 

menores de edad contra los efectos del conflicto armado, atención a víctimas en materia 

de salud, vivienda, crédito, educativa y participación a través de la Ley 418 de 1997, que 

ha sido objeto de múltiples prórrogas y modificaciones, aún hasta la fecha, para facilitar el 

ejercicio gubernamental y el acercamiento a grupos armados organizados.  

 

Entre 1998 y 2002, se llevó a cabo un proceso de paz con las FARC-EP, con quien se 

buscó negociar y por ello se estableció una agenda  que abrió paso a la discusión de 

asuntos como el cese a las hostilidades, por lo que se consiguieron acuerdos parciales de 

carácter humanitario, y se promovió la participación de la sociedad civil y la comunidad 

internacional en este proceso, aunque concluyó sin éxito y continuaron hechos de violencia 

que se expandieron rápidamente por el territorio; mientras que, con el ELN el proceso tuvo 

 
de 2024]. Disponible en: https://esdegrevistas.edu.co/index.php/refa/article/view/375/608; SÁEZ, 
Cristian. Op. cit. pp. 49-53.  
35 VILLARRAGA, Álvaro. Op. cit. pp. 101-104.  
36 CONGRESO DE LA REPÚBLICA COLOMBIA. Ley 387 (24 de julio de 1997). Por la cual se 

adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, 
consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la 
República de Colombia.. Diario Oficial No. 43.091. Bogotá D.C. 1997.  

https://esdegrevistas.edu.co/index.php/refa/article/view/375/608
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un menor alcance y el resultado de ello fue la suspensión. Paralelamente, se recrudecieron 

las actuaciones del paramilitarismo en contra de sujetos como el campesinado37.  

 

Entre 2002-2006 y 2006-2010, se llevaron a cabo negociaciones con las AUC, lo cual 

derivó en la firma del Acuerdo de Santa Fe de Ralito para contribuir a la paz en Colombia 

el 15 de julio de 2003. Este acuerdo tuvo como propósito alcanzar la paz nacional por 

medio de la gobernabilidad democrática y el restablecimiento del monopolio de la fuerza 

en cabeza del Estado, por lo que contribuirían con su reincorporación y el fortalecimiento 

del Estado Social de Derecho garantizando gradualmente la desmovilización38.  

 

Como resultado de este acuerdo, su implementación y puesta en marcha dio 

esencialmente bajo un procedimiento penal especial dispuesta en la Ley 975 de 2005 

conocida como Justicia y Paz39, cuyo objetivo fue facilitar procesos de paz, la 

reincorporación individual o colectiva de integrantes de grupos armados al margen de la 

ley (postulados) que hayan sido o puedan ser imputados, acusados o condenados como 

autores o partícipes de los delitos cometidos con ocasión a la pertenencia al grupo y 

durante su pertenencia.  

 

El acceso al sistema creado en la Ley de Justicia y Paz, del cual conocen los Tribunales 

Superiores de Distrito Judicial, atraviesa por distintas fases que van desde: (i) la 

desmovilización, (ii) postulación, (iii) versión libre, (iv) audiencia de formulación de 

imputación, (v) investigación y verificación por parte de la FGN, (vi) audiencia concentrada 

de formulación y aceptación de cargos, (vii) incidente de reparación integral y (viii) 

sentencia. Estas fases previstas en la Ley de Justicia y Paz se han desarrollado y 

reglamentado en otros instrumentos normativos como los decretos 4760 de 2005, 690 de 

2006, 2898 de 2006, 3391 de 2006, 423 de 2007, 1290 de 2008, las Leyes 1448 de 2011 

 
37 VILLARRAGA, Álvaro. Op. cit. 139-143.  
38 GOBIERNO DE COLOMBIA y Autodefensas Unidas de Colombia. Acuerdo de Santa Fe de Ralito 
para contribuir a la paz de Colombia. [En línea]. 2003. pp. 1-3. [Citado 20 de abril de 2024]. 
Disponible en: 
https://peacemaker.un.org/sites/default/files/document/files/2024/05/co030715acuerdo20de20sant
a20fe20de20ralito.pdf 
39 CONGRESO DE LA REPÚBLICA COLOMBIA. Ley 975 (julio 25 de 2005). Por la cual se dictan 

disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de 
la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras 
disposiciones para acuerdos humanitarios. Diario Oficial No. 45.980. Bogotá D.C., 2005. 
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y 1592 de 2012. A su vez, se han introducido modificaciones que también obedecen al 

surgimiento de nuevos mecanismos.   

 

El procedimiento previsto en la Ley de Justicia y Paz está orientado por el principio de 

alternatividad, según el cual los desmovilizados incluidos en listas presentados por el 

gobierno pueden recibir la suspensión de la ejecución de la pena y acceder, en su lugar, a 

una pena alternativa cuando haya colaboración a la justicia, a la reparación de las víctimas, 

la resocialización y la contribución a la consecución de la paz, es decir, se instaura un 

modelo que dispone el acceso a beneficios de forma condicionada.  

 

En consecuencia, esta Ley incorpora estándares de protección del derecho a la justicia, a 

la verdad y la reparación, y propone un proceso de reconciliación nacional que debe 

promover su garantía, el respeto al debido proceso y las garantías judiciales de los 

postulados, conforme a los artículos 4, 6, 7 y 8. En su artículo 5 incorporó una definición 

de víctima que abarca una dimensión individual y colectiva, directa e indirecta, además de 

distintos tipos de daño y el reconocimiento de la víctima con independencia de la 

identificación, aprehensión, procesamiento o condena de quien lo comete, esto se 

armoniza con el entendimiento y el alcance que se le da a la reparación integral en este 

plano, además de los actos que contribuyen a su alcance por parte de los postulados.  

 

En su artículo 10 y 11, respectivamente, se hace referencia a los requisitos de elegibilidad 

para la desmovilización colectiva e individual, para lo cual se establecen condiciones como 

la desmovilización del grupo en el marco de un acuerdo, la entrega de información o 

colaboración para el desmantelamiento del grupo y la suscripción de un acto de 

compromiso con el gobierno nacional, la dejación de armas, el cese de las actividades 

ilícitas y la entrega de bienes que fueron producto de estas actividades. En esa medida, 

los grupos podían acceder a los beneficios previstos en la legislación, y también las 

personas cuando fueran postuladas por el gobierno nacional a la FGN.  

 

Ahora bien, otra de las particularidades de esta Ley es la creación de un mecanismo que 

puede considerarse de carácter extrajudicial. Por medio del artículo 50 de esta ley también 

fue creada la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR), la cual tendría 

una vigencia de ocho años y cuyo objetivo sería garantizar a las víctimas la participación 

en procesos de esclarecimiento judicial y la realización de sus derechos, realizar informes 
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sobre reparación, origen y evolución de grupos armados, realizar seguimiento de procesos 

de reincorporación, adelantar acciones para la reconciliación y no repetición en aras de 

consolidar la paz, entre otras.  

 

En la CNRR se contó con un Grupo de Memoria Histórica, que intentó recuperar la dignidad 

y la memoria de las víctimas por medio de la realización de distintos informes consignando 

las dinámicas de la violencia, las resistencias políticas y sociales que surgen frente a esta. 

Sin embargo, en la práctica fue ampliamente criticada por su carácter ambiguo, su falta de 

claridad en cuanto al esclarecimiento de verdad, reparaciones y reconciliación, por no 

fungir como un mecanismo garante de los derechos de las víctimas y por la ausencia de 

sensibilización, información objetiva a la sociedad y ausencia de un trabajo de 

comunicación. En este punto, fue cuestionable la falta de independencia y autonomía que 

le asiste a esta comisión en concreto40.  

 

En la jurisprudencia constitucional se posicionó un importante debate sobre el contenido 

de esta ley, que influiría en pronunciamientos posteriores. La Corte Constitucional41 en la 

sentencia C-370 de 2006, proferida con ocasión a la una demanda de inconstitucionalidad 

contra gran parte del articulado de la Ley 975 de 2005, estableció que en los escenarios 

de transición nos encontramos frente a la ponderación de la paz, la justicia y los derechos 

de las víctimas. En esa medida, la toma de decisiones del legislador tiene carácter político 

y práctico que debe encaminarse al alcance de valores y principios constitucionales.  

 

Para la Corte fue importante preservar el cumplimiento de las disposiciones de la Ley 975 

de 2005 frente a estándares internacionales de derechos humanos, por lo cual, en su 

control de constitucionalidad condicionó la interpretación de varios artículos atacados 

como, por ejemplo, el artículo 17 relativo a la versión libre y confesión, pues se precisó que 

esta debía ser completa y veraz. En concordancia, el artículo 29 relativo al beneficio de la 

pena alternativa también precisó que tal beneficio sería revocado cuando en la versión libre 

se oculte la participación como miembro del grupo en la comisión de un delito. 

 

 
40 KALACH, Gina. Op. cit. p. 118.  
41 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-370 de 2006. M.P. Manuel José 
Cepeda Espinosa, M.P. Jaime Córdoba Triviño, M.P. Rodrigo Escobar Gil, M.P. Marco Gerardo 
Monroy Cabra, M.P. Álvaro Tafur Galvis, M.P. Clara Inés Vargas Hernández.  
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También precisó con respecto al artículo 54 relativo al fondo de reparación para las 

víctimas, que resultaba constitucional la exigencia a todos y cada uno de los integrantes 

del grupo armado organizado respondan con su propio patrimonio para la indemnización 

de las víctimas de los delitos por los que se condenan, además de la responsabilidad 

solidaria por los daños ocasionados a las víctimas por distintos integrantes del grupo 

armado al que pertenecieron.  

 

Sin embargo, este proceso de negociación y el acuerdo alcanzado, así como su desarrollo, 

no estuvo exento de críticas, pues se señalaba que este carecía de un verdadero equilibrio 

entre la justicia, la construcción de paz y la superación de la violencia42. También se ha 

señalado que, en esta oportunidad, los derechos de las víctimas no fueron asuntos 

realmente protagónicos sino hasta la llegada de la Ley 1448 de 2011 y el Acto Legislativo 

01 de 201243.   

 

Cabe resaltar que, las negociaciones resultantes en este acuerdo estuvieron antecedidas 

por una reforma a la ley de orden público que suprimió el carácter político de los grupos 

armados, con el fin de tratar a paramilitares y guerrilleros de forma similar. En este periodo, 

se calificaron como terroristas a los grupos armados y se negó formalmente la existencia 

del conflicto armado, se cerró la posibilidad de entablar negociaciones con estos y, para 

lograr su derrota, las medidas fueron principalmente militares bajo la Política de Defensa y 

Seguridad Democrática44.  

 

No obstante, al menos en el desarrollo jurisprudencial de la época se hizo una referencia 

a la existencia del conflicto armado y a las obligaciones del Estado frente a las violaciones 

de derechos ocurridas en este contexto. La Corte Constitucional en la sentencia T-025 de 

2004 declaró un estado de cosas inconstitucional con respecto a la situación de la 

población desplazada, para lo cual emitió órdenes dirigidas a su superación y a la 

 
42 OTÁLORA, Carlos. El proceso entre el Gobierno Nacional y las Autodefensas Unidas de 
Colombia: ¿Proceso de paz o de sometimiento a la justicia?. Trabajo de grado Magíster en Estudios 
Políticos. Bogotá D.C. Universidad Nacional de Colombia. Facultad de Derecho, Ciencias Políticas 
y Sociales. Instituto de Estudios Políticos y Relaciones Internacionales -IEPRI.  2010. pp. 46-48.  
43 CARRILLO, José. Los derechos humanos de las víctimas en el marco de la justicia transicional 
en Colombia. pp. 16-17. [En línea]. En: DIXI. Volumen 17 Número 21.  enero-junio 2015. pp. 9-26. 
[citado 29 de mayo de 2020]. Disponible en: 
https://revistas.ucc.edu.co/index.php/di/article/download/976/1113/ 
44 VILLARRAGA, Álvaro. Op. cit. pp. 185-188.  
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protección de los derechos fundamentales vulnerados en el marco del conflicto armado, 

haciendo referencia a lo que previamente se fue determinado en la Ley 387 de 199745.  

 

2.2.  La llegada del AFP suscrito entre El Gobierno Nacional y las FARC-EP.  

  

La justicia transicional se posicionó gradualmente como uno de los temas con mayor 

relevancia y con mayores retos en el plano nacional, en el escenario legislativo y judicial, 

su expansión abarcó los siguientes periodos entre los años 2010-2014 y 2014-2018. 

Ejemplo de ello es la creación de Ley 1424 de 201046, cuyo objeto fue la contribución a una 

paz perdurable y la satisfacción de los derechos de las víctimas, en relación con la comisión 

de ciertas conductas penales por las personas desmovilizadas de grupos armados al 

margen de la ley.  

 

Esta ley promovió la adopción de un Acuerdo de Contribución a la Verdad Histórica y la 

Reparación como escenario bajo el cual se propone alcanzar la reconciliación nacional 

que, requiere del compromiso y el cumplimiento de obligaciones claras por parte de los 

actores parte del acuerdo: la contribución al esclarecimiento sobre la conformación de los 

grupos armados. Sin obviar, por supuesto, la concesión de beneficios como medidas 

especiales con respecto a la libertad, suspensión condicional de la ejecución de la pena y 

medidas de reparación que, bajo una lógica de condicionalidad, podían ser revocados ante 

el incumplimiento de obligaciones emanadas de esta norma.  

 

La Corte Constitucional47 al declarar la exequibilidad de varios artículos de la Ley 1424 de 

2010 en la sentencia C-711 de 2011, señaló que la justicia transicional no es propiamente 

una forma especial de justicia, es más bien una forma de esta toma al adaptarse a 

sociedades que sufren transformaciones con posterioridad a periodos de violaciones 

generalizadas de derechos humanos.  

 
45 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia T-025 de 2004. M.P. Manuel José 
Cepeda Espinosa. 
46 CONGRESO DE LA REPÚBLICA COLOMBIA. Ley 1424 (diciembre 29 de 2010). Por la cual se 
dictan disposiciones de justicia transicional que garanticen verdad, justicia y reparación a las 
víctimas de desmovilizados de grupos organizados al margen de la ley, se conceden beneficios 
jurídicos y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial No. 47.937. Bogotá D.C., 2010. 
47 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-771 de 2011. M.P. Nilson Pinilla 
Pinilla.  
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Esta noción de justicia transicional se abordó en diferentes providencias48 y también su 

reflexión acerca del fundamento y la validez constitucional que esta tiene, particularmente, 

al considerar que la paz es uno de los objetivos principales del Estado y las obligaciones 

que supone para este, también al señalar que bajo el concepto de política criminal y los 

principios de proporcionalidad y razonabilidad el contenido de las normas penales 

dependerá de lo que se considere adecuado, finalmente, es una alternativa válida al 

salvaguardar los derechos de las víctimas.  

 

De forma concordante y en la búsqueda de ampliar el escenario transicional que se 

vislumbraba con la Ley 1424 de 2010, en el 2011 la Ley 144849 surgió con el objetivo de 

establecer las medidas de carácter administrativo, social, judicial y económico, a nivel 

individual y colectivo que se adoptan en favor de las víctimas que hayan sufrido daños por 

hechos ocurridos con antelación al 1 de enero de 1985 como fruto de infracciones al DIH 

y de graves violaciones al DIDH.  

 

Un año después, con el AL 01 de 201250 emergió el artículo transitorio 66 de la Constitución 

Política, como nueva oportunidad para la adopción de instrumentos de justicia transicional 

con carácter excepcional, para facilitar la paz estable y duradera, garantizar los derechos 

de las víctimas, con garantías de no repetición y de seguridad para toda la población. Se 

determinó que, por medio de una ley estatutaria, se permitiría el tratamiento diferenciado 

de los grupos armados y los agentes del Estado partícipes del CANI, en el marco de un 

acuerdo de paz.  

 

Este AL también determinó que podrían establecerse instrumentos de justicia transicional 

con carácter extrajudicial o judicial, atendiendo a las obligaciones de investigar, juzgar y 

 
48 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-936 de 2010. M.P. Luis Ernesto Vargas 

Silva. CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-579 de 2013. M.P. Jorge Ignacio 
Pretelt Chaljub. CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-694 de 2015. M.P. 
Alberto Rojas Ríos.  
49 CONGRESO DE LA REPÚBLICA COLOMBIA. Ley 1448 (10 de junio de 2011). Por la cual se 
dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado 
interno y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial No. 48.096. Bogotá D.C. 2011.  
50 CONGRESO DE LA REPÚBLICA COLOMBIA. Acto Legislativo 01 (31 de julio de 2012). Por 

medio del cual se establecen instrumentos jurídicos de justicia transicional en el marco del artículo 
22 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones. Diario Oficial No. 48.508. Bogotá D.C., 
2012.  
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sancionar en cabeza del Estado. Además, determinó que la adopción de criterios de 

priorización y selección como elementos inherentes a los instrumentos de la justicia 

transicional se daría por medio de una Ley Estatutaria para centrar esfuerzos en la 

investigación de los máximos responsables de crímenes internacionales, considerando 

elementos como la gravedad y la representatividad.  

 

Con respecto a los tratamientos penales especiales aplicados por los instrumentos 

transicionales, el AL 01 de 2012 condiciona su acceso al cumplimiento de obligaciones 

como la dejación de armas, la contribución al esclarecimiento de la verdad, la reparación 

integral de las víctimas, el reconocimiento de responsabilidad, la desvinculación de 

menores de edad que hayan sido reclutados y la liberación de las personas secuestradas. 

La aplicación de los instrumentos de justicia transicional debe darse frente a quienes hayan 

participado en el conflicto armado interno y se desmovilicen de forma colectiva en el marco 

de un acuerdo de paz, o de forma individual.  

 

Este AL emergió en el contexto de los diálogos llevados a cabo entre las FARC-EP y el 

gobierno nacional, iniciados a inicios de 2011 y formalizados en octubre de 2012. Estos 

diálogos versaron sobre una agenda que incorporó seis puntos de negociación como la 

política de desarrollo agrario integral, participación política, solución al problema de las 

drogas ilícitas, víctimas y verdad, el cese al fuego bilateral y definitivo, implementación, 

verificación y refrendación de los compromisos adquiridos por las partes. Tuvieron como 

sede Oslo y La Habana, quienes fueron países garantes junto con Venezuela y Chile, su 

propósito era acompañar y facilitar las acciones de mediación y diálogo entre las partes51.  

 

Fueron introducidas comisiones o subcomisiones paralelas a la mesa de conversaciones 

entablada entre las FARC-EP y el gobierno nacional, con el propósito de agilizar la 

negociación y avanzar en el abordaje de ciertos temas. Estas comisiones se instauraron 

para abordar temas como el cese al fuego, o el abordaje transversal del enfoque de género 

y los derechos de las mujeres, procesos que contaron con una participación equilibrada y 

 
51 RÍOS, Jerónimo. El Acuerdo de paz entre el Gobierno colombiano y las FARC: o cuando una paz 

imperfecta es mejor que una guerra perfecta. pp. 598-599. [En línea]. En: Araucaria. Revista 
Iberoamericana de Filosofía, Política y Humanidades. Año 19. No. 38. pp. 593-618. (2017). [Citado 
20 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://revistascientificas.us.es/index.php/araucaria/article/view/4020/3493  
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plural de delegaciones de víctimas, en aras de conocer sus propuestas en la negociación 

y en el acuerdo, como práctica para alcanzar una mayor legitimidad52.  

 

Las negociaciones se materializaron en el AFP de 2016 suscrito por el Gobierno Nacional 

y las FARC-EP53, construido sobre seis puntos consistentes en la Reforma Rural Integral, 

Participación Política, Fin del Conflicto, Solución al Problema de las Drogas Ilícitas, 

Víctimas e Implementación, Verificación y Refrendación. Este acuerdo fue firmado el 24 de 

noviembre de 2016 y conllevaría un amplio desarrollo institucional, legal y jurisprudencial 

para su materialización.  

 

El AFP buscó ponerle fin a un conflicto armado que se extendió en Colombia por más de 

medio siglo. Se entiende como un todo indisoluble integrado por acuerdos permeados que 

pretenden materializar los derechos fundamentales de la población. Su implementación 

debe atender a la protección del pluralismo y el reconocimiento de la igualdad, 

garantizando las condiciones para su ejercicio y medidas afirmativas en favor de grupos 

marginados y discriminados aplicando los enfoques de género, diferencial y territorial54. 

 

 2.2.1. Precisiones sobre el Sistema Integral para la Paz  

 

Particularmente, el quinto punto del AFP desarrolló el tratamiento para las víctimas del 

conflicto, bajo un sistema denominado “Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y 

No Repetición”, actualmente también conocido como Sistema Integral para la Paz. El 

resarcimiento de las víctimas se ubica en el centro del AFP, y se sustenta en los principios 

de satisfacción de sus los derechos, su participación, su reconocimiento como ciudadanas 

de derechos, el reconocimiento de responsabilidad, el esclarecimiento de la verdad, la 

reparación, las garantías de no repetición, las garantías de protección y de seguridad, el 

principio de reconciliación y el enfoque de derechos55.  

 

 
52 RÍOS, Jerónimo. Op. cit. p. 599; VILLARRAGA, Álvaro. Op. cit. pp. 220-221.  
53 GOBIERNO DE COLOMBIA Y FARC-EP. Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la 

construcción de una paz estable y duradera. [en línea].  2016. [citado 20 de abril de 2024]. Disponible 
en: https://www.jep.gov.co/Marco%20Normativo/Normativa_v2/01%20ACUERDOS/Texto-Nuevo-
Acuerdo-Final.pdf?csf=1&e=0fpYA0 
54 Ibidem. pp. 6-7.  
55 Ibidem. pp. 124-125.  
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Este se constituye como un acuerdo especial de acuerdo con lo previsto en el artículo 3 

común a los Convenios de Ginebra de 1949, aplicable a los CANI56. Según el CICR57, un 

acuerdo de cese de hostilidades, un acuerdo de paz u otro similar pueden considerarse 

acuerdos especiales si sus cláusulas crean obligaciones que se deriven de los Convenios 

de Ginebra y/o de sus protocolos adicionales, de acuerdo con lo previsto en el artículo 3 

aplicable a los conflictos armados no internacional es, según el cual las partes inmersas 

en el conflicto harán lo posible para que por medio de un acuerdo especial, pongan en vigor 

la totalidad o una parte de las disposiciones que incorporan los Convenios.  

 

Lo convenido por las partes en el acuerdo puede ser de carácter declarativo cuando 

reconocen las obligaciones previstas en el derecho consuetudinario o convencional, o 

podrán adoptar unas disposiciones más detalladas para dar aplicación a obligaciones 

nuevas o existentes que, en todo caso, deberán orientarse a la protección de las víctimas 

del conflicto armado. Estos acuerdos también podrán incorporar disposiciones que 

permitan la concesión de una amnistía cuando fuere posible, podrán atribuirse a una parte 

compromisos que deberá cumplir como parte del acuerdo, o podrán manifestarse como 

declaraciones unilaterales u otro medio que permita dar cuenta del compromiso de respetar 

el DIH58.  

 

Ahora bien, la puesta en marcha del SIP requirió de un amplio despliegue institucional y 

normativo, particularmente, con respecto a los mecanismos y medidas que lo integrarían.  

Como se señaló anteriormente, en el marco de transiciones a la paz, pueden ser adoptadas 

diferentes medidas y mecanismos diferente de naturaleza, bien sean judiciales o 

extrajudiciales, como ocurrió en esta oportunidad.  

 

Con la experiencia de 2016, en Colombia, puede verse una coexistencia de estas medidas 

que, actuando de forma temporal, pueden contribuir al resarcimiento de los daños 

 
56 De acuerdo con el artículo 3 común a los Convenios de Ginebra de 1949, en el escenario de 
conflictos armados no internacionales, las partes enfrentadas “(…) harán lo posible por poner en 
vigor, mediante acuerdos especiales, la totalidad o parte de las otras disposiciones del presente 
Convenio.” 
57 COMITÉ INTERNACIONAL DE LA CRUZ ROJA. ¿Qué dice el DIH sobre los acuerdos especiales 
en el marco de un proceso de paz?. [En línea]. 2016. [Citado el 20 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://www.icrc.org/es/document/acuerdos-especiales-acuerdos-de-paz-dih-colombia-
comentarios-convenios-de-ginebra 
58 Ibidem.  
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causados a las víctimas del conflicto y al esclarecimiento de la verdad. Estos mecanismos 

y medidas, puestos en marcha a través del Acto Legislativo 01 de 201759,  se presentarán 

a continuación:  

 

Gráfico 1. 

 

 

 

 

(Elaboración propia a partir del AL 01 de 2017) 

 

La implementación del sistema se fundamentó en el AL 01 de 2016, el AL 01 y 02 de 2017, 

y otras normas que lo desarrollan. El AL 01 de 201660 estableció los instrumentos jurídicos 

para asegurar la implementación y el desarrollo a nivel normativo del AFP con la 

incorporación de los artículos transitorios a la Constitución que instauraron el 

procedimiento legislativo especial para la paz, las facultades presidenciales para la paz y 

su respectivo plan de inversiones.  

 

El AL 01 de 2017. Este Acto Legislativo61 incorporó un nuevo título transitorio a la 

Constitución Política relativo a las normas para la terminación del conflicto armado y la 

construcción de una paz estable y duradera, entre las que se incluye la creación del SIP 

conformado por diferentes mecanismos y medidas que no pueden entenderse de forma 

 
59 CONGRESO DE LA REPÚBLICA COLOMBIA. Acto Legislativo 01 (4 de abril de 2017). Por medio 
del cual se crea un título de disposiciones transitorias de la Constitución para la terminación del 
conflicto armado y la construcción de una paz estable y duradera y se dictan otras disposiciones. 
Diario Oficial No. 50.196. Bogotá D.C. 2017.  
60 CONGRESO DE LA REPÚBLICA COLOMBIA. Acto Legislativo 01 (7 de julio de 2016). Por medio 

del cual se establecen instrumentos jurídicos para facilitar y asegurar la implementación y el 
desarrollo normativo del acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz 
estable y duradera. Diario Oficial No. 49.927. Bogotá D.C. 2016.   
61 CONGRESO DE LA REPÚBLICA COLOMBIA. Acto Legislativo 01 (7 de julio de 2016). Por medio 

del cual se establecen instrumentos jurídicos para facilitar y asegurar la implementación y el 
desarrollo normativo del acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz 
estable y duradera. Diario Oficial No. 49.927. Bogotá D.C. 2016.   
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aislada, se interconectan por medio de relaciones de condicionalidad y de incentivos para 

el acceso y el mantenimiento a los tratamientos especiales de la justicia, fundados en el 

reconocimiento de verdad y de responsabilidad.  

 

La Corte Constitucional en la sentencia C-674 de 201762, determinó que el surgimiento del 

SIP implica una reforma a la estructura orgánica del Estado. Sus medidas son acordes a 

las lógicas de la justicia transicional e implican una ponderación que en el presente 

escenario se dan con ocasión a relaciones de condicionalidad y el modelo sancionatorio 

bajo el cual se preserva la obligación de investigar, sancionar y juzgar graves violaciones 

a los derechos humanos y a las graves infracciones al DIH, flexibilizada para para obtener 

una “ganancia efectiva” para alcanzar la paz y garantizar los derechos de víctimas.  

 

El AL 02 de 201763 adicionó un artículo transitorio a la Constitución que buscó dar 

estabilidad y seguridad jurídica al acuerdo. Así, los contenidos del acuerdo 

correspondientes a normas de DIH, derechos fundamentales y aquellos conexos, son 

parámetros de interpretación obligatoria, referentes para la validez y el desarrollo de las 

normas que permitan su implementación. En ese sentido surge una doble responsabilidad 

para el Estado, pues por un lado, este debe cumplir de buena fe con lo acordado, y por 

otro, este debe actuar y desarrollar normativamente el AFP preservando sus objetivos, 

principios, contenidos y espíritu.  

 

La Corte Constitucional en la sentencia C-630 de 201764 determinó que este AL permite 

que el acuerdo se convierta en una política pública de Estado, siendo su implementación 

y desarrollo una obligación de medio que, de buena fe, deben cumplir todas las 

instituciones y órganos en el marco de sus competencias para garantizar una paz estable 

y duradera. La incorporación del principio de estabilidad y de seguridad jurídica resulta 

coherente con los fines del acuerdo, permitiendo que su implementación se realice 

 
62 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C- 674 de 2017. M.P. Luis Guillermo 
Guerrero Pérez. 
63 CONGRESO DE LA REPÚBLICA COLOMBIA. Acto Legislativo 02 (11 de mayo de 2017). Por 
medio del cual se adiciona un artículo transitorio a la Constitución con el propósito de dar estabilidad 
y seguridad jurídica al acuerdo final para la terminación del conflicto y la construcción de una Paz 
Estable y Duradera. Diario Oficial No. 50.230. Bogotá D.C. 2017. 
64 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-630 de 2017. M.P. Luis Guillermo 
Guerrero Pérez; M.P. Antonio José Lizarazo Ocampo. 
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respetando cada una de las competencias que tienen las autoridades estatales en el orden 

territorial y nacional.  

 

2.2.1.1. Mecanismos del Sistema Integral para la Paz 

 

La CEV fue el mecanismo extrajudicial que fue desarrollado a través del Decreto Ley 588 

de 201765, cuyo funcionamiento se extendió por 3 años en los cuales debía cumplir con un 

amplio mandato66 que, principalmente, se orientó al esclarecimiento y construcción de una 

verdad amplia sobre aquellos hechos ocurridos en el marco del CANI,  promoviendo a su 

vez el reconocimiento de las víctimas, el reconocimiento voluntario de las 

responsabilidades, y también la convivencia en los territorios para que sea garantizada la 

no repetición.   

 

El 28 de junio de 2022 la CEV presentó su informe final como resultado de la recepción y 

análisis de entrevistas a miles de víctimas y a otros actores del CANI, encuentros 

colectivos, la contrastación de 1.195 informes recibidos y la indagación sobre más de 700 

casos67. Este amplio informe final contiene 10 volúmenes que describen y señalan los 

distintos escenarios y prácticas del CANI, sus impactos y afectaciones diferenciados a 

distintos sujetos y grupos poblacionales, y una serie de hallazgos y recomendaciones68.  

 

 
65 PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE 

LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Decreto Ley 588 (5 de abril de 2017). Por 
el cual se organiza la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No 
Repetición. Diario Oficial No. 50.197. Bogotá D.C., 2017. 
66 Entre los elementos del mandato de la CEV, de acuerdo con el artículo 11, comprende el 
esclarecimiento y el reconocimiento de las responsabilidades del Estado y otros actores armados, 
las prácticas y hechos que constituyen graves infracciones al DIH y graves violaciones de derechos 
humanos, en especial, las que dan cuenta de patrones o de un carácter masivo con ocasión al CANI, 
así como el desarrollo de este último, sus prácticas e impactos, entre otros elementos que apuntan 
al esclarecimiento de la verdad y su amplia construcción. 
67 CENTRO DE INVESTIGACIÓN Y EDUCACIÓN POPULAR. CINEP PPP. Informe final de la CEV: 
un legado de verdad, paz y reconciliación. [En línea]. 2022. [Citado 20 de abril de 2024]. Disponible 
en: https://cinep.org.co/informe-final-de-la-cev-un-legado-de-verdad-paz-y-reconciliacion/ 
68 Para velar por la adopción e implementación de las recomendaciones emitidas por la CEV en su 
informe, el Decreto Ley 588 de 2017 contempló la creación de un Comité de Monitoreo y 
Seguimiento que funcionará por un término de 7 años. Este puede tener un rol clave en términos de 
construcción de estrategias de incidencia que permitan avanzar en la implementación de las 
recomendaciones. Ver: COMISIÓN PARA EL ESCLARECIMIENTO DE LA VERDAD, LA 
CONVIVENCIA Y 
LA NO REPETICIÓN. Resolución No. 019 del 26 de abril de 2022.  
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Por su parte, la UBPD fue desarrollada a través del Decreto Ley 589 de 201769  y se 

entiende como un mecanismo humanitario y extrajudicial, al cual se le otorgó inicialmente 

un período de veinte años para el desarrollo de sus actividades encaminadas a la 

satisfacción de los derechos de las víctimas a la verdad y a la reparación. Su objetivo es, 

principalmente, dirigir, contribuir y coordinar la implementación de acciones humanitarias 

de búsqueda y localización de las personas que fueron dadas por desaparecidas en el 

contexto y en razón del conflicto armado, y también la recuperación, identificación y entrega 

digna de los cuerpos de las personas fallecidas70.  

 

Por su parte, la JEP es el mecanismo encargado de administrar justicia de forma 

transitoria71 según las reglas establecidas en la Ley Estatutaria de la Administración de 

Justicia en la Jurisdicción Especial para la Paz, Ley 1957 de 2019, y la Ley 1922 de 2018 

que determina las reglas de procedimiento aplicables. La Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia 72 dispuso las reglas bajo las cuales pondrá en marcha su 

actividad dentro de un marco temporal establecido, observando criterios interpretativos y 

principios propios de un andamiaje institucional transicional; mientras que, la Ley de 

Procedimiento73, establece la forma en la que se realizarán las actuaciones ante cada una 

de sus salas, secciones y dependencias.  

 

 
69 PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE 
LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Decreto Ley 589 (5 de abril de 2017). Por 
el cual se organiza la Unidad de Búsqueda de Personas dadas por desaparecidas en el contexto y 
en razón del conflicto armado. Diario Oficial No. 50.197. Bogotá D.C., 2017. 
70 En una actualización realizada con corte al 15 de marzo de 2024, las cifras de la UBPD apuntan 
a la existencia de 111.640 personas dadas por desaparecidas, ha identificado con corte al 1 de 
marzo de 2024 un estimado de 8.480 sitios en donde se pudieron realizar fosas, cementerios 
ilegales y sepulturas, y ha recibido hasta el 31 de marzo de 2024 32.988 solicitudes de personas 
buscadoras. Ver: UNIDAD PARA LA BÚSQUEDA DE PERSONAS DADAS POR 
DESAPARECIDAS. Portal de datos de la UBPD. [En línea]. Cifras con corte a marzo de 2024. 
[Citado 20 de abril de 2024]. Disponible en: https://datos.unidadbusqueda.gov.co/ 
71 De acuerdo con el artículo 34 de la Ley 1957 de 2019 -Ley Estatutaria de la Administración de 
Justicia en la Jurisdicción Especial para la Paz-, tendrá un término de diez (10) años desde la 
entrada en funcionamiento de las salas y secciones que, podrá extenderse por cinco (5) años más. 
Este último término podrá prorrogarse una única vez y, en todo caso, la vigencia de la JEP no podrá 
superar los veinte (20) años.  
72 CONGRESO DE LA REPÚBLICA COLOMBIA. Ley 1957 (6 de junio de 2019). Estatutaria de la 
Administración de Justicia en la Jurisdicción Especial para la Paz. Diario Oficial No. 50.976. 2019. 
73 CONGRESO DE LA REPÚBLICA COLOMBIA. Ley 1922 (18 de julio de 2018). Por medio de la 
cual se adoptan unas reglas de procedimiento para la Jurisdicción Especial para la Paz. Diario Oficial 
No. 50.658. 2018. 
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Como parte de un Sistema, el trabajo de la JEP también adopta el enfoque territorial, 

diferencial y de género, que deben ajustarse y responder a las particularidades de las 

victimizaciones que se presentaron contra cada población y en cada territorio afectado por 

el CANI. Si bien el fin es la rendición de cuentas, la impartición de justicia no responde 

únicamente a medidas de carácter retributivo, sino en las medidas restaurativas y 

reparadoras, garantizando a su vez la seguridad jurídica y legitimidad para acercarse a la 

reconciliación y la convivencia74.  

 

Orgánicamente, en la estructura de la JEP75 se distinguen principalmente tres grandes 

cuerpos que asumen su labor judicial, siendo estas la UIA, las Salas de Justicia y el TEP 

que se integra por secciones76. En cuanto a las Salas de Justicia, estas se organizan en: 

(i) Sala de Reconocimiento de Verdad, de Responsabilidad y de Determinación de Hechos 

y Conductas; (ii) Sala de Definición de Situaciones Jurídicas y (iii) Sala de Amnistía e 

Indulto; mientras que, el TEP se integra por (i) la Sección de Reconocimiento de Verdad y 

Responsabilidad; (ii) Sección de Ausencia de Reconocimiento de Verdad y 

Responsabilidad; (iii) Sección de Revisión de Sentencias; y (iv) Sección de Apelación.  

 

De acuerdo con las reglas precisadas en la Ley Estatutaria de Administración de Justicia 

en la Jurisdicción Especial para la Paz77,  se entiende que este mecanismo judicial se 

encarga de investigar, juzgar y sancionar de forma preferente sobre las demás 

jurisdicciones a los sujetos que participaron en el conflicto armado (competencia personal), 

cuyas conductas se hayan dado con ocasión o estén relacionadas de forma directa e 

indirecta con el conflicto armado, en especial, de las consideradas graves infracciones al 

 
74 GOBIERNO NACIONAL Y FARC-EP. Op cit. p. 128. 
75 No obstante, para garantizar el funcionamiento y operatividad de esta Jurisdicción, existen otras 
dependencias como la Sala Plena, la Secretaría Ejecutiva que a su vez tiene múltiples dependencias 
que cumplen funciones relevantes como la Oficina Asesora SAAD Defensa a Comparecientes, o de 
representación de víctimas, entre otras; también un Órgano de Gobierno, el Grupo de Análisis de la 
Información, y diferentes Comités (étnico, de género, territorial y ambiental, de coordinación 
interinstitucional y ético) creados a través de su propio reglamento. Ver: JURISDICCIÓN ESPECIAL 
PARA LA PAZ. Estructura orgánica de la JEP. [En línea]. [Citado 20 de abril de 2024]. Disponible 
en: https://www.jep.gov.co/Paginas/organigrama.aspx 
76 Las competencias de la UIA, de cada una de estas salas y secciones se encuentra precisada en 

los artículos 72 y siguientes de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia en la Jurisdicción 
Especial para la Paz. A su vez, estas también pueden complementarse y desarrollarse por 
disposiciones de la Ley 1922 de 2018 y la Ley 1820 de 2016, que determinan los procedimientos, y 
la concesión de amnistía, indulto y tratamiento simétrico, diferenciado, equilibrado, equitativo y 
simultáneo, respectivamente.  
77 CONGRESO DE LA REPÚBLICA COLOMBIA. Ley 1957 (6 de junio de 2019). Estatutaria de la 
Administración de Justicia en la Jurisdicción Especial para la Paz. Diario Oficial No. 50.976. 2019. 
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DIH y graves violaciones de derechos humanos (competencia material) con antelación al 

1 de diciembre de 201678, incluyendo las conductas que se encuentren estrechamente 

vinculadas con el proceso de dejación de armas (competencia temporal).   

 

En cuanto a estos factores de competencia, y en especial, el factor de competencia 

personal, los principales comparecientes79 en los términos del artículo 63 de la Ley 

Estatutaria de Administración de Justicia, son quienes integraron las extintas FARC-EP 

que suscribieron el AFP, o hubieran sido acusadas o condenadas por su pertenencia a 

este grupo en una providencia judicial, y agentes del Estado miembros de la Fuerza 

Pública. De igual forma, su competencia también se da frente a sujetos que, en el contexto 

de disturbios o protesta social, hayan cometido ciertos delitos80. Mientras que, los agentes 

del Estado no integrantes de la Fuerza Pública y los terceros civiles pueden comparecer 

voluntariamente para recibir el tratamiento especial, cuando cumplan con las condiciones 

de aporte a la verdad, reparación y no repetición81. 

 
78 Al respecto, el artículo transitorio 5 del Acto Legislativo 01 de 2017, señala que dentro de este 
límite temporal que permite determinar la competencia de la JEP sobre los comparecientes, se 
incluyen los delitos de ejecución permanente cometidos con antelación al 1 de diciembre de 2016. 
No obstante, con ocasión a los efectos de estos delitos, se inaplican las sanciones propias y 
alternativas si se establece que se incumplen las condiciones del Sistema. Por otro lado, los delitos 
que se cometen por fuera del límite temporal serán de conocimiento de la Jurisdicción Ordinaria, en 
los términos establecidos en el artículo 62 de la Ley Estatutaria 1957 de 2019.   
79 De acuerdo con la Guía de Derechos y Deberes para Comparecientes en la JEP, el término 

compareciente alude a la calidad que toma un sujeto cuando la Jurisdicción determina que conoce 
de un caso que es de su competencia, tratándose sujetos que tuvieron participación o si esta se 
presume, al haber diseñado o ejecutado delitos relacionados con el CANI. Ver: JURISDICCIÓN 
ESPECIAL PARA LA PAZ Y UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA. Guía de Derechos y 
Deberes para Comparecientes en la JEP. [En línea]. 2020. [Citado el 20 de abril de 2024]. Disponible 
en: https://www.jep.gov.co/Sala-de-
Prensa/Documents/Gu%C3%ADa%20derechos%20y%20deberes%20de%20los%20comparecient
es%20en%20la%20JEP.pdf 
80 Según los términos del parágrafo primero del artículo 62 de la Ley Estatutaria 1957 de 2019, que 

define la competencia material de la JEP.  
81 Al respecto, es importante tener en cuenta una de las más importantes decisiones que, de forma 
excepcional la SDSJ de la JEP aceptó el sometimiento de Salvatore Mancuso Gómez, al considerar 
que su actuación en el conflicto fue la de un “sujeto funcional y materialmente incorporado a la fuerza 
pública, entre 1989 y 2004”, es decir, “ejerció un rol de bisagra en la cúspide, como superior, con la 
fuerza pública, con capacidad de establecer patrones de macrocriminalidad”, decisión que prima 
facie podría generar controversias frente a las categorías de comparecientes precisadas en la Ley 
Estatutaria 1957 de 2019. Actualmente cursa una acción pública de inconstitucionalidad sobre la 
interpretación judicial del artículo 63 (competencia personal) de la Ley Estatutaria 1957 de 2019 que 
el Tribunal Constitucional deberá resolver en los próximos meses. Ver: JURISDICCIÓN ESPECIAL 
PARA LA PAZ. SALA DE DEFINICIÓN DE SITUACIONES JURÍDICAS. SUBSALA ESPECIAL E 
DE DECISIÓN Y CONOCIMIENTO. Resolución No. 3804 del 17 de noviembre de 2023, M. Heidy 
Patricia Baldosea Perea, M. Pedro Elías Díaz Romero, M. María del Pilar Valencia García; CORTE 
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Con corte al 25 de septiembre de 202482, se tiene que 14.410 personas comparecen ante 

la JEP. De este amplio grupo de personas, se tiene que 9.905 de ellas (68,7 %), fueron 

integrantes de las FARC-EP; mientras que, otras 4.321 personas (30 %) de las personas, 

corresponden a agentes de la Fuerza Pública y, finalmente, 184 personas (1,3 %) hacen 

parte de AENIFP o terceros civiles83.  

 

Hasta el 25 de septiembre de 2024, esta Jurisdicción acreditó individualmente 12.354 

víctimas, y colectivamente 507 sujetos que abarcan aproximadamente 340.731 individuos, 

de los cuales más de un 50 % pertenecen a pueblos étnicos, población negra, 

afrodescendiente, palenquera y raizal84. Esta acreditación se ha extendido a los territorios 

quienes también son víctimas del CANI85, como el territorio Katsa Su gran territorio del 

pueblo Awá, el Eperara Euja territorio-mundo del pueblo Eperara Siapidaara, el territorio 

colectivo titulado y ancestral del pueblo negro y afrocolombiano de Tumaco y Barbacoas86, 

 
CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA, Auto del 12 de agosto de 2024, Expediente D-16019, M.S. 
Natalia Ángel Cabo.  
82 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Principales estadísticas. Acumulado histórico. Fecha 

de actualización: 27 de septiembre de 2024. [En línea]. 2024. p. 1. [Citado el 29 de septiembre de 
2024]. Disponible en: https://www.jep.gov.co/jepcifras/JEP-en-cifras-27-septiembre-2024.pdf 
83 Las cifras mencionadas con respecto a los comparecientes hacen referencia a aquellos que ya 

han suscrito actas de compromiso y sometimiento ante la JEP, es decir, han suscrito los diferentes 
instrumentos que se han adoptado para el recaudo de la información de los comparecientes, y 
visibilizar su compromiso ante la JEP previo a la concesión de los beneficios y tratamientos 
especiales que esta puede conceder, si se satisfacen las obligaciones del régimen de 
condicionalidad. Inicialmente, el acta de sometimiento refleja la manifestación de la voluntad de un 
sujeto para acceder a la JEP, es decir, la voluntad de comparecer y cumplir con las condiciones 
exigibles en tal caso; posteriormente, el acta de compromiso se suscribe cuando la JEP ha aceptado 
el sometimiento del sujeto y, por ende, esta implica que ha sido formalmente aceptada como 
compareciente y/o ante la concesión de beneficios transitorios en los términos del artículo 52 de la 
Ley 1820 de 2016. Ver: JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Informe estadístico. Entrega de 
informes 2019. Informe a 31 de diciembre de 2018. [En línea]. 2018. pp. 15-17. [Citado 20 de abril 
de 2024]. Disponible en: 
https://www.jep.gov.co/Especiales/rendicion/assets/images/informeestadistico.pdf; CORTE 
CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA, Sentencia SU-086 de 2022, M.P. Cristina Pardo Schlesinger. 
párr. 5.13.  
84 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Principales estadísticas. Acumulado histórico. Fecha 
de actualización: 27 de septiembre de 2024. Op. cit. p. 1. 
85 Esta acreditación se basa en el reconocimiento de la relación indispensable entre el territorio y el 

pueblo indígena que lo habita, también de su cosmovisión particular y a la luz de un amplio marco 
jurídico de derecho internacional e interno que brinda protección a estos pueblos. Ver: COMISIÓN 
COLOMBIANA DE JURISTAS. OBSERVATORIO SOBRE LA JEP. Boletín #8. [En línea]. 2020. pp. 
4-7. [Citado 20 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://www.coljuristas.org/observatorio_jep/documentos/boletines/boletin_8.pdf 
86 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Auto SRVBIT – 

https://www.jep.gov.co/Especiales/rendicion/assets/images/informeestadistico.pdf
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el gran territorio Nasa de la Cxhab Wala Kiweo87, o el territorio ancestral, sagrado y 

colectivo de la Sierra Nevada de Gonawindua (Santa Marta)88.  

 

Este amplio universo de víctimas acreditadas en una dimensión individual y colectiva se 

enmarca en los distintos macro-casos que la JEP ha abierto desde 2018, cuando inició sus 

actividades. A diferencia de un juez ordinario, la JEP concentra la acción penal atendiendo 

al principio de selección y los criterios establecidos en la Ley Estatutaria de Administración 

de Justicia para tal efecto en su artículo 19, lo cual apunta a la identificación de los hechos 

más graves y representativos del CANI, y también de los comparecientes que tienen una 

participación determinante en estos hechos.  

 

Los criterios de selección89 se determinan de la siguiente forma: (i) gravedad de los hechos, 

es decir, una consideración sobre el grado de afectación a los derechos fundamentales de 

las víctimas en su dimensión individual y/o colectiva; (ii) representatividad, es decir, la 

capacidad de ilustrar que tienen los patrones macrocriminales y/o modus operandi de los 

hechos y conductas; (iii) las características diferenciales de las víctimas, observando sus 

condiciones de vulnerabilidad y/o necesidad de adoptar medidas diferenciales para su 

protección; (iv) las características de los responsables, observando su participación activa 

y/o determinante en las conductas que conoce la JEP en sus competencias; y (v) la 

disponibilidad probatoria que se tiene, considerando la cantidad, calidad y dificultad en 

cuanto a la obtención de las pruebas que sustentan la ocurrencia de un hecho. 

 

 
079 del 12 de noviembre de 2019, M. Belkis Florentina Izquierdo Torres, M. Ana Manuela Ochoa 
Arias.  
87 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Auto No. 02 del 
17 de enero de 2020, M. Raúl Eduardo Sánchez Sánchez.  
88 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 

RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Auto SRVBIT-
XCBM-NNHC-JJCP-ACHP- 01, del 25 de junio de 2024. M. Belkis Florentina Izquierdo Torres, M. 
Nadiezhda Natazha Henríquez Chacín, M. Juan José Castillo Pushaina, M. (E) Lina Fernanda 
Restrepo Ruíz, M. Caterina Heyck Puyana.  
89 El artículo 19 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia 1957 de 2019, también establece 
que estos criterios no son fuente de imputación de responsabilidad a los comparecientes. Además, 
establece los criterios bajo los cuales se puede conceder la renuncia condicionada a la persecución 
penal de los comparecientes que no sean objeto de selección, cuando se encuentra que hay 
contribución a la verdad como uno de los fines del Sistema; cuando se cumplen las condiciones 
establecidas por la SDSJ o la SRVR, cuando se ha suscrito acta de compromiso y si los delitos son 
objeto de amnistía. Si se trata de un delito no amnistiable, en los términos del artículo 23 de la Ley 
1820 de 2016, no es posible conceder la renuncia condicionada a la persecución penal.  
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Para organizar la labor del juez transicional frente a la investigación de los hechos ocurridos 

en el marco del CANI, se adoptaron los criterios y la metodología de priorización que 

permite focalizar y establecer estratégicamente un orden en dicha actividad judicial90. Estos 

criterios y metodología fueron determinados en una etapa temprana de la actividad de la 

JEP91, especialmente, para guiar el trabajo de la SRVR como receptora de las fuentes que 

permiten establecer inicialmente la ocurrencia de hechos y conductas ocurridas que se 

investigarán92.  

 

En esa medida, hasta septiembre de 2024, la SRVR de la JEP ha abierto 11 macro-casos 

observando los criterios de selección y priorización adoptados, atendiendo al deber del 

Estado colombiano en cuanto a la debida diligencia en la investigación, juzgamiento y 

sanción de las graves violaciones de derechos humanos y las graves infracciones del 

DIH93. Estos son los siguientes: 

 

1. Toma de rehenes y otras graves privaciones de la libertad cometidas por las 

FARC-EP94. 

2. Situación territorial de los municipios de Ricaurte, Tumaco y Barbacoas en el 

departamento de Nariño95.  

 
90 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Criterios y metodología de priorización de casos y 
situaciones. En la Sala de Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad y Determinación de 
Hechos y Conductas. [En línea]. 2018. pp. 6-7. [Citado 20 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://www.jep.gov.co/Documents/CriteriosYMetodologiaDePriorizacion.pdf 
91 Principalmente, los criterios de priorización se enmarcan en una dimensión de disponibilidad de 
la información y de impacto, con respecto a esta última se precisa un componente objetivo y otro 
subjetivo. En una dimensión objetiva, se contempla la gravedad y representatividad de los hechos, 
y magnitud de la victimización; mientras que, en una dimensión subjetiva se contemplan a las 
características de víctimas y de los presuntos responsables, el impacto diferenciado en los pueblos 
étnicos y sus territorios, e incluso en otros sujetos colectivos. JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA 
PAZ. Criterios y metodología de priorización de casos y situaciones. En la Sala de Reconocimiento 
de Verdad y Responsabilidad y Determinación de Hechos y Conductas. Op. cit. pp. 10-14.  
92 De acuerdo con sus competencias establecidas en el artículo 79 de la Ley Estatutaria de 
Administración de Justicia 1957 de 2019, y los artículos 27 y siguientes de la Ley 1922 de 2018.  
93 Como bien lo establece el artículo 29 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia 1957 de 
2019, en concordancia con lo derivado a partir de las obligaciones estatales de respeto y garantía 
de derechos protegidos en tratados internacionales como la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (art. 1.1, 8 y 25).  
94 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Auto No. 002 
del 4 de julio de 2018.  
95 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Auto No. 004 
del 10 de julio de 2018.  
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3. Asesinatos y desapariciones forzadas presentados como bajas en combate por 

agentes del Estado96. 

4. Situación territorial en la región de Urabá97. 

5. Situación territorial norte del Cauca y sur del Valle del Cauca98. 

6. Victimización de miembros de la Unión Patriótica (UP)99. 

7. Reclutamiento de niños y niñas en el conflicto armado100. 

8. Crímenes cometidos por miembros de la fuerza pública, otros agentes del 

Estado, o en asociación con grupos paramilitares, o terceros civiles, por causa, con 

ocasión, o en relación directa o indirecta con el conflicto armado colombiano101. 

9. Crímenes no amnistiables cometidos contra Pueblos y Territorios Étnicos por 

causa, con ocasión, o en relación directa o indirecta con el conflicto armado 

colombiano102. 

10. Crímenes no amnistiables cometidos por miembros de las extintas FARC-EP 

por causa, con ocasión, o en relación directa o indirecta con el conflicto armado 

colombiano103. 

 
96 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Auto No. 005 
del 17 de julio de 2018.  
97 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Auto No. 040 
del 11 de septiembre de 2018.  
98 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Auto No. 078 
del 8 de noviembre de 2018.  
99 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Auto No. 27 del 
26 de febrero de 2019.  
100 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Auto No. 29 del 
1 de marzo de 2019. 
101 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Auto No. 104 
del 30 de agosto de 2022. 
102 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Auto No. 105 
del 7 de septiembre de 2022. 
103 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Auto No. 102 
del 11 de julio de 2022. 
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11. Violencia basada en género, violencia sexual, violencia reproductiva, y otros 

crímenes cometidos por prejuicio basados en la orientación sexual, la expresión y/o 

identidad de género diversa en el marco del conflicto armado colombiano104. 

 

Ahora bien, en cuanto a los procedimientos que se adelantan en esta Jurisdicción, se 

previeron dos escenarios que determinan el curso de los comparecientes ante las 

diferentes salas y secciones. De forma principal, se espera que los comparecientes aporten 

a la verdad y reconozcan su participación con respecto a los hechos y conductas que la 

JEP investiga en su competencia, graves violaciones de derechos humanos y graves 

infracciones al DIH, accediendo a los tratamientos especiales y beneficios en el curso del 

procedimiento y, finalmente, a la sanción propia105. 

 

Si bien, este escenario es el más deseable, los comparecientes podrían abstenerse de 

realizar aportes a la verdad y no reconocer su responsabilidad en los hechos y conductas 

que les son atribuibles. La consecuencia de esta ausencia de reconocimiento es el 

desarrollo de un procedimiento de naturaleza adversarial, enfocado en desvirtuar la 

presunción de inocencia del compareciente en un juicio, por lo cual procede la imposición 

de sanciones alternativas u ordinarias por parte de la SARVR106.  

 

La sanción alternativa implica la privación de la libertad por un término de 2 a 5 años en 

caso de partícipes no determinantes, o de 5 a 8 años en casos de comparecientes que sí 

tengan dicha calidad, cuando existe un reconocimiento tardío de verdad y responsabilidad 

por parte del compareciente, en el que se ha iniciado un juicio de naturaleza adversarial de 

competencia de la SARVR y este no ha concluido con una sentencia condenatoria tras 

derribar la presunción de inocencia107. Finalmente, la sanción ordinaria108 implica la 

privación de la libertad por un término entre los 15 y 20 años, en casos de ausencia de 

verdad y responsabilidad. 

 
104 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Auto No. 05 del 
6 de septiembre de 2023. 
105 COMISIÓN COLOMBIANA DE JURISTAS. OBSERVATORIO SOBRE LA JEP. Boletín # 47. [En 
línea]. 2021. p. 2. [Citado 20 de abril de 2024]. Disponible en 
https://www.coljuristas.org/observatorio_jep/documentos/boletines/Boletin_47.pdf 
106 Ibidem. pp. 2-3.  
107 De acuerdo con los artículos 128, 129 y 93 de la LEJEP.  
108 Ibidem. 
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En contraposición a este último escenario, la JEP y puntualmente la SeRVR, es 

competente para imponer sanciones propias en casos de reconocimiento de verdad y 

responsabilidad, que implican la restricción efectiva de la libertad del compareciente por un 

término de 2 a 5 años en caso de partícipes no determinantes, o de 5 a 8 años en casos 

de comparecientes que sí tengan dicha calidad. Lo característico de esta sanción es que 

la restricción de libertad confluye con la realización de trabajos, obras y actividades con 

contenido reparador-restaurador (TOAR), elementos centrales en la dimensión restaurativa 

que cobra protagonismo en este modelo de justicia109.  

 

Con respecto a las normas aplicables, la JEP tendrá como marco jurídico de referencia el 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos, el DIH, el Derecho Penal Internacional 

(DPI) y las normas del Código Penal colombiano en su parte general, además deberá 

observar la Constitución Política, los Actos Legislativos 01 y 02 de 2017, y las normas 

procesales que regulen su actividad.  

 

Finalmente, algunas particularidades de la JEP se derivan de la sentencia C-080 de 

2018110, en la cual la Corte Constitucional adelantó el control de constitucionalidad de la 

LEJEP. Se resalta que la JEP, si bien no pertenece propiamente a la Rama Judicial, es 

una administradora  de justicia de forma transitoria de conformidad con los principios de 

separación de poderes y colaboración armónica, por lo cual goza de autonomía 

administrativa, técnica y presupuestal, su régimen de empleo público es especial y 

responde a las reglas y requisitos de la función pública, su magistratura tiene autonomía 

para dictar reglas de funcionamiento y organización, y su procedimiento especial de 

conformidad con su autonomía y las particularidades de la justicia transicional.  

 

Por otro lado, con respecto a algunas de las obligaciones que tienen los comparecientes, 

y especialmente la de ofrecer verdad, la Corte ha determinado que tiene dos dimensiones 

 
109 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. TEP. SeRVR. Lineamientos en materia de sanción 

propia y Trabajos, Obras y Actividades con contenido Reparador-Restaurador. [En línea]. 2020. pp. 
4-6. [Citado 20 de abril de 2024]. Disponible en: https://www.jep.gov.co/Sala-de-
Prensa/SiteAssets/Paginas/Conozca-Los-lineamientos-en-materia-de-sanci%C3%B3n-propia-y-
Trabajos%2C-Obras-y-Actividades-con-contenido-Reparador---
Restaurador/28042020%20VF%20Lineamientos%20Toars%20y%20SP.pdf 
110 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-080 de 2018. M.P. Antonio José 
Lizarazo Ocampo. 
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propiamente. La primera de estas es la de brindar toda la información relativa a la comisión 

de los hechos que conocen y de los que participaron, y por otro lado se encuentra la de 

reconocer responsabilidad de los hechos que hayan cometidos de acuerdo con las 

modalidades de comisión, como requisito para acceder a la sanción propia111.  

 

Frente al régimen de condicionalidad como elemento que permite la interrelación de los 

mecanismos del Sistema y el acceso a los tratamientos penales especiales, la Corte 

estableció que su incumplimiento puede generar que se impida el acceso a dichos 

tratamientos e incluso a su pérdida cuando ya se hubieran otorgado, teniendo en cuenta la 

gravedad del incumplimiento y si se trata de las condiciones que permiten el acceso y la 

permanencia en la Jurisdicción. Para determinar la gravedad del incumplimiento de las 

condiciones, deberán tenerse en cuenta los principios de integralidad del Sistema, el de 

proporcionalidad y el de gradualidad112. 

 

De igual forma, para poner en marcha los demás mecanismos y medidas que surgieron 

con ocasión al punto quinto del acuerdo, se encuentran otros desarrollos legales y 

jurisprudenciales que facilitaron su funcionamiento. Tal es el caso de la mencionada Ley 

1820 de 2016 que precisó y estableció parámetros precisos sobre la concesión de 

amnistías, e indultos y tratamientos penales especiales que, fueron decantados en el 

control de constitucionalidad realizado por la Corte Constitucional en la Sentencia C-007 

de 2018, en la que se hizo referencia a su vez sobre el régimen de condicionalidad y la 

contribución a los derechos de las víctimas, como se desarrollará más adelante.  

 

Con la presentación de los desarrollos normativos expuestos a lo largo de este capítulo, se 

puede ver que en Colombia los escenarios transicionales han provocado diferentes 

reflexiones y avances que permiten la adopción de medidas orientadas a la superación de 

conflictos y de las consecuencias que estos han dejado, en especial, en favor de las 

víctimas que gozan de diferentes derechos en razón a los daños e impactos sufridos con 

ocasión a hechos y conductas que se catalogan como graves violaciones de derechos 

humanos e infracciones al DIH.  

 

 
111 Ibidem. 
112 Ibidem.  
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Es posible evidenciar la tendencia que ha cobrado una gran fuerza, según la cual se 

promueven transformaciones institucionales que, si bien tienen una vocación transitoria, se 

extienden en el tiempo y persiguen cambios estructurales que permean diferentes sectores 

y políticas. Esto ha dado paso a diferentes debates que buscan alcanzar una suerte de 

equilibrio de las tensiones que pueden emerger entre la búsqueda de la paz, los derechos 

de las víctimas y la rendición de cuentas que tradicionalmente se ha perseguido bajo una 

lógica retributiva que ha ido perdiendo su protagonismo, pues el paradigma restaurativo 

está llamado a prevalecer pues puede responder de una mejor forma a la reparación de 

los diferentes daños y, especialmente, a la garantía de no repetición de las conductas que 

los ocasionaron.  
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3. Capítulo 2. Reparación integral: un derecho de las víctimas y una obligación 

de los Estados.  

 

Para comprender la evolución que ha tenido la reparación integral se realizará inicialmente 

un recorrido por las nociones de responsabilidad internacional y hecho ilícito internacional.   

  

De acuerdo con Manuel Diez de Velasco113, el hecho ilícito internacional es aquel atribuible 

a un sujeto jurídico-internacional, consistente en una infracción o una violación del derecho 

internacional, lesionando así los derechos de otro sujeto jurídico-internacional, o los 

intereses o los derechos de la comunidad internacional en su conjunto, lo cual conlleva a 

la atribución de responsabilidad del autor del hecho ilícito.  

 

Este hecho atribuible a un sujeto jurídico-internacional, como lo son los Estados, contempla 

la existencia de una conducta activa o pasiva, acción u omisión, de sus órganos o agentes, 

aquellas entidades que se encuentran facultadas para ejercer atribuciones del poder 

público según el derecho interno del Estado, e incluso otros sujetos en determinadas 

circunstancias114.  

 

También contempla la violación de una obligación internacional a cargo del Estado, es 

decir, cuando se está ante la ocurrencia de un hecho que no resulta conforme a lo que se 

ha exigido en virtud de una norma de derecho internacional -en sus distintas fuentes- que 

se encuentra en vigor, y también abarca el daño como elemento resultante de dicha 

violación115. 

 

Autoras como Jacqueline Pinacho116, desarrollan como la atribución de responsabilidad 

internacional al sujeto jurídico a quien se le atribuye el hecho ilícito, deriva en la obligación 

de reparar el daño que este genera. En este plano, el papel de organismos y tribunales 

 
113 DIEZ DE VELASCO, Manuel. Instituciones del Derecho Internacional Público. [En línea]. Madrid: 

Editorial Tecnos (Grupo Amaya S.A.). 2013. Edición 18. pp. 844-845. [Citado el 26 de abril de 2024]. 
Disponible en: https://corteidh.or.cr/tablas/24940-1.pdf 
114 Ibidem. pp. 849-863.  
115 Ibidem.  
116 PINACHO, Jacqueline. El derecho a la reparación del daño en el Sistema Interamericano. [En 

línea]. Ciudad de México: Comisión Nacional de Derechos Humanos. 2019. pp. 21-23. [Citado 26 
de abril de 2024]. Disponible en: https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2019-
09/Derecho-Reparacion-Dano-SI.pdf 
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internacionales ha tenido relevancia para la adopción de criterios frente a la atribución de 

responsabilidad y la reparación que resulta exigible, como la Corte Internacional de Justicia 

en el caso de la Fábrica de Chorzów de 1928 (Alemania vs. Polonia), en el cual se abordó 

el contenido y alcance de la obligación de reparar.  

 

Este caso surgió con ocasión del reclamo del gobierno alemán a Polonia tras la toma de 

posesión de una fábrica de nitrato ubicada en Chorzów, lo cual generó perjuicios a 

sociedades anónimas alemanas y resultaba contrario a las disposiciones de la Convención 

de Ginebra de 1922. En esa oportunidad, la Corte hizo referencia a la existencia de la 

obligación de reparar los daños causados con ocasión a la violación de obligaciones 

internacionales, y con ello, contribuyó a la postura que posteriormente sería desarrollada y 

complementada por otros tribunales internacionales como la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos en su jurisprudencia117.  

 

En el caso Barcelona Traction, Light and Power Company, Limited de 1970 (Bélgica vs. 

España), la Corte Internacional de Justicia también se realizó una mención a la relación 

existente entre las normas de derechos humanos y el orden internacional, en el cual hizo 

referencia a las obligaciones erga omnes, es decir, aquellas que resultan oponibles a todos 

y cuyo cumplimiento no depende del cumplimiento de otros Estados, pues su inobservancia 

se da en detrimento de la comunidad internacional en su conjunto, lo cual significó un 

relevante aporte para el DIDH118.  

 

Precisamente, en el DIDH la reparación ha encontrado un espacio altamente significativo 

y necesario, en el que las personas han retomado con fuerza y formalidad su titularidad 

jurídica internacional, que principalmente se atribuyó a los Estados y, en ese sentido, se 

protegió su personalidad jurídica y capacidad procesal internacional, aunque se supedita a 

los lineamientos de tratados que regulan el funcionamiento de tribunales que conocen de 

las reclamaciones que individualmente se presentan, y ello requiere de un previo 

consentimiento de los Estados, por lo cual, las personas naturales serían entonces sujetos 

 
117 Ibidem. pp. 21-23.  
118 Ibidem. pp. 26-27.  
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de derecho internacional bajo las reglas creadas por los integrantes de la comunidad 

internacional, es decir, los Estados119.  

 

La reparación como una obligación de los Estados y como un derecho que las personas 

pueden exigir incluso en instancias internacionales, considerando las obligaciones de 

respeto y garantía que asumen los Estados en materia de DDHH no tiene un desarrollo 

menor, pues existen múltiples instrumentos internacionales como tratados, en donde se ha 

reconocido de una u otra forma el derecho a la reparación, tal ocurre en los siguientes:  

 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 en su artículo 9.5; la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1966 en sus artículos 10 y 63 

relacionados con el artículo 1.1. y 2 de la misma convención; la Convención contra la 

Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes de 1984 en su artículo 

14.1; la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989 en su artículo 39; el Convenio 

No. 169 de la OIT sobre los pueblos indígenas y tribales en países independientes de 1989 

en sus artículos 20.2, 28, 32.3 y 40; la Convención Interamericana para prevenir, sancionar 

y erradicar la violencia contra la mujer de 1994 en sus artículo 7 y 8; el Estatuto de la Corte 

Penal Internacional de 1998 en su artículo 75; o el Protocolo Adicional I a los Convenios 

de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la Protección de las Víctimas de los 

Conflictos Armados Internacionales de 1977 en su art. 91; y como un antecedente 

relevante, la Convención de La Haya relativa a las leyes y costumbres de la guerra terrestre 

de 1906 en su artículo 3120.  

 

 
119 PÉREZ-LEÓN, Juan Pablo. Las reparaciones en el derecho internacional de los derechos 
humanos, derecho internacional humanitario y derecho penal internacional. [En línea]. En: Revista 
de Derecho Internacional de la Universidad Americana 23. No. 1. (2008). pp. 7-49. [Citado 26 de 
abril de 2024]. Disponible en: https://www.corteidh.or.cr/tablas/R22048.pdf; PINACHO, Jacqueline. 
Op. cit. p. 19.  
120 De acuerdo con lo expresado por la Corte Constitucional en la Sentencia C-225 de 1995, bajo la 
cual se realiza el control de constitucionalidad del Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra 
del 12 de agosto de 1949, relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin 
carácter internacional (Protocolo II), se entiende que, ante “[l]a imperatividad de las normas 
humanitarias y su integración en el bloque de constitucionalidad implica que el Estado colombiano 
debe adaptar las normas de inferior jerarquía del orden jurídico interno a los contenidos del derecho 
internacional humanitario, con el fin de potenciar la realización material de tales valores”. En esta 
misma providencia, se define el Bloque de Constitucionalidad como el conjunto que integra normas 
que, a pesar de no figuran expresamente en la Constitución Política, son empleadas como 
parámetros del control de constitucionalidad de las leyes, pues se entienden integradas a esta (Art. 
93 Constitucional). Ver: CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-225 de 1995, 
M.P. Alejandro Martínez Caballero.  
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Mientras que, en el soft law121 este derecho se ha desarrollado en cuerpos de principios 

como el Conjunto de principios para la protección y promoción de los derechos humanos 

mediante la lucha contra la impunidad, o los Principios y directrices básicas sobre el 

derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de 

derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a 

interponer recursos y obtener reparaciones (Principios internacionales sobre el derecho de 

las víctimas a obtener reparaciones)  y, si bien no se considera como vinculantes para el 

Estado, por lo menos en Colombia la Corte Constitucional ha optado por considerarlos 

como criterios auxiliares de interpretación de los tratados internacionales sobre derechos 

humanos.  

 

En otra de sus concepciones, siguiendo a Luigi Ferrajoli y a Mauricio Martínez122, la 

reparación integral es un derecho que abarca todos los daños y perjuicios que padece la 

víctima, por lo que son adoptadas a su favor, medidas que pretenden la restitución, 

indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en una dimensión 

individual y también favorable a las colectividades que han sido afectadas con la comisión 

de delitos.   

 

Según el artículo 1.1. de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) todos 

los Estados parte tienen la obligación de respetar los derechos y las libertades que se han 

reconocido a todas las personas, su ejercicio debe estar garantizado y no debe ser objeto 

de discriminación alguna. Se debe agregar que, de acuerdo con el artículo 2 de esta 

Convención, los Estados tienen el deber de adoptar disposiciones en el derecho interno 

para garantizar el ejercicio de derechos y libertades, esto de acuerdo con sus 

procedimientos constitucionales y las disposiciones de la Convención123.  

 
121 Según Baldassare Pastore, “[e]l sintagma soft  law se 
utiliza  para  indicar  una  serie  de  actos  no  homogéneos  en cuanto a su origen y naturaleza que, 
aunque aparentemente sin efectos jurídicos vinculantes, resultan ellos mismos jurídicamente 
relevantes en distintas maneras. Ver: BALDASSARE, Pastore. El soft law y la teoría de las fuentes 
del derecho. [En línea]. En: Revista Soft Power, Vol 1, Núm, 1, (2014), pp. 74-89. [citado 20 de abril 
de 2024]. Disponible en: https://editorial.ucatolica.edu.co/index.php/SoftP/article/view/1772/1616  
122 FERRAJOLI, Luigi, Y MARTÍNEZ, Mauricio. Fundamentos de la justicia transicional para 
Colombia. Es tiempo de las víctimas y de la reconstrucción. Grupo Editorial Ibáñez. Bogotá D.C. 
2017. p. 83-84.  
123 STEINER, Christian. Y URIBE, Patricia. Una nueva mirada al derecho internacional público desde 
los ámbitos internacionales. En: FUNDACIÓN KONRAD ADENAUER. Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, Comentario. [en línea]. STEINER, Christian, URIBE, Patricia (Eds.). Bogotá. 
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En ese orden de ideas, aquellas violaciones de algún derecho o libertad que sea protegido 

por la CADH tienen una implicación que, de acuerdo con el artículo 63.1, se traducen en la 

obligación reparar las consecuencias de la situación o medida que haya configurado la 

vulneración, además del pago de una indemnización justa a quien sea la parte lesionada. 

Sin embargo, esta tiene unas implicaciones que van más allá de la indemnización, como 

se analizará en los siguientes párrafos124.  

 

La reparación de las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos debe 

realizarse por los Estados conforme a los estándares internacionales que se han 

establecido, principalmente, con la labor judicial de cortes internacionales como la 

CorteIDH, e incluso según precisiones que se han dado en instrumentos considerados 

como derecho blando o soft law.  

 

La Corte IDH125 ha establecido que la reparación es un término genérico que abarca formas 

distintas de hacer frente a la responsabilidad internacional que recae sobre un Estado al 

incumplir con sus obligaciones. La reparación debe variar y corresponder a la lesión que 

se ha producido, puede consistir en la restitutio in integrum, u otras medidas que se dirigen 

a hacer desaparecer los efectos que pudo tener la lesión cometida por el Estado, incluso 

si con esas se pretende evitar que los hechos se repitan (Corte IDH, 1998, párr. 41-43).  

 

Con la restitutio in integrum la Corte IDH126 ha hecho referencia al restablecimiento de la 

situación previa a la violación y la reparación de las consecuencias de la infracción junto 

 
Plural Editores. 2014. pp. 2-17. [citado 24 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://www.corteidh.or.cr/tablas/30237.pdf  
124 CORREA MONTT, Cristian. El contenido de la obligación de reparar el artículo 63 de la CADH. 
En: FUNDACIÓN KONRAD ADENAUER. Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
Comentario. [En línea]. STEINER, Christian, URIBE, Patricia (Eds.). Bogotá. Plural Editores. 2014. 
pp. 821-826. [Citado 24 de abril de 2024]. Disponible en: https://www.corteidh.or.cr/tablas/30237.pdf  
125 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Garrido y Baigorria vs. 
Argentina. Sentencia del 27 de agosto de 1998. Reparaciones y Costas. párr. 41-43.  
126 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Almonacid Arellano y otros Vs. 
Chile. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. párr. 136; CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Velásquez 
Rodríguez vs. Honduras. Sentencia del 21 de julio de 1989. Reparaciones y Costas. párr. 26-27; 
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Masacres de El Mozote y lugares 
aledaños Vs. El Salvador. Sentencia de 25 de octubre de 2012. Fondo, Reparaciones y Costas. 
párrafo. 305, CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Rodríguez Vera y 
otros (Desaparecidos del Palacio de Justicia) Vs. Colombia. Sentencia de 14 de noviembre de 2014. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. párr. 543.   
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con el pago de una indemnización que compense aquellos daños extrapatrimoniales -que 

incluye el daño moral ajustado a principios de equidad- y daños patrimoniales, que en 

muchos casos no resulta posible dada la naturaleza de la lesión a los derechos humanos, 

por lo cual, deben adoptarse otras medidas que tienen como objetivo respetar los derechos 

que se han lesionado y la reparación integral de las consecuencias que esta trae. Entonces, 

para este efecto se hace referencia a las compensaciones pecuniarias, las medidas de 

rehabilitación, de restitución, de satisfacción, y garantías de no repetición.  

 

La obligación de reparar es un elemento central en todo el sistema de protección 

internacional de derechos humanos, en general, lo ha sido para el derecho internacional. 

En razón a esto, se destaca el surgimiento de los Principios y Directrices Básicos sobre el 

derecho de las víctimas a interponer recursos y obtener reparaciones de 2005127, 

instrumento que retoma e integra ciertos elementos que estarían ya recogidos en distintos 

tratados e instrumentos internacionales vinculantes para los Estados128.   

 

Esto también ocurre con los Principios Internacionales sobre Impunidad y Reparaciones 

también conocidos como “Directrices de Joinet”129, que en materia de reparaciones 

contempla la existencia de medidas que tienen un alcance individual y otras de carácter 

general. En el plano individual, las víctimas deberán contar con un recurso efectivo, los 

procesos deben ser públicos y la reparación debe abarcar todos los perjuicios y daños, 

comprende medidas de restitución, de indemnización y rehabilitación, mientras que, en el 

plano colectivo las medidas tienen un carácter mucho más simbólico y dirigido hacia la 

“reparación moral”.   

 

 
127 ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. ASAMBLEA GENERAL. Resolución 60/147, sobre 
“Principios y directrices básicos de las Naciones Unidas sobre el Derecho de las víctimas de 
violaciones manifiestas de las normas internacionales de Derechos Humanos y de violaciones 
graves del Derecho Internacional Humanitario”.  
128 LÓPEZ, Ana. Los derechos de las víctimas de violaciones manifiestas de Derechos Humanos en 
Derecho Internacional. p. 135. [En línea]. En: Anuario Jurídico y Económico Escurialense, XLVII. 
2014. pp. 133-162. [Citado 24 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/4639636.pdf  
129 COMISIÓN COLOMBIANA DE JURISTAS. Principios Internacionales sobre impunidad y 

reparaciones. [En línea]. Bogotá: Opciones Gráficas Editores Ltda. GALLÓN GIRALDO, Gustavo Y 
REED HURTADO, Michael (Eds.). 2007. pp. 80-81. [Citado 24 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://www.coljuristas.org/documentos/libros_e_informes/principios_sobre_impunidad_y_reparaci
ones.pdf   
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Para la atribución de responsabilidad internacional de un Estado, deben identificarse 

obligaciones primarias e hipótesis bajo las que se hace la atribución, teniendo en cuenta 

que “todos los Estados han ratificado al menos uno de los principales tratados en derechos 

humanos, algunas normas fundamentales de derechos humanos gozan de protección 

universal en virtud del derecho internacional consuetudinario, estableciendo obligaciones 

vinculantes para los Estados, aún en el caso en que el Estado no haya ratificado el 

instrumento internacional en cuestión”130.  

 

Al analizar el contenido del artículo 63.1 de la CADH, se establecen tres condiciones para 

tal efecto: (i) determinar la violación de un derecho o libertad que se protege en la 

Convención; (ii) la violación debe ser imputable al Estado; y (iii) debe existir un daño que 

haya sufrido la víctima, sobre este se exige la reparación, aunque esta condición no 

siempre sea exigida pues más allá de su corroboración, lo cierto es que la obligación del 

Estado persiste131. Además, es claro en la jurisprudencia de la Corte IDH que debe existir 

un nexo causal de las reparaciones con los hechos del caso, aquellas violaciones que se 

declaran, los daños que se son acreditados y las respectivas medidas que según estos se 

solicitan, estos elementos deben concurrir132.  

 

3.1. El panorama de la reparación integral en Colombia 

 

La reparación integral en Colombia puede desarrollarse a partir de los artículos 90 y 93 de 

la Constitución Política, como una muestra del deber que tienen los Estados de adecuar 

su ordenamiento interno a los estándares internacionales. En el artículo 90 constitucional 

se hace referencia a la responsabilidad patrimonial del Estado derivada de un daño 

antijurídico atribuible a sus agentes por acción u omisión. Por su parte, el artículo 93 

 
130 NASH, Claudio. Las reparaciones ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos (1988-
2007). [En línea]. Santiago: Universidad de Chile. Segunda edición. 2009. p. 18. [Citado 24 de abril 
de 2024]. Disponible en: https://www.corteidh.or.cr/tablas/r15428.pdf; STEINER, Christian. Y 
URIBE, Patricia. Op. cit. p. 18.  
131 MONTT, Cristian. Op. cit. p. 825-828.  
132 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Roche Azaña y otros vs. 

Nicaragua. Fondo y reparaciones. Sentencia del 3 de junio de 2020. párr. 106.; CORTE 
INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Petro Urrego vs. Colombia. Fondo, 
reparaciones y costas. Sentencia del 8 de julio de 2020. párr. 146. 
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constitucional reconoce la prevalencia de los tratados internacionales en materia de 

derechos humanos en el orden interno133.  

 

En la jurisprudencia constitucional en el control de constitucionalidad abstracto y el control 

concreto han acudido a diferentes tratados internacionales en materia de derechos 

humanos para la toma de decisiones, pues cumplen funciones como: (i) fungir como reglas 

de interpretación frente a las dudas existentes en su aplicación; (ii) integrar la normatividad 

cuando no exista una norma directamente aplicable a un caso; (iii) orienta las funciones de 

los operadores jurídicos; y (iv) limita la validez de normas subordinadas134. En 

concordancia, corporaciones como el Consejo de Estado, en el marco del medio de control 

de reparación directa, ha actuado como juez convencional135.  

 

En este rol, el Consejo de Estado136 también ha garantizado el acceso a reparaciones en 

razón a la ocurrencia de un daño antijurídico atribuible al Estado, tomando como 

fundamento instrumentos internacionales en materia de derechos humanos, 

especialmente, la CADH. Por su parte, la Corte Constitucional ha reconocido esta labor 

que asume este juez en su control de convencionalidad, así como al momento de realizar 

un diálogo “interjudicial” entre esta corporación y jueces internacionales, puesto que ha 

realizado diversos aportes a la construcción dogmática del tema partiendo de la 

comprensión del derecho de daños y su interpretación a la luz de los estándares 

convencionales.  

 

 
133 Ver: nota al pie No. 159.  
134 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-067 de 2003, Marco Gerardo Monroy 
Cabra.  
135 Este medio de control de reparación directa desarrolla el artículo 90 de la Constitución Política, 
para determinar ciertos escenarios en los que el Estado responderá, como ocurre cuando la causa 
del daño consiste en un hecho, omisión, operación administrativa, ocupación temporal o permanente 
de un inmueble por causa de trabajos públicos, e incluso cualquier otra causa atribuible a una 
entidad pública o a un particular cuya actuación se haya dado siguiendo una expresa instrucción de 
aquella.  
136 COLOMBIA. CONSEJO DE ESTADO. Sentencia del 20 de febrero de 2008. C.P. Enrique Gil 
Botero. Citado por: CÁRDENAS, Margarita y SUÁREZ, Ingrid. Aplicación de los criterios de 
reparación de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en las sentencias 
del Consejo de Estado colombiano. [En línea]. En: Opinión Jurídica. Vol. 13. No. 26. (2014).  pp. 33-
48. [Citado 20 de abril de 2024]. Disponible en: 
http://www.scielo.org.co/pdf/ojum/v13n26/v13n26a03.pdf  
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3.1.1. Reparaciones previstas en la Ley 975 de 2005  

 

Como se describió anteriormente, la Ley 975 de 2005 pretendió facilitar procesos de paz y 

la reincorporación individual o colectiva de integrantes de grupos armados al margen de la 

ley, garantizando los derechos de las víctimas a la justicia, verdad y reparación. En esta se 

determinó que el derecho a la reparación de las víctimas contempla medidas de restitución, 

rehabilitación, satisfacción y las garantías de no repetición, y prevé una reparación de 

orden colectivo y también simbólico137.  

 

El deber general de reparar es exigible frente a todos los integrantes de los grupos armados 

que accedan al sistema y comprende distintos actos que se elevan como una 

condicionalidad para la concesión de beneficios. Los actos de reparación previstos 

contemplaron acciones como la entrega de bienes obtenidos de forma ilícita para la 

reparación de las víctimas y la colaboración eficaz para la localización de personas 

secuestradas o desaparecidas, y contribuir a la localización de los restos de las víctimas, 

entre otras.  

 

En este sistema de justicia una de las etapas del proceso se enfocó en el reconocimiento 

de daños que sufren las víctimas con ocasión a las conductas delictivas y, en 

consecuencia, de las medidas de reparación necesarias. Así, el incidente de reparación 

integral tramitado durante el proceso que se adelanta ante las Salas de los Tribunales 

Superiores de Distrito Judicial138, debe ser abierto y desarrollado en una audiencia pública 

que brinda un espacio de participación a la víctima, quien puede expresar la forma de 

reparación que se busca y los medios de prueba que sustentan las pretensiones.  

 

 
137 Estas medidas previstas en el artículo 8 de la Ley 975 de 2006, y precisadas en su título IX, 
fueron objeto de modificaciones o derogatorias establecidas bajo la Ley 1592 de 2012. No obstante, 
una gran parte de estas normas introducidas en 2012 para modificar o derogar las disposiciones de 
la Ley 975 de 2005, fueron declaradas inexequibles por parte de la Corte Constitucional, al estimar 
que la supresión del incidente de reparación integral previsto inicialmente, resultaba contrario al 
derecho de acceso a la administración de justicia y a un recurso judicial efectivo para acceder a la 
reparación, reconocidos en los artículos 2, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y el art. 2.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos del bloque de 
constitucionalidad. Ver: CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-286 de 2014. 
M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. párr. 5.4.1.  
138 Este trámite incidental se abre a solicitud de las víctimas, la FGN o el Ministerio Público.  
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Este mecanismo de reparación dentro del proceso judicial de corte adversarial se 

complementó con un programa institucional de reparación colectiva implementado por el 

gobierno nacional a partir de las recomendaciones proferidas por la CNRR. Este programa 

de reparación colectiva previó acciones orientadas a la recuperación de la institucionalidad 

en las zonas afectadas por la violencia y persiguió la promoción de los derechos de las 

víctimas, quienes posteriormente accederían a estas medidas en los términos de la Ley 

1448 de 2011 y sus decretos reglamentarios.  

 

La obligación de reparar se extiende bajo el principio de solidaridad a los sujetos calificados 

como integrantes del bloque o frente al que le sea imputable el hecho generador del daño. 

En este caso, responden civil y patrimonialmente por aquellos ocasionados a las víctimas, 

incluso cuando fuere causado por otros miembros, por lo cual, fue necesario concretar el 

daño real, específico y concreto en cada escenario, su relación de causalidad con la 

actividad del grupo armado, y la pertenencia del postulado al frente o bloque, aun si en 

dicha instancia no media la determinación de responsabilidad penal individual. 

 

En este escenario es fundamental establecer las obligaciones de la reparación a las 

víctimas en la sentencia condenatoria que se profiera por la Sala del Tribunal, de tal forma 

que se involucre directamente a los postulados en la garantía de este derecho en favor de 

las víctimas. Esto puede verse, por ejemplo, en estos escenarios:  

 

a) En sentencia del 31 de octubre de 2014 proferida por la Sala de Justicia y Paz del 

Tribunal Superior de Bogotá139, en el marco del proceso penal adelantado en contra 

de los integrantes del Bloque Catatumbo de las AUC, condenó solidariamente al 

pago de perjuicios materiales y morales de las víctimas reconocidas y remitió a la 

UARIV las solicitudes realizadas en materia de medidas de satisfacción solicitadas 

individualmente por las víctimas. A efectos de alcanzar una reparación colectiva, 

involucró a esta entidad para que determine y valore los daños que recaen sobre 

las comunidades afectadas por el Bloque Catatumbo. 

b) En sentencia del 19 de diciembre de 2018 proferida por la Sala de Justicia Sala de 

Justicia y Paz del Tribunal Superior de Bogotá140, dentro del proceso penal 

 
139 TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ. SALA DE JUSTICIA Y PAZ. Sentencia del 31 octubre de 
2014. Radicación 1100160025320068008 N.I. 1821. M.P. Alexandra Valencia Molina. pp. 806-807.  
140 TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ. SALA DE JUSTICIA Y PAZ. Sentencia del 19 de diciembre 
de 2018. Radicación 11001225200020140059. M.P. Uldi Teresa Jiménez López. pp. 6.941-6.949. 
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adelantado contra 274 postulados que integraron el Bloque Central Bolívar, accedió 

al pago de perjuicios a cargo de los postulados en solidaridad, y de forma 

subsidiaria al Estado. Adicionalmente, ordenó la inscripción de las víctimas en el 

RUV para garantizar el acceso a las medidas previstas en la Ley 1448; como 

medida de rehabilitación ordenó el suministro y la prestación de servicios de salud 

a entidades administradoras o partícipes del sistema de salud.  

c) En sentencia del 24 de marzo de 2020 proferida por la Sala de Justicia Sala de 

Justicia y Paz del Tribunal Superior de Bogotá141, dentro del proceso adelantado 

contra 30 postulados que integraron la estructura paramilitar Frente Héctor Julio 

Peinado Becerra, condenó al pago de los perjuicios morales y patrimoniales 

causados y comprobados en el incidente de reparación integral. A los postulados 

se les impuso la obligación de suscribir un acta de compromiso en la cual se 

determina que deberán cumplir con acciones de reconciliación durante su privación 

de la libertad. Exhortó a la UARIV para llevar a cabo la gestión de las medidas de 

satisfacción y rehabilitación ante las entidades correspondientes, también para 

gestionar el acceso a otras medidas de reparación en su dimensión individual y 

colectiva contempladas en la Ley 1448 de 2011; y particularmente, dejó a 

disposición de la CEV la información que se recolectó en el curso del proceso sobre 

hechos de despojo, para que realice sus labores de esclarecimiento.  

 

En consonancia para 2008 por medio del decreto 1290 se creó el Programa de Reparación 

Individual por Vía Administrativa para las Víctimas de Grupos Armados Organizados al 

Margen de la Ley142, que formuló un mecanismo alterno al judicial, asignado a la Agencia 

Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional-Acción Social y tuvo 

como objeto el reconocimiento de medidas de reparación individuales en favor de las 

personas que sufrieron violaciones de derechos fundamentales por la acción de los grupos 

armados organizados al margen de la ley, con antelación a su expedición.  

 

En este escenario, la administrativa abarcó el conjunto de medidas de reparación 

(indemnización, satisfacción, restitución, rehabilitación y no repetición) reconocidas por el 

Estado en favor de las víctimas de violaciones de derechos por hechos imputables a grupos 

 
141 TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ. SALA DE JUSTICIA Y PAZ. Sentencia del 24 de marzo 
de 2020. Radicación 110016000253201500072 N.I. 2549. M.P. Alexandra Valencia Molina. pp. 
1.760-1.800.  
142 Este Decreto se derogó con el artículo 297 del Decreto 4800 de 2011.  
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armados organizados al margen de la ley, sin menoscabo de la responsabilidad subsidiaria 

del Estado, o de la responsabilidad de los propios integrantes de dichos grupos.  

 

Para la implementación de las medidas de reparación en favor de las víctimas, este decreto 

indicó que deberán tenerse en cuenta los programas ofertados por diferentes organismos 

del Estado, cuando estos sean compatibles143. Es, sin duda, un avance importante en 

materia de articulación interinstitucional que permite alcanzar la materialización de las 

distintas medidas de reparación para las víctimas, considerando la naturaleza y las 

particularidades del daño sufrido.  

 

Estas medidas fueron implementadas por el Comité de Reparaciones Administrativas que 

decidió sobre el reconocimiento de la calidad de víctimas, los beneficiarios y las medidas 

otorgadas en cada caso concreto a partir de un estudio técnico y las recomendaciones 

dadas por la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional-

Acción Social. Adicionalmente, el Comité se encargó de promover las acciones de 

reconocimiento público y dignificación de las víctimas, que puede comprenderse como una 

medida de satisfacción.  

 

En este sistema cobró relevancia el Fondo para la Reparación de las Víctimas creado bajo 

el artículo 54 de la Ley 975 de 2005, integrado por todos los bienes o recursos entregados 

por los sujetos y los grupos armados organizados al margen de la ley, además de otros 

recursos provenientes de donaciones o del presupuesto nacional. No obstante, en este 

sistema de reparación debe tenerse en cuenta que, años después con ocasión a la nueva 

normativa que surgiría sobre la materia, un gran número de las disposiciones de la Ley 975 

de 2005 y sus desarrollos normativos fueron modificadas o derogadas.  

 

Por su parte, en la sentencia C-370 de 2006 la Corte Constitucional144 destacó el papel que 

tienen los perpetradores de delitos, y de forma subsidiaria el grupo al cual pertenezca, con 

respecto al derecho a la reparación, pues como se ha resaltado, en la justicia transicional 

 
143 Esto de acuerdo con el artículo 10 de este Decreto.  
144 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-370 de 2006. M.P. Manuel José 
Cepeda Espinosa. En esta oportunidad, la Corte acudió a la sentencia C-228 de 2002, para traer a 
colación el avance en el reconocimiento de los derechos a la verdad, justicia, reparación y no 
repetición, además de la responsabilidad patrimonial que se atribuye directamente a los 
responsables de delitos de forma principal, y de forma subsidiaria al Estado, cuando los bienes de 
dicho responsable se tornan insuficientes. 
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se suelen otorgar beneficios, tratamientos especiales y demás medidas bajo la lógica de 

que se establezcan condiciones para recibirlos a cambio de aportes a la verdad, a la 

reparación de las víctimas y en cumplimiento de las exigencias determinadas en los 

diferentes procesos de negociación que dan origen a diferentes acuerdos.  

 

En la sentencia C-1199 de 2008 la Corte Constitucional145 destacó que el derecho a la 

reparación integral de las víctimas en el marco de Justicia y Paz se comprende por todas 

las acciones necesarias y conducentes para que en lo posible desaparezcan todos los 

efectos del delito, lo cual, exige una concepción de víctima en un ámbito individual, otro 

colectivo y no se limita a la dimensión económica, pues también comprende prestaciones 

tendientes a la rehabilitación, satisfacción, restitución y garantías de no repetición.  

 

Aquí se destaca una característica importante frente a las acciones de reparación, los 

servicios sociales y la asistencia humanitaria, puesto que la primera se atribuye en el 

escenario de Justicia y Paz a los perpetradores, mientras que, los servicios sociales y 

asistencia humanitaria recaen en el Estado. Si bien pueden concurrir y complementarse, 

la naturaleza es diferente y no se sustituyen aunque el Estado en su condición de garante 

tenga la obligación de reparar integralmente, la Corte destaca que la naturaleza es 

diferente.  

 

En la sentencia C-936 de 2010, la Corte Constitucional146 resaltó la adopción de una 

doctrina en la que se hace explícito que se deja a un lado la concepción reductora de los 

derechos de las víctimas, pues estos no se limitan a un resarcimiento de tipo económico, 

sino que se acompaña de un derecho de concurrir a proceso, participar en él y de esta 

forma reivindicar sus intereses, de forma preferente haciendo efectivo el derecho a la 

justicia y a la verdad.  

 

Sin embargo, pese a esta importante evolución normativa y jurisprudencial, organizaciones 

como Human Rights Watch147 señalan algunas de las falencias que generaron la 

 
145 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-1199 de 2008. M.P. Nilson Pinilla 
Pinilla. 
146 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-936 de 2010. M.P. Luis Ernesto 
Vargas Silva. 
147 HUMAN RIGHTS WATCH. Informe Mundial 2014: Colombia. Eventos de 2013. [En línea]. 2014. 
[Citado 20 de abril de 2024]. Disponible en: https://www.hrw.org/es/world-report/2014/country-
chapters/260120#e95a65 
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continuidad en la actividad de miembros de las organizaciones paramilitares, lo cual hizo 

posible la conformación de nuevos grupos sucesores que no cesaron las violaciones de 

derechos humanos. También resaltan la forma en la cual se implementó Justicia y Paz, 

pues no avanzó de la forma esperada y esto hizo que ocho años después de su 

surgimiento, tan solo 18 personas fueron condenadas.  

 

Otras organizaciones como el Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz 

(INDEPAZ)148 tras ocho años del surgimiento de Justicia y Paz, cuestionan la baja cifra 

relativa a los incidentes de reparación integral, pues sólo 11 han sido tramitados y con ello 

se estima que se ha atendido un 0,2% de los reclamos de 409.589 víctimas. No obstante, 

en materia de búsqueda, identificación y entrega de cuerpos a familiares de personas 

desaparecidas, hasta febrero de 2013 se realizaron 5.119 diligencias de exhumación, 

2.122 cuerpos fueron identificados y 1.946 cuerpos fueron entregados.   

 

Después de casi 15 años de este modelo de justicia, se encontró que fueron proferidas 70 

sentencias condenatorias en contra de 588 exintegrantes de estructuras paramilitares, en 

las cuales se abordan 9.929 hechos que abarcan 38.426 víctimas. Esta cifra puede no 

parecer muy alentadora, toda vez que 31.671 personas que integraron estas estructuras 

de desmovilizaron, y de estas al menos 5.000 serían postulados ante Justicia y Paz, pues 

el alto número de reincidencia hizo que no se obtenga la respuesta esperada en términos 

de justicia, mucho menos en materia de reparación y, puntualmente, en las garantías de 

no repetición149. 

 

3.1.2. Reparaciones en la Ley 1448 de 2011 

 

 
148 INSTITUTO DE ESTUDIOS PARA EL DESARROLLO Y LA PAZ. Ley 975 de 2005: Ocho años 
después, ni justicia ni paz. [En línea]. 2014. pp. 3-6. [Citado 20 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://indepaz.org.co/wp-content/uploads/2014/02/LEY-
975veredicto.pdf#:~:text=Las%20v%C3%ADctimas%20relacionadas%20con%20los%20hechos%
20confesados%20en%20los%20procesos 
149 LÓPEZ, Juan David. Las deudas y aciertos de Justicia y Paz, a 15 años de su creación. [En 
línea]. En: El Tiempo. 25 de julio de 2020. [Citado 20 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://www.eltiempo.com/justicia/conflicto-y-narcotrafico/balance-de-los-15-anos-de-la-ley-de-
justicia-y-paz-que-juzgo-a-los-paramilitares-
522192#:~:text=Solamente%20en%20contra%20de%20Salvatore%20Mancuso,%20%C3%BAltim
o%20comandante%20de%20las 
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La Ley 1448 de 2011150 establece medidas administrativas, judiciales, sociales y 

económicas de alcance individual y colectivo, en favor de las víctimas de violaciones de 

derechos humanos o infracciones al DIH con ocasión al CANI, ocurridas a partir del 1 de 

enero de 1985151. La calidad de víctima se adquiere de forma independiente al 

procesamiento o condena de quien sea responsable de la conducta que ocasionó el daño.   

 

Estas medidas se encuentran inmersas en un escenario de justicia transicional, en el que 

se buscan garantizar los derechos a la justicia, reparación integral, verdad y garantías de 

no repetición. Considerando el alcance y la necesidad que requiere la atención de las 

víctimas, esta ley también reconoce el derecho a la ayuda humanitaria152 e incluye medidas 

de asistencia y atención humanitaria, cuyo efecto no reemplaza o sustituye las medidas de 

reparación, pues se dirige a complementarlas.  

 

El modelo de reparación creado bajo la Ley 1448 de 2011 se caracteriza por tener una 

vocación transformadora y efectiva, adecuada que responda al daño sufrido, atendiendo a 

los principios de dignidad, seguridad humana, igualdad, progresividad, gradualidad, 

sostenibilidad y con la aplicación de un enfoque diferencial que permita tener en cuenta las 

diferentes particularidades y condiciones de las víctimas. En esa medida, también se 

propende por la armonía en las medidas desplegadas por las diferentes entidades que 

contribuyan a las medidas de reparación, y se establece que las medidas administrativas 

o judiciales individuales, y las reparaciones colectivas, son complementarias para 

garantizar la integralidad de la reparación.  

 

Esta Ley y sus modificaciones representan un importante avance normativo con respecto 

a la determinación de acciones que contribuyen a las diferentes medidas de reparación. 

 
150 En los dos últimos años esta ley ha sido objeto de dos importantes modificaciones, una de ellas 
a través de la Ley 2343 de 2023 y la Ley 2421 de 2024. Por su parte, la Ley 2294 de 2023 que 
expidió el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026, introduce una modificación con respecto a las 
compensaciones en especie y reubicación, y el reconocimiento a segundos ocupantes.  
151 Con antelación a esta fecha, bajo el parágrafo 4 del artículo 3 de la Ley 1448 de 2011, se 
establece que las víctimas de los hechos ocurridos en tal escenario pueden acceder a medidas de 
reparación simbólica y a las garantías de no repetición como parte del conglomerado social, sin que 
sea necesaria su individualización. Es, principalmente, un proceso encaminado hacia el 
reconocimiento del derecho a la verdad.  
152 Con la modificación a la Ley 1448 de 2011 realizada bajo la Ley 2421 de 2024, se reconoció la 

ayuda humanitaria como un derecho de las víctimas, que tiene como objetivo proteger, socorrer, 
asistir y atender ciertas necesidades que surgen con ocasión a las violaciones de derechos 
humanos, por lo cual requieren de una respuesta inmediata. 
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De igual forma, para responder a los desafíos que traería el surgimiento del Sistema 

Integral para la Paz con el AFP, la Ley 1448 de 2011 ya incorpora estrategias para 

garantizar la coordinación armónica y la articulación interinstitucional. Por ejemplo, se 

prevé la creación de una ruta de articulación interinstitucional para facilitar la acción de las 

entidades y su oferta tendiente a responder a las necesidades de las víctimas, y 

especialmente, su reparación.  

 

Ahora bien, con respecto a las medidas de reparación integral, esta Ley aborda 

ampliamente cada una de estas:  

 

La restitución se constituye como la medida preferente de reparación integral153 con una 

amplia dimensión participativa. Se entiende incluso como un derecho autónomo e 

independiente que busca la progresividad en el restablecimiento del proyecto de vida de 

las víctimas, tiene prevalencia constitucional y esto implica una suerte de priorización que 

implica observar la vulnerabilidad de las víctimas. En aras de consolidar la seguridad 

jurídica de este derecho, se busca la titulación de la propiedad de los bienes con los cuales 

las víctimas tienen una relación jurídica.  

 

También se formulan medidas que incluyen capacitaciones y planes de empleo urbano y 

rural que se orientan a la generación de oportunidades en ambos escenarios con la 

finalidad de apoyar que las víctimas puedan sostenerse, para ello el Servicio Nacional de 

Aprendizaje (SENA) otorga facilidad y prioridad para ingresar a programas de formación y 

capacitación técnica a víctimas del CANI. Estas acciones pueden consolidar una mayor 

estabilidad de las víctimas y ser eje de transformaciones para alcanzar su proyecto de vida.  

 

Por su parte, la indemnización administrativa como medida principalmente compensatoria, 

se da de forma adicional e independiente a la oferta institucional del Estado y a los 

 
153 Dentro de la restitución, también se disponen medidas en materia de vivienda dirigidas a las 

víctimas cuyas viviendas fueron objeto de abandono, pérdida, menoscabo o despojo, contarán con 
acceso preferente y prioridad para acceder a programas de subsidios de vivienda en modalidades 
de adquisición de vivienda y construcción en sitio propio, de acuerdo con los lineamientos de la 
cartera ministerial que establezca lineamientos sobre la materia. De igual forma, se suman medidas 
en materia crediticia que disponen beneficios otorgados por establecimientos de crédito a las 
víctimas que hubiesen entrado en mora, o hayan sido objeto de refinanciación, reestructuración o 
consolidación, pues se ubicarán en una categoría de riesgo especial. Estas medidas incluyen tasas 
de redescuento en créditos a los que accedan las víctimas para la financiación de actividades que 
permitan recuperar su capacidad productiva.  
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mecanismos como el subsidio integral de predios, o aquellos señalados en el parágrafo 3 

del artículo 132 de la Ley 1448. Esta indemnización se distribuye entre los integrantes del 

núcleo familiar y responde a los montos previstos en el Decreto 1377 de 2014154, se 

complementa por un acompañamiento que busca promover la adecuada inversión de los 

recursos recibidos por las víctimas para la reconstrucción de su proyecto de vida, y puede 

consistir en la formación técnica profesional, la creación o fortalecimiento de empresas 

productivas o activos productivos, o la adquisición de inmuebles rurales, de vivienda urbana 

o en ciertos casos el mejoramiento de esta última155.  

 

Por su parte, las medidas de rehabilitación consistentes en planes, programas, estrategias 

y acciones de distinta naturaleza buscan el restablecimiento de las condiciones 

psicosociales y físicas de las víctimas. Para tal efecto, se dispone la creación del Programa 

de Atención Psicosocial y Salud Integral a las Víctimas (PAPSIVI), el cual debe consolidar 

una estrategia de detección y acercamiento a esta población beneficiaria, garantizando la 

atención interdisciplinaria, gratuita y preferencial en una dimensión individual, familiar y 

comunitaria. La extensión de estas medidas depende de las necesidades de las víctimas, 

de acuerdo con las determinaciones de los profesionales que realizan la atención.  

 

En cuanto a las medidas de satisfacción, cuyo objetivo es proporcionar bienestar y 

contrarrestar el sufrimiento de las víctimas, se señala que pueden contemplar acciones en 

pro de la difusión de la verdad sobre los hechos ocurridos y el restablecimiento de la 

dignidad de las víctimas. Estas medidas incluyen un amplio número de actos que, a su vez, 

logran tener un amplio impacto en una dimensión colectiva. Entre estos actos podemos 

identificar los reconocimientos y homenajes públicos, las disculpas públicas y aceptaciones 

de responsabilidad por parte de los perpetradores de los daños, entre otros que también 

pueden garantizar una reparación simbólica.  

 

 
154 En este punto, este régimen debió ser armonizado con el modelo de indemnización administrativa 
prevista con antelación en el Decreto 1290 de 2008, para tal efecto se creó un régimen de transición 
respetando la temporalidad prevista en la mencionada norma.  
155 Es posible priorizar la entrega de esta indemnización a los núcleos familiares que se encuentren 
en proceso de retorno o de reubicación, o que no suplan sus carencias de subsistencia mínima al 
encontrarse en una situación de vulnerabilidad o extrema urgencia, debido a características como 
la edad, la composición del hogar o discapacidad, o ante la imposibilidad de efectuar el retorno o la 
reubicación por condiciones de seguridad.  
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Estas medidas afianzan el deber de memoria por parte del Estado y las acciones en materia 

de memoria histórica, alejada de toda lógica reduccionista y negacionista del conflicto 

armado y de los daños sufridos por las víctimas. En concordancia, se dispuso la creación 

del Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH), cuya labor es la recuperación y 

preservación de las fuentes que relatan y dan cuenta de los sucesos ocurridos en el marco 

del CANI.  

 

Por su parte, las medidas de no repetición son aquellas que tienen como objetivo evitar la 

ocurrencia de nuevos hechos victimizantes, e implican el cumplimiento de una serie de 

compromisos por parte de diferentes actores del CANI, y requieren de la implementación 

de estrategias, acciones y determinaciones necesarias para tal fin, por lo cual tienen una 

gran importancia en el largo plazo y su vocación es transformadora.  

 

Para tal efecto, se contemplan actos como el desmantelamiento y la desmovilización de 

los grupos armados al margen de la ley, la prevención de las violaciones de derechos 

humanos e infracciones al DIH, el fortalecimiento de los canales de participación efectiva 

en escenarios políticos, sociales y comunitarios, o el desmantelamiento de las estructuras 

económicas y políticas que benefician a los grupos armados al margen de la ley.  

 

Finalmente, dentro de las medidas de reparación, en el capítulo XI de la Ley 1448 de 2011 

se prevén medidas de reparación colectiva a través de un Plan Nacional de Atención y 

Reparación Integral a Víctimas, y específicamente, el Programa de Reparación Colectiva 

dirigido a sujetos campesinos, étnicos u otros, por los daños que fueron ocasionados con 

la violación a grupos y organizaciones políticas y sociales, organizaciones campesinas, o 

comunidades determinadas política, social o jurídicamente en razón a la zona, territorio, 

cultura o propósito en común, a sus derechos colectivos o a las violaciones manifiestas y 

graves a los derechos individuales de los integrantes del colectivo, y el impacto colectivo 

de las violaciones de estos derechos en una dimensión individual.  

 

En este escenario, surge la importancia de caracterizar el daño colectivo. Un primer 

elemento que puede identificarse en este es la ruptura del tejido social, el rompimiento de 

relaciones sociales y políticas en una colectividad, un segundo elemento se asocia a las 

afectaciones e impactos en los liderazgos y se afecta la capacidad organizativa de dicha 

colectividad, un tercer elemento alude a las afectaciones a aspectos identitarios y 
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tradicionales, el cuarto contempla la naturalización de las prácticas violentas y autoritarias 

que mantienen la impunidad y la desarticulación, y finalmente, un quinto elemento 

contempla prácticas que impiden procesos de duelo en los sujetos colectivos156. 

 

Para reparar el daño colectivo, se debe avanzar en la formulación de Planes Integrales de 

Reparación Colectiva, como estrategia que abre un escenario de participación en el cual 

deben realizarse acciones coordinadas en un plazo razonable y respetando el derecho a 

la consulta previa de las comunidades. Estos Planes Integrales deben vincular entidades 

territoriales y demás entidades llamadas a responder por las diferentes medidas 

adoptadas, y las obligaciones específicas deben ser consignadas para su implementación 

y seguimiento.  

 

Particularmente, atendiendo a la necesidad de adoptar enfoques diferenciales en la 

reparación integral colectiva, se desarrollaron los Decretos Ley 4633, 4634 y 4635 de 2011, 

que respectivamente, incorporan medidas de atención, asistencia, reparación integral y 

restitución de derechos de víctimas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, al 

pueblo Rrom o gitano, y las comunidades negras, afrodescendientes, raizales y 

palenqueras.  

 

3.1.2.1. La puesta en marcha del modelo de reparación previsto en Ley 1448 

de 2011  

 

Es claro que la puesta en marcha del modelo de reparación previsto en la Ley 1448 de 

2011 supone enormes desafíos y un gran compromiso que conlleve a la articulación 

interinstitucional para su alcance, por lo cual en los últimos años se han requerido de 

diferentes estrategias para la interacción y articulación de diferentes sistemas existentes 

para la atención y reparación de las víctimas. Esto no resulta desproporcionado e 

irrazonable, toda vez que existe gran universo de víctimas con ocasión al CANI y, en 

términos generales, los escenarios de violencia desatados por el despliegue de diferentes 

 
156 GÓMEZ, María Paula. Una mirada hacia adelante. Elementos para la reparación colectiva en 

Colombia, citada por CORTÉS, Silvia. Límites al derecho a la reparación de las víctimas en el 

proceso penal de Justicia y Paz. Trabajo de grado para optar al título de Magíster en Derecho – 

Profundización Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario. Bogotá D.C. Universidad 

Nacional de Colombia. Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. 2016. pp. 62-64.  
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actores.  

 

Según el boletín estratégico más reciente publicado por la UARIV157, con corte al 31 de 

agosto de 2024, se identifican 9.781.883 víctimas, de las cuales 7.677.064 son objeto de 

reparación. Al menos el 50 % de las víctimas (4.912.102) son mujeres y al menos el 20 % 

del número de víctimas tienen pertenencia étnica (1.967.387). Frente a la ejecución de las 

medidas de reparación, al 31 de agosto de 2024, se han realizado las siguientes acciones: 

 

A) Se han efectuado 1.723.190 indemnizaciones, cuyo valor en millones de pesos es 

de $12.585.533. De este valor, el 58,27% a víctimas de desplazamiento forzado, el 

37% se ha asignado a víctimas de otros hechos victimizantes, y el 4,69% a víctimas 

en los procesos de Justicia y Paz. En total, estas indemnizaciones han sido 

entregadas a 1.598.993 personas.  

B) Se han beneficiado más de 9.300 allegados en el acompañamiento a la entrega de 

restos entre el 2016 y 2023. Se han beneficiado más de 2.900 allegados en 

exhumaciones realizadas entre el 2017 y 2023.  

C) Se han realizado 1.610 actividades que corresponden a medidas de satisfacción, 

entre las cuales se encuentran acciones simbólicas, actos de reconocimiento, 

conmemoraciones, implementación de sentencias, iniciativas locales y mural de la 

esperanza entre 2014 y 2023. A estos actos han acudido 40.888 participantes.  

D) En cuanto a medidas de rehabilitación como la atención psicosocial, se estima que 

el 2023 ha sido el año en el cual se ha atendido el mayor número de víctimas, 

correspondiente a 18.847. Adicionalmente, en el primer trimestre de 2024, el 

PAPSIVI ha atendido a 4.917 víctimas158.  

E) Hasta el 31 de agosto de 2024, se han aprobado 840 planes de retorno y 

reubicación, 62 planes se encuentran en proceso de formulación, 61 están en 

proceso de actualización y 20 están en proceso de cierre.  

 
157 UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL DE 
LAS VÍCTIMAS. Boletín fichas estadísticas. Nacional. Corte a 31 de agosto de 2024. [En línea]. 
2024. [Citado 6 de septiembre de 2024]. Disponible en: 
https://fichaestrategica.unidadvictimas.gov.co/ 
158 MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL. OFICINA DE PROMOCIÓN SOCIAL. 

GRUPO DE GESTIÓN DEL CONOCIMIENTO Y ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN. Boletín PAPSIVI 
I Trimestre 2024 - Resolución 1912 / 2023. [En línea]. 2024. p. 11. [Citado 6 de septiembre de 2024]. 
Disponible en: https://www.minsalud.gov.co/sites/rid/Lists/BibliotecaDigital/RIDE/DE/PS/boletin-
papsivi-2024.pdf 
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F) Frente a la reparación colectiva, se identifican 983 sujetos159, de los cuales 694 son 

étnicos, 224 no étnicos y 65 otros grupos u organizaciones. Los PIRC que deben 

formularse en favor de estos sujetos colectivos, avanzan de la siguiente forma: 225 

se encuentran en fase de identificación, 230 en alistamiento, 26 en diagnóstico del 

daño, 95 en caracterización del daño, 126 en diseño y formulación, 224 en 

implementación y 57 implementados.  

 

Para responder a este gran universo de víctimas, y considerando la celebración del AFP, 

el término de 10 años contemplado inicialmente en la Ley 1448 de 2011 y los Decretos Ley 

4633. 4634 y 4635, se amplió por un término de 10 años más a través de la Ley 2078 de 

2021160. Esta prórroga también responde a la decisión que adoptó la Corte Constitucional 

en la sentencia C-588 de 2019161, oportunidad en la cual se solicitó la declaratoria de 

inexequibilidad del artículo 208 (vigencia) de la Ley 1448 de 2011, pues medidas no pueden 

entenderse de forma aislada y es necesario que complementen las medidas previstas en 

el panorama transicional que se desarrolló con el AL 01 y AL 02 de 2017, en aras de 

garantizar la integralidad.  

 

Con la Ley 1448 fue adoptado un instrumento para proveer la información e identificación 

de las víctimas, denominado Registro Único de Víctimas (RUV). Este tiene los cimientos 

de un mecanismo creado con antelación, conocido como Registro Único de Población 

Desplazada; y si bien no confiere la calidad de víctima, es el punto de partida para el acceso 

a las medidas de asistencia, atención y ayuda humanitaria previstas, y claramente, a las 

medidas reparación integral162.  

 

 
159 Es importante considerar que esta cifra difiere con la expuesta en el Boletín # 17 de Datos para 

la Paz con corte al 1 de agosto de 2024, según el cual el número de sujetos colectivos incluidos en 
el RUV es de 1.021, y de estos, 1.012 se encuentran en ruta de reparación. Ver: UNIDAD PARA LA 
ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL DE LAS VÍCTIMAS. Datos para la paz # 17 agosto 2024. 
[En línea]. 2024. p. 6. [Citado 6 de septiembre de 2024]. Disponible en: 
https://datospaz.unidadvictimas.gov.co/archivos/datosPaz/boletines/BDPP_N17.pdf 
160 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 2078 (8 de enero de 2021). Por medio 
de la cual se modifica la Ley 1448 de 2011 y los Decretos-ley Étnicos 4633 de 2011, 4634 de 2011 
y 4635 de 2011, prorrogando por 10 años su vigencia. Diario Oficial No. 55.551. Bogotá D.C. 2021.  
161 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-588 de 2019, M.P. José Fernando 
Reyes Cuartas. 
162 Con el fin de evitar duplicidad y la imposición de barreras a las víctimas, este registro no es 

exigible a quienes ya tengan uno anterior y su información repose en una base de datos existente, 
salvo que deban comunicarse nuevos eventos no tenidos en cuenta en la oportunidad anterior.  
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El RUV permite acceder a las medidas de asistencia, atención y reparación previstas, 

además contiene la caracterización de la víctima y de los daños sufridos, por lo cual para 

acceder a este se requiere de una declaración que recibe el Ministerio Público. El término 

en el cual se debe realizar dicha declaración varía según las circunstancias particulares de 

la víctima y de la fecha en la cual ocurre el hecho victimizante. Su declaración es valorada 

atendiendo a los principios de buena fe, prevalencia del derecho sustancial y confianza 

legítima.  

  

Con la modificación surtida en 2024, y considerando la necesidad de generar espacios de 

coordinación y articulación entre diferentes instituciones, la UARIV deberá llevar a cabo 

una concertación con la JEP para establecer cómo se incluirán las víctimas reconocidas 

en este escenario judicial, cuando no se encuentren inscritas en el RUV. Esto surge con 

ocasión a diferentes llamados que ha realizado la JEP a la UARIV para la inclusión de 

víctimas acreditadas en diferentes casos tramitados en los últimos años, como por ejemplo 

el subcaso Norte de Santander del macrocaso 03, en el cual se identificaron 46 víctimas 

que no estaban inscritas en el RUV y requerían de las medidas contempladas en la Ley 

1448 de 2011163.  

 

La Ley 1448 de 2011 también creó la Red Nacional de Información para la Atención y 

Reparación a las Víctimas como instrumento para identificar y diagnosticar las 

circunstancias en las cuales las víctimas sufrieron el daño. El análisis y evaluación de esta 

información hace posible la adopción de medidas inmediatas y de planes de atención y 

reparación integral. Para tal efecto requiere de la interacción con sistemas de información 

diferentes, provistos por otras entidades.  

 

La puesta en marcha de estos dos mecanismos se asignó a la Unidad Administrativa 

Especial para la Atención y Reparación de Víctimas (UARIV), creada también en este 

escenario. La UARIV coordina de forma ordenada, coherente, armónica y sistemática las 

actuaciones de las entidades que hacen parte de un amplio sistema: el Sistema Nacional 

de Atención y Reparación Integral a las Víctimas (SNARIV); y de forma conjunta con el 

Ministerio de Justicia y del Derecho, establece los lineamientos técnicos para la 

 
163 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Auto No. 266 
del 6 de diciembre de 2021.  
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coordinación y articulación con la JEP y la jurisdicción ordinaria.  

 

La UARIV cumple un rol central frente a las víctimas y la materialización de su derecho a 

la reparación, pues además de ejercer funciones de coordinación de los mecanismos 

creados, de apoyo al diseño, adopción y evaluación de políticas públicas, o de entrega de 

asistencia y atención, su labor se extiende a la coordinación de espacios en diferentes 

territorios del país. Esto ocurre con los Comités Territoriales de Justicia Transicional, que 

se encargan de la construcción de planes de acción dentro de los planes de desarrollo para 

alcanzar la asistencia y reparación integral de las víctimas, ejerciendo actividades de 

coordinación con otras entidades y la articulación de la oferta de planes y/o programas. 

Estos se integran por entidades territoriales, representantes de entidades del orden 

nacional y representantes de las Mesas de Participación de Víctimas.  

 

Ahora bien, desde una perspectiva más amplia y robusta, la Ley 1448 de 2011 establece 

el SNARIV, integrado por entidades de orden territorial y nacional, además otras 

organizaciones privadas o públicas que se encarguen de la formulación o ejecución de 

planes, programas, proyectos y acciones específicas, dirigidas a la atención y reparación 

integral de las víctimas. El SNARIV se integra al menos por 47 entidades del orden 

nacional, aunque se establece de forma abierta la participación de otras organizaciones 

públicas o privadas que participen en la atención y reparación de víctimas164.  

 

El SNARIV es un espacio importante en términos de política pública, para avanzar en la 

implementación de programas de reparación en los que participa este amplio conjunto de 

entidades165. Entre sus objetivos se encuentra la adopción de las medidas que contribuyan 

al restablecimiento y la garantía de derechos de las víctimas, la adopción de planes y 

programas que posibiliten estas acciones, además de la coordinación y articulación 

interinstitucional, en especial, de la oferta pública y programas, sus recursos, focalización, 

 
164 Según el artículo 160 de la Ley 1448 de 2011. No obstante, este también señala su composición 
en el orden territorial, que consisten en las entidades territoriales propiamente, así como entidades 
descentralizadas, la Mesa de Participación de Víctimas, el Programa Presidencial de Atención 
Integral contra minas antipersonal y el Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario. 
165 COMISIÓN COLOMBIANA DE JURISTAS. Retos de articulación entre el Sistema Nacional de 

Atención y Reparación Integral a las Víctimas (SNARIV), y el Sistema Integral de Verdad, Justicia, 
Reparación y No Repetición (SIVJRNR). [En línea].  Bogotá D.C.: Comisión Colombiana de Juristas. 
2023. p. 13. [Citado 24 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://www.coljuristas.org/observatorio_jep/documentos/documento.php?id=263 



73 

 

asignación y ejecución. Para tal efecto y para su funcionamiento, en el orden nacional se 

compone por un Comité Ejecutivo y por la UARIV, institución que ejerce su coordinación 

como se señaló previamente.  

 

Para efectos de consolidar la estrategia de atención para las víctimas y garantizar la 

eficiencia de la actividad institucional, además de programar las herramientas de ejecución, 

seguimiento y monitoreo se los sistemas de información, entre otras acciones, se instauró 

el Plan Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, que el gobierno nacional 

debe diseñar y plasmar en un documento CONPES (Consejo Nacional de Política 

Económica y Social) el plan de ejecución de metas, el presupuesto, el mecanismo de 

seguimiento, los recursos y entidades llamadas a desplegar acciones tendientes a su 

consecución.  

 

Fue el Documento CONPES 3712 de 2011166 el primero en desarrollar un Plan de 

Financiación para la Sostenibilidad de la Ley 1448 de 2011, seguido del Documento 

CONPES 3726 de 2012167 que estableció los lineamientos, plan de ejecución de metas, 

presupuesto y mecanismo de seguimiento para el PNARIV, el Documento CONPES 3784 

de 2013168 dirigido al establecimiento de los lineamientos de la política pública para la 

prevención de riesgos, la protección y garantía de los derechos de las mujeres víctimas del 

conflicto armado.  

 

 
166 COLOMBIA. DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN. CONSEJO NACIONAL DE 
POLÍTICA ECONÓMICA Y SOCIAL. Documento Conpes No. 3712. Plan de financiación para la 
sostenibilidad de la Ley 1448 de 2011. [En línea]. 2011. [Citado 28 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://www.urt.gov.co/documents/20124/41142/CONPES+3712+de+2011.pdf/7f2d3650-7aa2-
533d-27e6-
b2e5782d28aa?t=1576158208467#:~:text=En%20s%C3%ADntesis,%20el%20desarrollo%20de%
20la%20Ley%201448%20de%202011 
167 COLOMBIA. DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN. CONSEJO NACIONAL DE 
POLÍTICA ECONÓMICA Y SOCIAL. Documento Conpes No. 3726. Lineamientos, plan de ejecución 
de metas, presupuesto y mecanismo de seguimiento para el plan nacional de atención y reparación 
integral a víctimas. [En línea]. 2012. [Citado 28 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://www.refworld.org/legal/decreees/natlegbod/2012/es/102607#:~:text=Colombia:%20Conpes
%20No.%203726%20de%202012%20%22lineamientos,%20plan%20de%20ejecuci%C3%B3n 
168 COLOMBIA. DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN. CONSEJO NACIONAL DE 

POLÍTICA ECONÓMICA Y SOCIAL. Documento Conpes No. 3784. Lineamientos de Política Pública 
para la prevención de riesgos, la protección y garantía de los derechos de las mujeres víctimas del 
conflicto armado. [En línea]. 2014. [Citado 28 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://www.unidadvictimas.gov.co/wp-content/uploads/2016/04/conpesmujeres.pdf 
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A partir de 2021 con las actualizaciones realizadas por medio del CONPES 4031169, y 

considerando la prórroga de la Ley 1448 de 2011, la política nacional de atención y 

reparación integral a las víctimas contempla la articulación de las medidas previstas en 

esta Ley y en el AFP, especialmente, los TOAR como componente que supone una 

respuesta robusta y consistente por múltiples entidades que pueden ofertar planes o 

programas frente a un mismo derecho o medida. No obstante, una de las problemáticas 

identificadas es, precisamente, la articulación interinstitucional débil y el insuficiente acceso 

a las medidas de reparación por parte de las víctimas, a lo cual se suma la persistencia de 

hechos victimizantes que generan nuevas afectaciones a las víctimas. 

 

En este contexto, se previeron acciones de carácter transversal que permitan la efectiva 

interacción entre los sistemas de información y la actividad del SNARIV y del SIP, y en 

especial de las actividades de la JEP. Algunas de estas consisten en la construcción de un 

plan de acción en el diálogo intersistémico para considerar las rutas de atención y 

articulación de espacios ya existentes, y la construcción de un protocolo operativo de los 

TOAR y las sanciones propias, que ya fueron realizadas de acuerdo con el informe de 

seguimiento más reciente aprobado el 23 de septiembre de 2024170.  

 

Particularmente, el CONPES 4094 de 2022171 estableció los lineamientos de política 

pública para la ejecución de las sanciones propias y las medidas de contribución a la 

reparación, en un panorama próximo a la imposición de las primeras sanciones propias por 

parte de la JEP. Este documento establece una ruta operativa para fortalecer los 

mecanismos de articulación institucional para la implementación de sanciones propias y 

 
169 COLOMBIA. DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN. CONSEJO NACIONAL DE 
POLÍTICA ECONÓMICA Y SOCIAL. Documento Conpes No. 4031. Política Nacional de Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas. [En línea]. 2021. pp. 15-23. [Citado 28 de abril de 2024]. 
Disponible en: https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/4031.pdf 
170 COLOMBIA. DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN. Informe de seguimiento. Quinto 
corte (diciembre de 2023). Conpes 4031. [En línea]. 2024. pp. 17-24. [Citado 30 de septiembre de 
2024]. Disponible en: 
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Gobierno_DDHH_Paz/Der_Humanos_Paz/DocumentosPagin
aWeb/Mediciones/Seguimiento4031/CONPES%204031%20Quinto%20Corte%20%28diciembre%
202023%29.pdf 
171 COLOMBIA. DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN. CONSEJO NACIONAL DE 
POLÍTICA ECONÓMICA Y SOCIAL. Documento Conpes 4094. Lineamientos de política para 
implementar el arreglo institucional del estado para la ejecución de los componentes de las 
sanciones propias y medidas de contribución a la reparación. [En línea]. 2022. [Citado 28 de abril 
de 2024]. Disponible en: 
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Conpes/Econ%C3%B3micos/4094.pdf 
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medidas de contribución a la reparación que recaen sobre los comparecientes de la JEP, 

por lo cual clarifica las competencias institucionales, las condiciones de viabilidad y la oferta 

institucional para la ejecución de las sanciones propias y medidas de contribución.  

 

Este este CONPES contemplan tres ejes de acción para garantizar la articulación en tres 

escenarios diferentes: (i) la articulación entre el gobierno nacional y la JEP, (ii) la 

articulación entre las entidades del gobierno nacional que pueden facilitar la 

implementación de las sanciones propias y medidas de contribución a la reparación, en 

este escenario se contempla la articulación intersistémica; y (iii) la articulación entre el 

gobierno nacional, la JEP y agentes interesados que puedan contribuir a la implementación 

de sanciones propias y medidas de contribución a la reparación172.  

 

Para implementar esta política se estima un período que comprende el 2022-2026. Este 

período se relaciona directamente con los avances obtenidos y esperados por parte de la 

JEP, que impondrá sus primeras sanciones propias y ya ha tenido algunos avances en el 

diseño de estas en sus resoluciones de conclusiones, como se verá más adelante.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
172 Ibidem. pp. 48-50.  
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4. Capítulo 3. El régimen de condicionalidad y el derecho a la reparación como 

aspectos centrales en la Jurisdicción Especial para la Paz. 

 

Como se presentó en el primer capítulo, el AL 01 de 2012173 elevó a rango constitucional 

el marco para la justicia transicional en Colombia y abrió una puerta a la creación de 

instrumentos excepcionales cuyo fin es facilitar la terminación del CANI. Se dijo que, por 

medio de una Ley Estatutaria, podrían definirse aspectos como el tratamiento diferenciado 

para los partícipes del conflicto armado y también los escenarios en los que procede la 

suspensión de la ejecución de la pena, la aplicación de sanciones extrajudiciales, penas 

alternativas o modalidades de su ejecución y cumplimiento, y la renuncia condicionada a 

la persecución penal de los casos no seleccionados.  

 

En todo caso, los tratamientos penales especiales que fuesen otorgados a través de los 

instrumentos constitucionales se encuentran supeditados al cumplimiento de condiciones 

como el reconocimiento de responsabilidad, la contribución al esclarecimiento de la verdad, 

la liberación de las personas secuestradas, la desvinculación de menores de edad 

reclutados ilícitamente y, claramente, la dejación de armas174.  

 

En 2013 la sentencia C-579 proferida por la Corte Constitucional, retomó las reglas 

establecidas en las sentencias C-715 de 2012 y C-099 de 2013, y recalcó una dimensión 

del derecho a la justicia de las víctimas en el escenario transicional y ordinario, consistente 

en la determinación de los límites frente a las figuras que conllevan a beneficios penales 

como la exclusión de responsabilidad penal o la disminución de penas, o mecanismos 

como amnistías e indultos, señalando que dichas figuras no pueden ser empleadas para 

ocultar la verdad y perpetuar la impunidad, desconociendo los derechos a  la reparación y 

no repetición de las víctimas.  

 

El acceso a beneficios, tratamientos especiales, e incluso amnistías e indultos bajo 

condiciones determinadas en el marco de un proceso de transición, puede ser crucial para 

lograr los objetivos que esta se propone, sin desconocer las obligaciones que recaen sobre 

el Estado, principalmente, la de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de las 

graves violaciones a los derechos humanos o las graves infracciones al DIH. En ese 

 
173 De acuerdo con el artículo 1 del AL 01 de 2012.   
174 Ibidem. 
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sentido, puede acudirse a lo dispuesto en el artículo 6.5. del Protocolo Adicional II de 1977 

a los Convenios de Ginebra de 1949, según el cual "[a] la cesación de las hostilidades, las 

autoridades en el poder procurarán conceder la amnistía más amplia posible a las personas 

que hayan tomado parte en el conflicto armado o que se encuentren privadas de libertad, 

internadas o, detenidas por motivos relacionados con el conflicto armado"175. 

 

Según esta norma de derecho internacional, y en especial, según la jurisprudencia de 

tribunales internacionales como la CorteIDH176, la concesión de amnistías o figuras 

análogas no puede convertirse en un obstáculo para que un Estado cumpla con su 

obligación de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de graves violaciones a los 

derechos humanos. El desconocimiento de dicha obligación en cabeza del Estado es 

contrario a los artículos 1.1., 8 y 25 de la CADH.  

 

En esa medida, la concesión de amnistías e indultos bajo la Ley 1820 de 2016, y también 

los demás tratamientos especiales y beneficios que puedan darse dentro del régimen de 

condicionalidad, deben basarse en el reconocimiento y el cumplimiento de tal obligación y, 

en especial en el respeto y garantía del derecho a la reparación de las víctimas. Es por tal 

motivo que, en esta sección se presentarán las características y alcances del régimen de 

condicionalidad.  

 

La Corte Constitucional en la sentencia C-674 de 2017177, determinó que el régimen de 

condicionalidad es un elemento estructural del Sistema, y como tal, permite la flexibilización 

de los estándares ordinarios y regulares de la justicia, bajo la obtención de una ganancia 

materializada en el acceso a la verdad, a la reparación de las víctimas y el desarrollo de 

garantías de no repetición.  

 

 
175 CONFERENCIA DIPLOMÁTICA SOBRE LA REAFIRMACIÓN Y EL DESARROLLO 

INTERNACIONAL HUMANITARIO APLICABLE EN LOS CONFLICTOS ARMADOS. Protocolo 
Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las 
víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional (Protocolo II), 1977. Aprobado el 8 de 
junio de 1977. Entrada en vigor: 7 de diciembre de 1978. 
176 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS. Caso Barrios Altos Vs. Perú. Fondo. 
Sentencia del 14 de marzo de 2001. párr. 41-44; CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS 
HUMANOS. Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 25 de octubre de 2012. párr. 283-296.  
177 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C- 674 de 2017. M.P. Luis Guillermo 
Guerrero Pérez. 
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La Corte indicó que todos los comparecientes, tanto forzosos como voluntarios, deben 

cumplir con obligaciones como: (i) la dejación de armas; (ii) la obligación de contribuir 

activamente a garantizar el éxito del proceso de reincorporación a la vida civil de forma 

integral; (iii) la obligación de aportar verdad plena en los términos del inciso octavo del 

artículo transitorio 5º del artículo 1º del AL 01 de 2017; (iv) la obligación de garantizar la no 

repetición y abstenerse de cometer nuevos delitos, o delitos de ejecución permanente, 

después del 1 de diciembre de 2016, en particular, las conductas asociadas con cualquier 

eslabón de la cadena de producción de los cultivos de uso ilícito; (v) la obligación de 

contribuir a la reparación de las víctimas, y en particular, a decir la verdad en relación con 

los procedimientos y protocolos para inventariar todo tipo de bienes y activos; y (vi) la 

obligación de entregar los menores de edad, en particular las obligaciones específicas 

establecidas en el numeral 3.2.2.5. del Acuerdo Final. Estas obligaciones son exigibles a 

todos los comparecientes según su calidad, y su cumplimiento debe ser verificado por la 

JEP178.  

 

En concordancia, en esta providencia judicial, se destacan las siguientes características 

del régimen de condicionalidad:  

 

(i) Es un régimen integral y comprensivo. Abarca todos los elementos del régimen 

sancionatorio especial, por lo cual, el acceso y el mantenimiento de los tratamientos 

especiales, renuncias, beneficios, derechos y garantías se subordinan al aporte a todos los 

mecanismos y medidas transicionales. Parte de la premisa según la cual, la renuncia del 

Estado a su obligación de investigar, juzgar y sancionar sólo sería posible si se obtiene una 

ganancia efectiva y proporcional frente a todos los elementos del Sistema Integral.  

 

(ii) Los aportes a la verdad, a la reparación integral de las víctimas y a la implementación 

de las garantías de no repetición son necesarios para el acceso y el mantenimiento de los 

componentes del régimen penal especial, por lo cual, a la luz del principio de gradualidad, 

se mina la posibilidad de acceso o mantenimiento si los aportes no se materializan.  

 
178  INSTITUTE FOR INTEGRATED TRANSITIONS. Recomendaciones IFIT sobre el Régimen de 
Condicionalidad del Sistema Integral Generalidades y la condición de aportar verdad plena. [En 
línea]. 2019. p.3. [Citado 24 de abril de 2024]. Disponible en: https://www.ifit-
transitions.org/files/documents/recomendaciones-ifit-sobre-el-regimen-de-condicionalidad-del-
sistema-integral.pdf; CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C- 674 de 2017. Op. 
cit. párr. 5.5.1.1. 
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(iii) Son los principios de gradualidad y proporcionalidad los que estructuran el régimen de 

condicionalidad. Los niveles de contribución fijan el alcance de los tratamientos que puedan 

darse y la dimensión de los beneficios que puedan conferirse, mientras que el principio de 

gravedad orienta el alcance del incumplimiento de las obligaciones.  

 

En la sentencia C-007 de 2018179, la Corte armonizó los estándares previstos en la Ley 

1820 de 2016180 con respecto a la duración de los deberes de contribución a los derechos 

de las víctimas por parte de los comparecientes que acceden a amnistías, indultos y 

tratamientos penales especiales que, a juicio de la Corte, deben extenderse durante todo 

el mandato de la JEP. Además, estableció un criterio indicador importante con el cual se 

puede determinar si hay incumplimiento de alguna de las condiciones del sistema y 

consiste en la ausencia de justificación en casos en los cuales no se acuda al requerimiento 

realizado con ocasión a la participación en los programas de reparación que realice el TEP, 

o ante el requerimiento de los demás mecanismos.  

 

Más adelante, en la sentencia C-080 de 2018 la Corte Constitucional181 reafirmó la 

imposibilidad de otorgar tratamientos incondicionados, o por el simple sometimiento a la 

JEP por parte del compareciente, pues a esta le corresponde verificar el cumplimiento de 

condiciones de acceso y de permanencia. Son condiciones esenciales de acceso y 

permanencia exigibles a todos los comparecientes: (i) el aporte a la verdad plena; (ii) la 

reparación a las víctimas del conflicto; y (iii) garantizar la no repetición. En este caso la 

Corte resaltó que, al tratarse de condiciones esenciales de acceso, se torna más estricto 

el carácter que cada una de estas tiene, por lo que su inobservancia puede conllevar a la 

pérdida del tratamiento especial o, en caso de terceros, la no revisión de la sentencia 

proferida por la justicia ordinaria.  

 

Tratándose de los integrantes de las extintas FARC-EP que comparecen ante la JEP, 

deben observarse además las siguientes condiciones esenciales de acceso y de 

 
179 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-007 de 2018. M.P. Diana Fajardo 
Rivera. 
180 CONGRESO DE LA REPÚBLICA COLOMBIA. Ley 1820 (30 de diciembre de 2016). Por medio 
de la cual se dictan disposiciones sobre amnistía, indulto y tratamientos penales especiales y otras 
disposiciones. Diario Oficial No. 50.102. Bogotá D.C. 2016. 
181 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-080 de 2018. M.P. Antonio José 
Lizarazo Ocampo. 
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permanencia: (i) la suscripción del Acuerdo Final para la Paz; (ii) la dejación de armas; y 

(iii) la suscripción del compromiso de sometimiento al Sistema Integral. En este escenario, 

la finalización del conflicto armado es esencial como condición de acceso y permanencia, 

es el fundamento y una de las finalidades de la Jurisdicción, por lo cual, la Corte manifestó 

que el abandono del proceso de paz, es decir, el retorno a los escenarios de violencia y la 

participación en estos por los comparecientes, es causal de exclusión de los 

comparecientes que hayan pertenecido a las FARC-EP; y en contraposición, a los 

miembros de la Fuerza Pública les es exigible la obligación de no volver a cometer graves 

violaciones a los derechos humanos e infracciones al DIH182. 

 

Para la Corte, el régimen de condicionalidad es un instrumento que blinda al SIP, pues 

materializa e integra a los mecanismos de tal forma que la satisfacción hacia cada uno de 

estos aporta a la realización de los demás, por lo cual, se reafirma como elemento 

estructural. La condicionalidad hace posible que los estándares regulares y ordinarios de 

la justicia sean flexibles para obtener una ganancia en términos de acceso a la reparación, 

el esclarecimiento de verdad e implementación de garantías de no repetición, hace posible 

el acceso y el mantenimiento a tratamientos penales especiales de carácter provisional o 

definitivo, que están sujetos a la contribución efectiva y proporcional a la satisfacción de 

los derechos de las víctimas, exigible a todo tipo de comparecientes183.  

 

Por su parte, advirtiendo la posibilidad de incumplimiento, la Ley 1922 de precisó en su 

artículo 67 los criterios para tramitar el incidente que conocen las Salas y Secciones, 

encargadas de determinar si existe o no un incumplimiento, graduar sus consecuencias de 

acuerdo con los principios de proporcionalidad y razonabilidad. El IIRC puede iniciarse de 

oficio o a petición de la víctima, su representante, la UIA, la FGN o el Ministerio Público. 

Sin embargo, no es la única alternativa para dirimir la controversia derivada de un posible 

incumplimiento del régimen de condicionalidad por parte de un compareciente.  

 

Para concretar algunos aspectos relacionados con el régimen de condicionalidad y las 

obligaciones exigibles a los comparecientes, al proferir su primera SENIT en 2019, la SA 

 
182 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C- 674 de 2017. Op. cit.; CORTE 
CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-007 de 2018. Op. cit. 
183 Ibidem. 
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del TEP184 lo caracterizó a partir de una faceta proactiva y otra reactiva. La primera de 

estas alude a los aportes efectivos que responden a la justicia transicional y sus principios, 

cuyo inicio se da desde que la persona comparece, o en el caso de los terceros civiles, 

desde que estos pretenden comparecer y es exigible desde que se obtiene un beneficio. 

En segundo lugar, la faceta reactiva implica la abstención frente a actos que pueden derivar 

en un incumplimiento. 

 

Con el fin de establecer claridad sobre los elementos que hacen parte de la faceta 

proactiva, la SA recalcó el papel que tiene un instrumento elemento empleado para 

concretar la forma en la cual se puede materializar el cumplimiento de las condiciones 

esenciales de acceso y permanencia referentes a los aportes a la verdad plena y a la 

reparación integral: el Compromiso Claro, Concreto y Programado (CCCP). Este tiene sus 

orígenes en el artículo 49 de la Ley 1922 de 2018 y poco a poco en distintas providencias 

proferidas como los Autos TP-SA 019, 20 y 21 de 2018, en donde la SA hizo mención de 

ello en los primeros momentos de su trabajo185.  

 

En este instrumento se establecen las contribuciones a la justicia transicional, y en 

especial, a la verdad y a la reparación de las víctimas. La suscripción del CCCP opera 

como condición de acceso para terceros civiles y AENIFPU que comparecen de forma 

voluntaria a la JEP y que estén vinculados a un proceso penal, su ausencia desestima la 

concesión de un beneficio originario y, por ende, la concesión de cualquier otro beneficio 

derivado ya sea provisional o definitivo186.  

 

De forma preliminar, este compromiso debe considerarse apto para contribuir a la justicia 

dialógica y a los fines de la transición. En cuanto a lo procedimental, el compromiso debe 

ser aceptable y con ello debe considerarse si, en efecto, se surtió abierto una oportunidad 

a la participación de las víctimas y el Ministerio Público para que emitan un 

 
184 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. TEP. SA. Sentencia interpretativa 1 del 3 de abril de 
2019. Sentencia interpretativa sobre beneficios provisionales, régimen de condicionalidad y 
participación de víctimas. párr. 214-226.  
185 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. TEP. SA. Auto No. 019 del 21 de agosto de 2018. 
párr. 9.16.; Auto No. 020 del 21 de agosto de 2018, párr. 32; Auto No. 021 del 21 de agosto de 2018, 
párr. 51-52, citado por JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ Y UNIVERSIDAD NACIONAL DE 
COLOMBIA. Guía de Derechos y Deberes para Comparecientes en la JEP. Op. cit. pp. 29-20.  
186 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. TEP. SA. Auto No. 607 del 16 de septiembre de 
2020. pp. 24-25.  
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pronunciamiento sobre su contenido y su suficiencia. En un plano material, el compromiso 

debe orientarse al aporte a la verdad plena (pactum veritatis) sobre los hechos que conoce, 

así como de aquellos relevantes y de los cuales tiene elementos de juicio187.  

 

El plan de aportes a la verdad (pactum veritatis) debe contribuir a develar elementos del 

contexto de una forma preliminar y sintética, como la información sobre la estructura 

armada, su cadena de mando territorial y nacional, así como la zona en donde se actuó y 

donde ocurrieron los hechos, su posición y roles dentro de la estructura, las conductas 

sobre las cuales de declarará y sobre las que se tienen elementos, así como conocimiento 

de sus efectos, las formas de financiación, nexos con otros sectores o aparatos 

organizados de poder, motivaciones, modos de aprovisionamiento militar. A estos datos se 

suma la información del compareciente188.  

 

Por otro lado, el plan de restauración implica el reconocimiento de responsabilidad y esto 

supone tener en cuenta las particularidades del compareciente frente a dicho 

reconocimiento. En este escenario, la SA señala que la SDSJ tiene la potestad de priorizar 

y organizar el momento en el cual se recepcionarán y tramitarán estos planes que, 

finalmente, se da en un estadio más avanzado y comprende el análisis de cada uno de los 

planes, pues la vocación reparadora y restauradora de cada uno no se somete a un 

estándar rígido189. 

 

La JEP está habilitada para ponderar las discrepancias que se presenten bajo los principios 

de debido proceso, razonabilidad y capacidad de los comparecientes, pues el CCCP se 

torna en un elemento que da cuenta de la seriedad de los compromisos asumidos con el 

Sistema, además de la vocación que estos tienen para iniciar un diálogo restaurativo en el 

que las víctimas pueden participar, por lo cual resulta exigible a todos los comparecientes 

según el momento procesal que se surta por las diferentes Salas o Secciones, pero en 

 
187 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. TEP. SA. Sentencia interpretativa 1 del 3 de abril de 
2019. Op. cit. párr. 217-219; JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. TEP. SA. Auto No. 607 del 
16 de septiembre de 2020. Op. cit. p. 24-25.  
188 Con el fin de recolectar esta información, en esta SENIT se incorporó el “Formato para la 
aportación de información a la matriz de datos sobre la verdad de los autores y conductas 
relacionadas con el conflicto armado colombiano” (F-1) como elemento que contribuye a 
estandarizar y organizar la captura de los datos.  
189 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. TEP. SA. Sentencia interpretativa 1 del 3 de abril de 
2019. Op. cit. párr. 227-238.  
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especial en los escenarios en los que la SRVR y la SDSJ ejercen sus facultades de 

selección190.  

 

La selección es la competencia que fue entregada a la SDSJ y a la SRVR en el artículo 19 

de la LEJEP. Su objetivo es encaminar el ejercicio de la acción penal con respecto a: (i) 

los sujetos que tuvieron una participación determinante191, es decir, quienes por su 

liderazgo o participación cumplieron con un rol esencial la estructuración, puesta en marcha 

y ejecución de un plan macrocriminal192; y (ii) los hechos más graves y representativos. 

Inicialmente, es la SRVR considerando los criterios establecidos para tal efecto, esto es, 

una selección de primer orden que de los sujetos que serán objeto de las resoluciones de 

conclusiones y acudirán a la SeRVR del TEP para recibir la sanción propia de ser el caso, 

al ser partícipes determinantes que incurrieron en la comisión de los crímenes de 

competencia de la Jurisdicción193.  

 

La concentración de la acción penal en estos escenarios implica la no selección de un 

número considerable de comparecientes que por tal motivo serán remitidos a la SDSJ, 

 
190 Ibidem. párr. 214-216.  
191 Los investigadores Sabine Michalowski, Michael Cruz Rodríguez y Hobeth Martínez Carrillo, 
señalan la dificultad que puede existir la adopción de una noción clara del término “partícipe 
determinante”, que no tiene una estricta correspondencia con el término “máximo responsable” 
acogido en distintos instrumentos internacionales, así como en el AFP y el AL 01 de 2017. Ver: 
MICHALOWSKI, Sabine, CRUZ, Michael, MARTÍNEZ, Hobeth. ¿A quiénes sancionar? Máximos 
responsables y participación determinante en la Jurisdicción Especial para la Paz. [En línea¨]. 
Bogotá D.C.: Editorial Dejusticia. 2020. pp. 41-69. [Citado 20 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://www.dejusticia.org/wp-content/uploads/2020/09/A-quienes-sancionar.pdf 
192 Esta categoría se ha desarrollado con más profundidad a partir del análisis que la SA ha realizado 

en providencias como la TP-SA-RPP No. 230 del 10 de febrero de 2021, y posteriormente en la 
SENIT 5 del 17 de mayo de 2023. No obstante, por parte de la SRVR en su resolución SRVR No. 
01 del 12 de julio de 2024, precisó con más profundidad esta categoría e indico que puede abarcar 
el mando de iure o de facto, o tener liderazgo en la ejecución de los patrones o políticas criminales, 
o incluso la participación desde una perspectiva material, que permita indicar un rol decisivo en los 
planes y políticas, esto a nivel nacional o territorial.  
193 Puntualmente, el artículo 79 de la LEJEP en su literal m), establece que una de las funciones de 
la SRVR: “[p]resentar resoluciones de conclusiones ante la sección de primera instancia del Tribunal 
para la Paz para casos de reconocimiento de verdad y responsabilidades, con la identificación de 
los casos más graves y las conductas o prácticas más representativas, la individualización de las 
responsabilidades, en particular de quienes tuvieron una participación determinante, la calificación 
jurídica de las conductas, los reconocimientos de verdad y responsabilidad y el proyecto de sanción 
propuesto de acuerdo al listado previsto en el artículo 141 de esta ley. También presentará en una 
sola resolución las conclusiones que sobre una misma persona obren en la Sala por las diversas 
conductas de las que se tenga conocimiento. En la definición de casos graves, conductas o prácticas 
más representativas cometidas en el marco del conflicto armado contra los pueblos indígenas o sus 
integrantes, se tendrán en cuenta criterios que permitan evidenciar el impacto diferenciado generado 
sobre los pueblos y su relación con el riesgo de exterminio físico y cultural.” 
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quien debe encargarse de definir su situación jurídica y hacer una selección de segundo 

orden. Esto se puede evidenciar al observar que, de 14.410 comparecientes que ya 

suscribieron actas de compromiso y sometimiento a la JEP, tan solo 38 de fueron incluidos 

en las resoluciones de conclusiones194 que se remitirán a la SeRVR por parte de la SRVR.  

 

La selección de segundo orden a cargo de la SDSJ se estableció de forma más precisa en 

la SENIT 5 de 2023. En esta providencia la SA indicó distintos criterios para la actividad de 

la SDSJ y, especialmente, frente a la condicionalidad estricta y la gestión que de esta se 

realiza para el amplio volumen de comparecientes que no es objeto de la selección por 

parte de la SRVR al no ser considerados como partícipes determinantes, como se precisará 

en los párrafos siguientes.   

  

4.1. La gestión del régimen de condicionalidad  

 

El incumplimiento de los compromisos adquiridos como parte del régimen de 

condicionalidad confieren una labor exhaustiva ajustada a los principios de integralidad, 

gradualidad y proporcionalidad para establecer sus consecuencias195. Esta labor se 

encarga a distintas salas y secciones de la JEP según los lineamientos establecidos en la 

SENIT 4 de 2023, complementada por la SENIT 5 de 2023 con respecto al régimen de 

condicionalidad estricto.  

 

La SENIT 4 de 2023196, se profirió por solicitud de la SRVR buscando aclarar y precisar las 

reglas de reparto del IIRC regulado a partir del artículo 20 de la LEJEP y los artículos 67, 

68 y 69 de la Ley 1922 de 2018. Este es un trámite riguroso que bajo un recaudo probatorio 

busca determinar si, efectivamente, un compareciente ha defraudado una o más de las 

obligaciones de condicionalidad exigibles para el acceso y la permanencia.  

 

 
194 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Principales estadísticas. Acumulado histórico. Fecha 
de actualización: 27 de septiembre de 2024. Op. cit. p. 1.  
195 COMISIÓN COLOMBIANA DE JURISTAS. Boletín # 39. [En línea]. 2021. pp. 4-7. [Citado 24 de 
abril de 2024]. Disponible en: 
https://www.coljuristas.org/observatorio_jep/documentos/boletines/Boletin_39.pdf 
196 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. TP. SA. Sentencia interpretativa 4 del 26 de abril de 
2023. Sentencia interpretativa sobre las competencias y el reparto de las Salas y las Secciones de 
la JEP para resolver los incidentes de incumplimiento del régimen de condicionalidad (IIRC).  
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En este escenario, la faceta reactiva del régimen de condicionalidad cobra protagonismo y 

ante ello el juez transicional está facultado para determinar qué consecuencias jurídicas se 

desprenden de un incumplimiento. Sin embargo, no todo incumplimiento genera apertura 

del IIRC, y por ende tampoco la exclusión de un compareciente, pues ciertos asuntos se 

pueden dirimir bajo otros dispositivos intraprocesales no incidentales y no sancionatorios, 

de ahí que la apertura del IIRC sea una última ratio197.  

 

Un dispositivo intraprocesal implica que el juez transicional no abandone un trámite 

principal, pues este requiere la enmienda o corrección de un error si el desconocimiento 

del régimen no fuere de una suficiente gravedad, y con mayor razón si no se han concedido 

beneficios provisionales o definitivos, o cuando la providencia que los otorga no se 

encuentra en firme por ser objeto de apelación198.  

 

En un escenario diferente que no amerita la apertura del IIRC se ubican los comparecientes 

que hayan incurrido en una deserción manifiesta, pues en este caso se genera la pérdida 

automática de todos los beneficios otorgados y aquellos que se pudieran otorgar. Es clara 

la pérdida de competencia de la JEP, siendo la jurisdicción ordinaria la llamada a actuar 

según el caso concreto, por lo cual, sería un evidente e innecesario desgaste la apertura 

del IIRC199.  

 

La deserción manifiesta es el incumplimiento más grave y notorio de lo acordado en 2016, 

y de los compromisos adquiridos por parte de un compareciente ante la JEP en el régimen 

de condicionalidad. Por ello no requiere agotar un trámite incidental, su declaratoria debe 

darse de forma inmediata por parte del juez transicional ante un hecho que tiene tal 

notoriedad, es decir, cuando se demuestra plenamente el alzamiento en armas y existen 

medios de convicción suficientes para acreditarlo200.  

 

La aplicación de esta figura para llevar a cabo la exclusión de un compareciente que 

incumple abiertamente los compromisos acordados puede ser provechosa si se considera 

 
197 Ibidem. párr. 114-115.  
198 Ibidem. párr. 126.  
199 Ibidem. párr. 127.  
200 COMISIÓN COLOMBIANA DE JURISTAS. Boletín # 77 del Observatorio sobre la JEP. [En línea]. 
2024. pp. 2-4. [Citado 11 de octubre de 2024]. Disponible en: 
https://www.coljuristas.org/observatorio_jep/documentos/boletines/Boletin_77.pdf 
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el tiempo reducido que la JEP tiene para llevar a cabo su actividad. Si las obligaciones del 

régimen de condicionalidad por parte del compareciente no se van a cumplir por hechos 

de la naturaleza señalada, la respuesta del juez transicional debe ser inmediata con el fin 

de satisfacer los derechos de las víctimas, quienes en este escenario tendrán certeza sobre 

el juez competente que investigará, juzgará y sancionará al compareciente excluido201.  

 

Con esta apreciación, es mucho más claro entender por qué la gestión del régimen de 

condicionalidad y el seguimiento al cumplimiento de las obligaciones es clave en dos 

dimensiones. Por un lado, como una verdadera garantía para las víctimas y sus derechos, 

pues estos se pueden satisfacer progresivamente con el cumplimiento de las obligaciones 

del sistema, lo cual requiere de un máximo compromiso por parte de los comparecientes.  

 

Y por otro, es un estándar que coadyuva a mantener seguridad y confianza de un Sistema 

que tiene como cimiento las relaciones de condicionalidad, que no pueden ser 

quebrantadas abiertamente sin tener una consecuencia directa sobre el compareciente que 

asumiría una expulsión, caso en el cual a las víctimas también se les deben garantizar sus 

derechos ante otras jurisdicciones, sin perder de vista que en el escenario transicional aún 

son sujetos de reparación en una dimensión colectiva a partir de las actividades que 

realizan otros comparecientes como parte de las sanciones propias/TOAR o las medidas 

de contribución a la reparación, como se precisará en el siguiente capítulo.  

 

Ahora bien, siguiendo la figura de deserción manifiesta, es preciso señalar que de forma 

similar ocurriría en los casos de comparecientes voluntarios cuyo sometimiento se ha 

aceptado y no han cumplido con lo dispuesto en el CCCP, por lo cual se debe adelantar el 

juicio de prevalencia jurisdiccional. En este juicio realizado de forma temprana le 

corresponde a la JEP determinar si debe prevalecer su competencia sobre otras 

jurisdicciones, más aún si esta resulta altamente beneficiosa y en consecuencia el 

compareciente debe desde un principio compensar el beneficio originario que surge desde 

su acceso, por lo cual, si esto fuere negativo el juez transicional puede negar o aplazar 

dicho acceso202.  

 

 
201 Ibidem. p. 5.  
202 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. TP. SA. Sentencia interpretativa 4 del 26 de abril 
de 2023. Op. Cit. párr. 128-130.  
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Sin embargo, si el juez transicional evidencia que la consecuencia más grave el 

incumplimiento sería la remoción de los beneficios provisionales (libertad condicionada, de 

la libertad condicional, de la libertad transitoria, condicionada y anticipada, o de la privación 

de libertad en Unidad Militar o Policía), este podrá iniciar un trámite incidental regulado en 

los artículos 61 y 62 de la Ley 1922 de 2018203.  

 

Finalmente, como una última ratio ante en los casos más graves que pueden ocasionar la 

expulsión y la reversión a la jurisdicción ordinaria, el incidente que se debe tramitar es el 

IIRC si la entidad del incumplimiento así lo amerita204, bajo las siguientes reglas que 

determinan el reparto a las Salas o Secciones:  

 

A) La Sala o Sección que conoce o que haya conocido de un trámite transicional, es 

por regla general la que también conoce del IIRC.  

B) Cuando más de una sala o sección conozca de un trámite transicional, el IIRC recae 

sobre aquella que desarrolla un trámite tendiente a definir la situación jurídica. Sin 

embargo, si se trata de casos en los que haya sido la SR aquella que haya otorgado 

un beneficio a un compareciente, esta también asumirá el conocimiento del IIRC.  

C) Cuando por medio de un acto administrativo del Presidente de la República, o si la 

jurisdicción ordinaria confirió un beneficio, y por ende la JEP no ha adelantado 

ningún trámite, la gestión del régimen de condicionalidad y por ende el IIRC lo 

asume el juez natural de según la calidad del compareciente.  

D) En caso de haberse agotado los trámites transicionales dada la imposición de 

sanciones, la SeRVR conoce del IIRC.  

E) Si se trata de un compareciente seleccionado cuya participación haya sido 

determinante, este le corresponde a la SRVR205.  

 

El IIRC busca determinar si, en efecto, se dio un incumplimiento de las condiciones que se 

estimen como defraudadas y si este incumplimiento obedece a una circunstancia que se 

 
203 Estos artículos hacen referencia a la revocatoria de la libertad condicionada, de la libertad 
condicional y de la libertad transitoria, condicionada y anticipada, así como al respectivo 
procedimiento que pueden iniciar “[d]e oficio o por solicitud de las víctimas o el Ministerio Público” y 
que pueden conllevar a la revocatoria de la sustitución de la privación de la libertad intramural por 
la privación de libertad en Unidad Militar o Policial conferida a miembros de la Fuerza Pública.  
204 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. TP. SA. Sentencia interpretativa 4 del 26 de abril de 
2023. Op. cit. párr. 129-131.  
205 Ibidem. párr. 62-93.  
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encuentre justificada. De esta forma, es posible valorar la gravedad del respectivo 

incumplimiento y con ello establecer si el compareciente actuó con intencionalidad, la 

característica de su compromiso y el nivel en el cual los principios transicionales fueron 

desconocidos, para establecer una consecuencia proporcional del incumplimiento de forma 

razonable, de acuerdo con el principio de gradualidad206.  

 

Estas consideraciones con respecto al IIRC se traducen en estándares que permiten 

garantizar el derecho al debido proceso de los comparecientes y también los derechos de 

las víctimas, principalmente, su participación. Las víctimas, por supuesto, no sólo están 

legitimadas para exigir la apertura del IIRC, pues también pueden solicitar y allegar medios 

de prueba, e incluso interponer los recursos ante la decisión que le pone fin al incidente, 

como también se precisó en el Manual para la Participación de las Víctimas ante la JEP207, 

pero también existen otros escenarios de participación en las audiencias de seguimiento 

al régimen de condicionalidad, o las observaciones al CCCP208. 

 

Adicionalmente, observando los datos emitidos por la JEP con respecto a su actividad 

judicial, puede verse que, el número de comparecientes expulsados desde 2018 hasta 

septiembre de 2024 es de 95, una cifra que no resulta muy significativa frente a todo el 

universo de comparecientes, como se ha especificado anteriormente209.  

 

De ahí que en la práctica el IIRC en la práctica sea un mecanismo al cual se acude como 

última medida para determinar si hubo o no un incumplimiento y sus consecuencias. En 

este escenario deben atenderse las observaciones formuladas por las víctimas, y en clave 

 
206 El IIRC Inicia de oficio o por solicitud de la víctima, o su representante, la UIA, la FGN o el 
Ministerio Público. Su admisión debe resolverse atendiendo el principio de inmediatez, como 
estándar de debida diligencia. De admitirse el IIRC, se surte la respectiva notificación y se confiere 
el término de 5 días para la presentación o solicitud de medios de prueba, que son decretadas por 
la Sala o Sección, incluyendo aquellas que de manera oficiosa estime. La práctica de pruebas 
cuenta con un término de 30 días y posteriormente el asunto se remite a la secretaria judicial para 
que las partes presenten sus alegatos. Una vez estos se hayan presentado, dentro de los 10 días 
siguientes la Sala o Sección convoca a una audiencia en la que resolverá el incidente. Finalmente, 
contra la determinación es posible interponer el recurso de apelación ante la SA. 
207 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Manual para la Participación de las Víctimas ante la 
Jurisdicción Especial para la Paz. [En línea]. Bogotá D.C.: Imprenta Nacional de Colombia. 2020. 
pp. 229-230. [Citado 20 de abril de 2024]. Disponible en: 
https://www.jep.gov.co/Infografas/participacion/manualparticipacion.pdf 
208 COMISIÓN COLOMBIANA DE JURISTAS. Boletín # 39. Op. cit. pp. 7-8.  
209 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Principales estadísticas. Acumulado histórico. Fecha 
de actualización: 27 de septiembre de 2024. Op. cit. p. 1.  
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de obtener un beneficio para estas, podría ser relevante que la sala o sección pueda 

esclarecer y considerar las posibilidades a futuro si se determina la continuidad de un 

compareciente en la JEP, pues si reafirma su actuar en pro de la verdad y del 

reconocimiento de responsabilidad, podría llegar a contribuir de forma activa a la ejecución 

de proyectos y programas restaurativos y reparadores concretados en los TOAR, que son 

herramientas para operacionalizar las actividades encaminadas a la reparación aun desde 

etapas tempranas de los procedimientos y en la ejecución de las sanciones propias210.  

 

Ahora bien, en otro de los escenarios más relevantes para la gestión del régimen de 

condicionalidad en los escenarios de renuncia a la persecución penal, es el de los 

comparecientes que no son objeto de selección por la SRVR211 y por ello se remiten a la 

SDSJ para que ejerza su facultad de selección de segundo orden, si fuere el caso, o la 

concesión de beneficios transicionales provisionales y definitivos. En esta oportunidad 

surge la noción de condicionalidad estricta.  

 

El RCE tiene como presupuesto la concesión y el mantenimiento de la RPP como beneficio 

no sancionatorio que implica para el compareciente no seleccionado una respuesta de 

mayor alcance a las demandas de verdad y reparación de las víctimas. En este caso, se 

exige el cumplimiento de obligaciones más intensas o especiales como el aporte y 

cumplimiento de las tareas reparadoras y restaurativas que pueden darse en el marco de 

la dimensión restauradora de los TOAR212.  

 

 
210 SANDOVAL, Clara et al. TOAR anticipados y Sanciones Propias: reflexión informada para la 
Jurisdicción Especial para la Paz. [En línea]. Bogotá D.C.: Dejusticia. 2021. pp. 13-15. [Citado 01 de 
mayo de 2024]. Disponible en: https://www.dejusticia.org/wp-
content/uploads/2021/12/Doc76_TOAR_Web.pdf 
211 Recientemente, la SRVR profirió la Resolución SRVR No. 01 del 12 de julio de 2024, en la cual 
define unos criterios para la selección positiva y negativa de los comparecientes a su cargo. Ver: 
JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD Y 
RESPONSABILIDAD DE HECHOS Y CONDUCTAS. Resolución SRVR No. 01 del 12 de julio de 
2024 ““Por medio de la cual se fijan criterios para la selección positiva y negativa de comparecientes 
a cargo de la Sala de Reconocimiento de Verdad, de Responsabilidad y de Determinación de los 
Hechos y Conductas”. 
212 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. TP. SA. Sentencia interpretativa 5 del 17 de mayo 
de 2023. Sobre selección negativa, su apelación, la aplicación del artículo 129 de la LEJEP por la 
SRVR y la SDSJ, y el régimen de condicionalidad estricto.  
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Es apenas evidente que, ante la concesión de la RPP como mecanismo no sancionatorio 

en los casos de no selección213 el compromiso debe ser mayor. Por lo cual, se parte de su 

aplicabilidad únicamente a comparecientes que hayan aportado a la verdad plena y hayan 

reconocido responsabilidad, y cuando ello no ocurre la SDSJ puede hacer uso de los 

mecanismos intraprocesales no sancionatorios previstos en la SENIT 4 si fuere 

procedente, o el IRCC si fuere el caso, e incluso ejercer su facultad de selección en 

segundo orden de acuerdo con los principios que orientan dicha selección, caso en el cual 

el compareciente sería remitido a la UIA para dar inicio al trámite adversarial214.  

 

El RCE se presenta como una muestra clara de la particularidad de un sistema cuyo 

elemento estructural es la condicionalidad. No puede entenderse un modelo de justicia 

altamente beneficioso a los comparecientes en términos sancionatorios y no sancionatorios 

sin un conjunto de obligaciones de mayor entidad en proporción a los beneficios obtenidos. 

La RPP es un beneficio que puede otorgarse ante cualquier calidad de compareciente, 

siempre y cuando este no se haya seleccionado en primer o segundo orden, pues ante ello 

lo procedente sería la imposición de una sanción que implica la limitación de derechos y 

libertades, de ahí que este camino también se haya denominado como una “ruta no 

sancionatoria” en la cual los comparecientes contribuyen a las medidas de contribución a 

la reparación, sin recibir restricciones a su libertad215.   

 

Será el escenario más común en el panorama transicional si se parte de la selección que 

se constituye como un filtro para concentrar la acción penal frente a unos hechos y 

partícipes específicos, como ha ocurrido a través de las 5 resoluciones de conclusiones 

proferidas por la SRVR hasta marzo de 2024, principalmente, en los macrocasos No. 1, 

No. 3, No. 3 y No. 4 (conjunto). En estas resoluciones de conclusiones, además de plasmar 

las calificaciones jurídicas de las conductas cometidas por los comparecientes imputados 

 
213 La RPP tiene varias facetas, a saber: (i) Su concesión como mecanismo no sancionatorio en los 
casos de no selección por la SRVR, según criterios de la SDSJ; (ii) como tratamiento penal especial 
para agentes del Estado, como beneficiarios de tratamientos simultáneos, diferenciados, en unos 
aspectos, pero simétricos en otros, en los términos de la Ley 1820 de 2016; y (iii) como una 
concesión a menores de edad que se encuentran por fuera de la competencia de la JEP. 
214 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. TP. SA. Sentencia interpretativa 5 del 17 de mayo 
de 2023. Op. cit. párr. 146.  
215 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Comunicado 67. La Ruta No Sancionatoria: la vía 
para la resolver la situación jurídica de más de 6 mil comparecientes de la JEP. [En línea]. 2024. 
[Citado 16 de septiembre de 2024]. Disponible en: https://www.jep.gov.co/Sala-de-Prensa/Paginas/-
la-ruta-no-sancionatoria-la-via-para-la-resolver-la-situacion-juridica-de-mas-de-6-mil-
comparecientes-de-la-jep.aspx 
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(partícipes determinantes), y los reconocimientos de verdad y responsabilidad, también 

expresan los proyectos de sanción propia que podrá tener en cuenta SeRVR al realizar el 

análisis de correspondencia e imponer la sanción en los términos de los artículos 82 y 141 

de la LEJEP216.  

 

Precisamente, el 2024 ha sido un año de grandes avances para la JEP en esta materia, 

pues tras 6 años de funcionamiento en los que se han puesto en práctica los criterios de 

selección y priorización como parte del ejercicio de la acción penal que conllevará una serie 

de sanciones, siendo la sanción propia en su dimensión restauradora la más esperada por 

el efecto que puede tener. En ese sentido, el pasado 10 de octubre se llevó a cabo la 

primera Audiencia de Garantía de Condiciones para la Imposición de Sanciones Propias 

dentro del caso conjunto No. 03 y No. 04 sobre Asesinatos y desapariciones forzadas en 

el cementerio Las Mercedes de Dabeiba, Antioquia217. 

 

Esta importante audiencia, que sienta un importante precedente a nivel mundial como parte 

de la puesta en marcha de un modelo de justicia transicional que conoce de crímenes 

internacionales en el conflicto armado, tuvo como objetivo determinar si existen las 

condiciones para imponer las primeras sanciones propias por parte de la SeRVR, que se 

caracterizan por contenido restaurador y reparador. Para la magistratura de la JEP, es 

crucial que el alcance de la primera sentencia no solo garantice la imposición de una 

medida retributiva, pues fijar la serie de acciones parte del contenido restaurador que 

deben ser realizables, tener vocación reparadora y transformadora para las comunidades 

y el territorio. Así, en palabras del Magistrado Camilo Andrés Suárez Aldana de la SeRVR:  

 

La Jurisdicción Especial para la Paz está recorriendo el camino a las sentencias (…) que 

conducen a algo fundamental, garantizar el derecho de las víctimas, de manera que ese 

camino es el que viene recorriendo la jurisdicción en particular esta sección para alcanzar 

estas sentencias. Estamos en el camino de las sentencias. La sentencia que nos lleve al 

camino de la sanción propia debe ser cumplible y realizable (…) que materialice y repare el 

daño causado, una sentencia que restaure, una sentencia que transforme, una sentencia 

 
216 Que establecen las competencias de la SeRVR y el componente restaurativo de las sanciones 
propias aplicables a los comparecientes que reconocen verdad y responsabilidad, respectivamente.  
217 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ Audiencia de Garantía de Condiciones para la 

Imposición de Sanciones Propias Caso 03 y 04. [Video]. YouTube. JEP Colombia. Medellín. (10 de 
octubre de 2024). 5:09:41 minutos. [Consultado 11 de octubre de 2024]. Disponible en: 
https://www.youtube.com/watch?v=07RGJXAOorU 
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que logre recomponer el tejido social (…) Que los ojos de la justicia se volteen a ver a la 

víctima y que restaure y repare, esa es la gran apuesta que hacemos…218 

 

Sin duda alguna, el reto más grande se aproxima y dado el estricto margen temporal de la 

JEP y el volumen de los sujetos que a esta comparecen, la determinación de medidas de 

reparación y de restauración deben establecerse incluso desde las etapas más incipientes 

de los procedimientos. Por ello puede verse que, hasta septiembre de 2024 se han 

realizado 141 versiones de aporte temprano a la verdad y 170 diligencias de construcción 

dialógicas de la verdad, coordinación interjurisdiccional y diálogo intercultural219.  

 

La entidad de estos aportes debe maximizarse de forma proporcional aun si esto no se 

ejecuta a modo de sanción, por lo cual se debe identificar prontamente cómo los 

comparecientes no seleccionados contribuirán a la reparación y restauración. Este es un 

acto inaplazable y prioritario para satisfacer los derechos de las víctimas. En ese sentido, 

a continuación se precisan las particularidades de la reparación en este escenario 

transicional.  

 

4.2. Reparaciones en el Sistema Integral para la Paz 

 

El AFP suscrito en 2016, que previó la creación de este Sistema atendiendo a los llamados 

de justicia, verdad, reparación y no repetición en favor de las víctimas, otorgó un papel 

clave a la justicia restaurativa:  

 

Resarcir a las víctimas está en el centro del Acuerdo General para la terminación del 
conflicto y la construcción de una paz estable y duradera suscrito en La Habana el 26 de 
agosto de 2012. En toda actuación del componente de justicia del SIVJRNR, se tomarán en 
cuenta como ejes centrales los derechos de las víctimas y la gravedad del sufrimiento 
infligido por las graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario y las graves 
violaciones a los derechos humanos ocurridas durante el conflicto. Tales violaciones causan 
daños graves y de largo plazo a los proyectos de vida de las víctimas.  
 
Deberá repararse el daño causado y restaurarse cuando sea posible. Por lo anterior, uno 
de los paradigmas orientadores del componente de justicia del SIVJRNR será la aplicación 
de una justicia restaurativa que preferentemente busca la restauración del daño causado y 
la reparación de las víctimas afectadas por el conflicto, especialmente para acabar la 
situación de exclusión social que les haya provocado la victimización. La justicia restaurativa 

 
218 Ibidem. Min. 31:10. 
219 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Principales estadísticas. Acumulado histórico. Fecha 
de actualización: 27 de septiembre de 2024. Op. cit. p. 1.  
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atiende prioritariamente las necesidades y la dignidad de las víctimas y se aplica con un 
enfoque integral que garantiza la justicia, la verdad y la no repetición de lo ocurrido220. 

 

Una de las primeras particularidades de la justicia restaurativa es el reconocimiento del 

daño221 y la comprensión de este como punto de partida para establecer, a partir de las 

necesidades y exigencias de las víctimas, medidas o soluciones eficaces de carácter 

reparador y transformador de sus condiciones de vida. Este potencial transformador de la 

justicia restaurativa va mucho más allá de la imposición de una sanción o castigo como 

principal medida para resarcir un daño e involucra diversos actores para su alcance.  

 

Entonces, de forma muy general, puede entenderse a la justicia restaurativa como un 

conjunto de estrategias, formas o medidas para para contribuir a la resolución de conflictos 

que involucran a la víctima, al ofensor y a la comunidad222. Esta apuesta por la resolución 

de conflictos no es realmente novedosa, pues sus bases se encuentran en prácticas de 

antiguas comunidades que buscaban restablecer de forma ágil el equilibrio en un grupo, 

partiendo del reconocimiento del error por parte del ofensor y su corrección, sin desplazar 

la satisfacción para la víctima223. 

 

Sin embargo, estas prácticas fueron sustituidas en el tiempo y el cambio respondió a las 

nuevas formas de organización y gobernanza que fueron adoptadas. Con estas nuevas 

formas que permitieron el establecimiento y la organización del poder en cabeza del 

Estado, la capacidad de resolución de conflictos por parte de las propias comunidades se 

redujo y las demandas de responsabilidad se trasladaron al Estado, quien también asumió 

 
220 GOBIERNO NACIONAL Y FARC-EP. Op cit. p. 144 
221 El daño puede entenderse como un mal, un menoscabo, una afectación o un perjuicio causado 
por una persona a otra, que genera un deterioro de distinta naturaleza. Ver: PÉREZ, José Y 
ZARAGOZA, José. Justicia restaurativa: Del castigo a la reparación. [En línea]. En: CAMPOS, 
Fernando et al (coord). Entre libertad y castigo: dilemas del estado contemporáneo. Estudios en 
homenaje a la Maestra Emma Mendoza Bremauntz.  Ciudad de México: Universidad Nacional 
Autónoma de México, Facultad de Derecho. 2011. pp. 639-654. [Citado 01 de mayo de 2024]. 
Disponible en: https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/7/3104/38.pdf 
222 SÁNCHEZ, Nelson Camilo Y PARRA, Óscar. Elementos para una justicia de paz restaurativa. 
[En línea]. Bogotá: Ediciones USTA. 2018. p. 14. [Citado 01 de mayo de 2024]. Disponible en: 
https://repository.usta.edu.co/bitstream/handle/11634/12636/Obracompleta.2018Sancheznelson.p
df?sequence=1&isAllowed=y  
223 MICHALOWSKI, Raymond. Order, law, and crime: An introduction to criminology, citado por DE 

GAMBOA TAPIAS, Camila. La justicia restaurativa en la justicia transicional: una reflexión general 
para el caso colombiano. [En línea]. Bogotá D.C. Instituto Colombo-Alemán para la Paz – CAPAZ. 
2020. p. 8. [Citado 01 de mayo de 2024]. Disponible en: https://www.instituto-capaz.org/wp-
content/uploads/2020/12/DT-4-2020-web.pdf 
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un grado de afectación con la comisión de un delito. En este escenario las nociones de 

delito y de pena tomaron mayor relevancia224.  

 

La pena, si bien cumple una función importante que parte de la censura a un sujeto cuyo 

actuar se desaprueba y se reprocha, no se centra en ofrecer plenamente una respuesta 

suficiente a las víctimas y a los daños que estas sufren. La imposición de una pena supone 

el papel protagónico de dos sujetos en un escenario adversarial: (i) el victimario que 

comparece en el proceso, y (ii) el Estado que pone en marcha su aparato de justicia, 

brindando garantías al victimario en curso del proceso225. 

 

Las prácticas que se enmarcan en la justicia restaurativa, por el contrario, al generar 

espacios participativos y deliberativos en donde las víctimas y los responsables, e incluso 

otras personas o la propia comunidad, pueden alcanzar acuerdos que tengan la vocación 

de reparar los daños causados partiendo del reconocimiento de responsabilidad a cargo 

del victimario. Aquí el protagonismo recae sobre los actores que son capaces de establecer 

estos acuerdos en espacios que no son propiamente adversariales226.  

 

Este tema no es ajeno a la esfera internacional, pues en varios instrumentos se ha 

contemplado la aplicación de justicia restaurativa en el ámbito penal. Como punto de 

partida se identifica la Resolución 1999/26 del 28 de julio, del Consejo Económico y Social, 

relativa a la elaboración y aplicación de medidas de mediación y justicia restitutiva en 

materia de justicia penal.  

 

Esta se refiere principalmente a la capacidad de las medidas restaurativas para satisfacer 

a las víctimas y evitar futuras conductas ilícitas, reconociendo que los mecanismos 

tradicionales de justicia penal no siempre ofrecen respuestas apropiadas y oportunas. No 

 
224 WEITEKAMP, Elmar. The history of restorative justice, citado por DE GAMBOA TAPIAS, Camila. 
La justicia restaurativa en la justicia transicional: una reflexión general para el caso colombiano. [En 
línea]. Bogotá D.C. Instituto Colombo-Alemán para la Paz – CAPAZ. 2020. p. 9. [Citado 01 de mayo 
de 2024]. Disponible en: https://www.instituto-capaz.org/wp-content/uploads/2020/12/DT-4-2020-
web.pdf 
225 CARNEVALI, Raúl. Justicia Restaurativa y sus respuestas frente al conflicto penal. 
Responsabilidad y reparación. pp. 305-310. [En línea]. En: Revista de Derecho (Valdivia). Vol. 
XXXV. No. 1. (2022). pp. 303-322. [Citado 01 de mayo de 2024]. Disponible en: 
https://www.scielo.cl/pdf/revider/v35n1/0718-0950-revider-35-01-303.pdf 
226 Ibidem.  
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puede dejarse a un lado el llamado que en esta resolución se hace a los Estados, para que 

consideren la incorporación de medidas restaurativas en sus ordenamientos jurídicos227.  

 

Posteriormente, vendría la Resolución 2000/14, del 27 de julio, del Consejo Económico y 

Social, en la cual se presentaron elementos del anteproyecto de declaración de principios 

básicos para la aplicación de programas de justicia restaurativa en materia penal. En esta 

se reconoce que la aplicación de medidas de carácter restaurativo no implica el 

desconocimiento del deber de investigar, juzgar y sancionar a cargo del Estado, y precisa 

una serie de definiciones y alrededor de la justicia restaurativa, como los programas de 

justicia restaurativa y los procesos restaurativos228.  

 

Los programas de justicia restaurativa son, básicamente, el conjunto de procesos en los 

cuales se involucra directamente a la víctima, al ofensor y a los demás sujetos afectados 

para determinar y acordar alternativas que permitan resolver cuestiones derivadas de la 

comisión de un delito229. El acuerdo que surja en estos escenarios se entiende como un 

resultado restaurativo230.  

 

En el informe del Secretario General del Consejo Económico y Social de Naciones Unidas, 

del 7 de enero de 2002 sobre reforma del sistema de justicia penal, logro de eficacia y 

equidad: Justicia Restaurativa, se encuentra que varios Estados ven la aplicación 

programas de justicia restaurativa como un complemento a la respuesta penal, 

especialmente, en escenarios en donde esta última no suele tener mucho éxito. La 

utilización de estos programas en algunos Estados se encontraba en una fase 

experimental, por lo cual debía ser estudiada y desarrollada231. 

 

Esto propició la adopción de los Principios básicos para la aplicación de programas de 

justicia restaurativa en materia penal, con la Resolución 2002/12 del 24 de julio. Según 

estos principios, los programas de justicia restaurativa deberían ser utilizados únicamente 

 
227 MONTERO, Tomás. Justicia restaurativa: Instrumentos internacionales. [En línea], 2014. pp. 3-
5. [Citado 01 de mayo de 2024]. Disponible en: 
https://www2.congreso.gob.pe/sicr/cendocbib/con4_uibd.nsf/7D1E0DB94ADCD6C605257E75006
89077/$FILE/PAIP_JusticiaRestaurativa-Recopilaci%C3%B3nTextosInternacionales.pdf 
228 Ibidem. pp. 6-10.  
229 En este instrumento se empleó la noción de delito indistintamente del concepto de daño.  
230 Ibidem.  
231 Ibidem. pp. 11-30.  
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cuando existan pruebas suficientes que indiquen la responsabilidad de una persona, 

contando con el consentimiento libre y voluntario de la víctima.  

 

En esa medida, los acuerdos que se alcance parten de la voluntad de estas partes y deben 

contener obligaciones razonables y proporcionadas; además, en estos procesos deben 

preservarse condiciones simétricas para las partes, el acceso a la información, la 

capacitación e imparcialidad de facilitadores, como sujetos imparciales que pueden 

coadyuvar al alcance de un acuerdo, y la posibilidad de acceder a la administración de 

justicia en caso de incumplimiento del acuerdo adoptado en el escenario restaurativo. Se 

pueden considerar los siguientes objetivos de la justicia restaurativa:  

 

a) Apoyar a las víctimas, que su voz sea escuchada, que expresen abiertamente sus 

necesidades y abrirles espacios de participación en la resolución de conflictos.  

b) Restaurar el orden y la paz en las comunidades, reparando las relaciones que 

fueron dañadas.  

c) Denunciar el comportamiento dañino como inaceptable, reafirmando con ello los 

valores de las comunidades.  

d) Prevenir la reincidencia de los victimarios, promoviendo cambios en estos y 

facilitando la reintegración en las comunidades.  

e) Motivar el reconocimiento de responsabilidades, especialmente por parte de los 

victimarios y de terceros que hayan tenido distintos niveles de participación.  

f) Identificar resultados restaurativos y directos, proporcionando distintas fórmulas 

que permitan alcanzar reparaciones significativas.  

g) Identificar los factores que causan el daño y promover la adopción de acciones que 

permitan su reducción232.  

 

Sin embargo existen posturas que tienen algunas diferencias que invitan a un análisis más 

profundo. Es el caso de las propuestas hechas por Howard Zehr233, para quien la justicia 

restaurativa no puede comprenderse como un programa o un proyecto específico, pues no 

 
232 ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS. OFICINA CONTRA LA DROGA Y EL DELITO. 
Manual sobre Programas de Justicia Restaurativa. [En línea]. 2006. pp. 9-11. [Citado 02 de mayo 
de 2024]. Disponible en: https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-
reform/Manual_sobre_programas_de_justicia_restaurativa.pdf 
233 ZEHR, Howard. El pequeño libro de la Justicia Restaurativa. [En línea]. New York: Good Books. 
2010. pp. 11-17. [Citado el 01 de mayo de 2024]. Disponible en: 
https://www.icbf.gov.co/sites/default/files/el_pequeno_libro_de_las_justicia_restaurativa.pdf 
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existe un modelo ideal objeto de réplica en cualquier escenario, pues precisamente 

cualquier modelo restaurativo responde al escenario particular y esto implica la  

construcción desde las bases hacia arriba, a partir de la construcción comunitaria y el 

reconocimiento de sus necesidades. 

 

Adicionalmente, este autor referencia de una forma muy precisa otros dos elementos que, 

junto con el entendimiento del daño como aspecto central en la justicia restaurativa, 

conforman sus pilares. Estos son el resultado inmediato de la comisión de un daño: quien 

comete un daño u ofensa, tiene la obligación de enmendarlo en la medida de lo posible de 

forma concreta y también simbólica; y en este contexto en el cual se busca enmendar un 

daño, las partes afectadas deben tener un espacio de participación para hacer expresas 

sus necesidades234.  

 

Sin embargo, más allá de esta importante precisión, los Principios referenciados pueden 

brindar algunos aspectos generales para tener en cuenta en escenarios concretos, aunque 

es determinante reconocer las particularidades que tenga cada uno de estos. En especial, 

las de los sujetos que participen, las características del daño y sus consecuencias, o las 

afectaciones en el plano individual y colectivo, sin dejar a un lado las condiciones 

particulares de victimario o victimarios que lo causaron.  

 

Adicionalmente, se cree que este modelo de justicia más allá de buscar la resolución a un 

conflicto, o el reconocimiento del daño y su reparación, puede verse como un método 

holístico que permite fomentar el sentido de comunidad, fortalecer su estructura y las 

relaciones entre sus miembros, alcanzar equidad en su participación y el equilibrio en las 

relaciones de poder, lo cual resulta valioso si se quiere alcanzar soluciones sostenibles en 

el tiempo235.  

 

En el ordenamiento penal colombiano se han establecido mecanismos de justicia 

restaurativa en los artículos 518 y siguientes del Código de Procedimiento Penal236. En 

 
234 Ibidem. pp. 28-31.  
235 BANKHEAD, Teiahsa Y BROWN, Rachel. La justicia restaurativa, un camino de sanación. [En 
línea]. En: Revista Por la Paz. No. 41. (2023). [Citado 01 de mayo de 2023]. Disponible en: 
https://www.icip.cat/perlapau/es/articulo/la-justicia-restaurativa-un-camino-de-sanacion/ 
236 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 906 (31 de agosto de 2004). Por la cual 

se expide el Código de Procedimiento Penal. Diario Oficial No. 45.657. Bogotá D.C., 2004.  
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esta oportunidad, los procesos de justicia restaurativa corresponden a escenarios en los 

que la víctima, imputado, acusado o sentenciado, participan conjunta y activamente para 

alcanzar un resultado restaurativo, es decir, un acuerdo que contempla responsabilidades 

y necesidades colectivas e individuales, este resultado restaurativo implica la reintegración 

de infractor y víctima en la comunidad. 

 

Las reglas y las condiciones que permiten la operatividad de la justicia restaurativa prevista 

en este código recogen en buena parte lo contemplado en los Principios básicos para la 

aplicación de programas de justicia restaurativa en materia penal, precisando que los 

acuerdos realizados bajo estos programas no pueden comprometer la presunción de 

inocencia del procesado y tampoco fundamentar la imposición de una condena o agravar 

la pena.  

 

De acuerdo con estas disposiciones procesales la justicia retributiva y la justicia 

restaurativa pueden concurrir, pero esta última probablemente se limita para permitir que 

prevalezca la retribución, aunque también se habilita el incidente de reparación integral al 

final del proceso y cuando el sujeto es condenado. Los escenarios restaurativos son 

realmente pocos y no abarcan todas las posibilidades en el marco de la actividad de la 

justicia ordinaria, ya que no es su fin o enfoque, o incluso la respuesta que puede ser 

deseable frente a la ocurrencia de un delito, como lo sería la pena237. La mediación, la 

conciliación preprocesal y en el incidente de reparación integral son los únicos espacios 

previstos para la justicia restaurativa.  

 

En ese orden de ideas, puede verse que la justicia retributiva se centra en el delito y en el 

castigo que le corresponden a quien comete el daño, en su culpabilidad y parte de un 

reproche sobre el suceso que implicó la transgresión de una norma penal. En este 

escenario, la controversia gira alrededor del conflicto que surge entre el Estado y quien 

infringe sus normas, de ahí que el trámite de este conflicto también se dé según las formas 

dispuestas en un tiempo determinado, en el cual la comunidad y a la víctima no tienen 

realmente un rol protagónico238.  

 
237 Al respecto, es importante precisar que a la luz de nuestro ordenamiento, y puntualmente el 
Código Penal (Ley 599 de 2000) la pena tiene las siguientes funciones: (i) prevención general, (ii) 
retribución justa, (iii) prevención especial, (iv) reinserción social y (v) protección al condenado. 
238 ABUCHAIBE, Heidi; GÓMEZ, Andrei Y UMAÑA, Camilo. Justicia restaurativa: oportunidades y 
retos para construir una paz estable y duradera. [En línea]. Bogotá D.C.: Defensoría del Pueblo. 
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Ahora bien, es importante preguntarse ¿cómo este modelo restaurativo puede tener 

relevancia en procesos de transición? Para resolver este interrogante, debe recordarse que 

la justicia transicional es un modelo que surge para referirse a los esfuerzos realizados en 

términos de justicia239, con el fin de alcanzar distintos objetivos como la rendición de 

cuentas, el esclarecimiento de la verdad, la construcción de un régimen democrático cuyas 

instituciones puedan responder a las demandas de las víctimas, quienes además son 

sujetos que asumen un importante papel después de haber atravesado escenarios en los 

cuales sus derechos y libertades fueron negadas. En este escenario se pretende construir 

una paz estable a partir de la reconfiguración o surgimiento de mecanismos y medidas de 

diferente naturaleza.  

 

Es sabido que, por lo general, la justicia transicional suele ver hacia el pasado para exigir 

la rendición de cuentas con ocasión a violaciones masivas de derechos humanos y también 

busca desplegar reparaciones con ocasión a estas, cumpliendo con la obligación de 

reparar que emerge de diferentes tratados internacionales y del derecho interno. No 

obstante, la complejidad de esta labor indica que deba verse hacia el futuro para establecer 

medidas que permitan superar las condiciones de vida de las víctimas a partir del daño, y 

que sea necesaria la adopción de enfoques diferenciales para aterrizar y materializar estas 

obligaciones a escenarios particulares y concretos.  

 

Puede pensarse que acudir a un enfoque restaurativo es una solución acertada para 

hacerle frente a las necesidades de las víctimas. Sin embargo, como lo explica Camila de 

Gamboa240, esto puede tener ciertas dificultades considerando el escenario que aborda la 

transición, pues si bien la justicia restaurativa integra a las víctimas, a los ofensores y a la 

comunidad, es sumamente retador integrar a un conjunto amplio de personas que causaron 

el daño, que podría incluso no ser determinado con precisión en contextos de violaciones 

masivas en las cuales no hablamos de un solo ofensor, sino de grupos e incluso otros 

 
2018. pp. 17-18. [Citado 28 de abril de 2024]. Disponible en: 
http://publicaciones.defensoria.gov.co/desarrollo1/ABCD/bases/marc/documentos/textos/Cuaderno
s_de_Paz_1_-_Justicia_Restaurativa.pdf; SÁNCHEZ; Nelson Camilo Y PARRA, Óscar. Op. cit. pp. 
17-19.  
239 LYONS, Amanda. Op. cit. pp. 15-16. 
240 DE GAMBOA TAPIAS, Camila. La justicia restaurativa en la justicia transicional: una reflexión 

general para el caso colombiano. [En línea]. Bogotá D.C. Instituto Colombo-Alemán para la Paz – 
CAPAZ. 2020. p. 20. [Citado 01 de mayo de 2024]. Disponible en: https://www.instituto-
capaz.org/wp-content/uploads/2020/12/DT-4-2020-web.pdf 
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actores en contextos de violencia que demandan muchas veces programas de 

reparaciones extensos que buscan satisfacer a un gran número de víctimas.  

 

Por su parte, Camilo Sánchez y Óscar Parra241 explican que existen aspectos positivos en 

el relacionamiento que tiene la justicia transicional con la justicia restaurativa, pues esta 

última puede dotar de mayor legitimidad los procesos transicionales y procura garantizar 

la centralidad de las víctimas en estos. También permite que la justicia transicional pueda 

ver hacia el futuro para llevar a cabo la reconstrucción del tejido social por medio de 

estrategias como el perdón y la reconciliación242, y habilita una oportunidad importante en 

términos de acompañamiento a estos procesos.   

 

Según Diana Güiza y Rodrigo Uprimny243, una de las formas en las que la justicia 

transicional, la justicia restaurativa e incluso la justicia retributiva se han relacionado se da 

bajo el AFP y tiene que ver con las medidas sancionatorias que se adoptan, es decir, un 

modelo de justicia transicional puede contemplar diferentes sanciones que se imponen 

conforme al grado de reconocimiento de verdad o de responsabilidad, lo cual puede tener 

un alto contenido restaurador y reparador. A mayor intensidad del reconocimiento, el 

carácter restaurativo de la sanción incrementa aun cuando guarda un ligero espacio para 

la retribución, mientras que, a menor intensidad del reconocimiento, el carácter retributivo 

de la sanción se incrementa.  

 

La Corte Constitucional en la sentencia C-080 de 2018 señala algunas particularidades de 

la justicia restaurativa que fueron señaladas en párrafos anteriores y retoma algunas de 

sus posturas fijadas en sentencias como la C-055 de 2010, C-579 de 2013 y C-649 de 

2015 para reafirmar su planteamiento de sobre la justicia restaurativa y su relación con la 

justicia transicional: estima que la justicia restaurativa o justicia reparadora, es compatible 

 
241 SÁNCHEZ, Nelson Camilo Y PARRA, Óscar. Op. cit. pp. 59-64. 
242 Sobre la reconciliación y el perdón en el modelo de justicia restaurativa, Zehr cuestiona este tipo 
de procesos. La justicia restaurativa no puede exigir la reconciliación por parte de las víctimas a sus 
ofensores, pero sí puede proporcionar espacios para que estos tengan cabida sin presiones y 
exigencias. ZEHR, Howard. Op. cit. pp. 11-12.  
243 GUIZA, Diana y UPRIMNY, Rodrigo. La JEP: Entre la cárcel y la justicia restaurativa. [En línea], 
DEJUSTICIA. Bogotá D.C. 2016. [Citado el 28 de abril de 2024]. Disponible en internet: 
https://www.dejusticia.org/column/la-jep-entre-la-carcel-y-la-justicia-restaurativa/  
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con la justicia transicional al compartir su objetivo, que consiste en alcanzar la reparación 

de las víctimas a través de su dignificación y reintegración en la sociedad244.  

 

Propiamente en el SIP la justicia restaurativa se ha ubicado como un elemento transversal 

que se ha visibilizado desde etapas tempranas de los procedimientos adelantados por la 

JEP, y especialmente, en la faceta proactiva del régimen de condicionalidad que abarca el 

cumplimiento de las condiciones de acceso y permanencia, las sanciones propias/TOAR 

como desarrollo de un proceso dialógico y restaurador que parte del relacionamiento entre 

comparecientes y víctimas, y las medidas de contribución a la reparación.  

 

Al tener las víctimas al tener un papel protagónico dentro de un proceso dialógico, se prevé 

su reparación en las etapas más tempranas de los procedimientos a través de 

oportunidades y espacios que contribuyen al esclarecimiento de la verdad, como la entrega 

de informes u otras cuya esencia restauradora pueda responder a las necesidades de las 

víctimas. Estas pueden comprenderse como medidas de reparación, y particularmente de 

satisfacción, concretadas con antelación a la imposición y ejecución de la sanción propia245.  

 

Pueden entenderse como acciones que, de forma temprana, pueden contribuir a la 

reparación y principalmente como medidas de satisfacción: (i) la presentación de informes 

por parte de las víctimas a la SRVR, (ii) la participación efectiva en el procedimiento de 

naturaleza dialógica que tiene un enfoque restaurativo, en espacios como las versiones 

voluntarias, las audiencias públicas de reconocimiento, audiencias de observaciones de 

víctimas, IIRC o en diligencias como las de entrega digna, entre otras que se habilitan en 

diferentes etapas procesales.  

Claramente esto se desprende de lo acordado por los firmantes del AFP, pues desde un 

principio determinaron medidas de reparación para la construcción de paz, que abarcan 

 
244 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-080 de 2018. M.P. Antonio José 
Lizarazo Ocampo. 
245 COMISIÓN COLOMBIANA DE JURISTAS. Boletín # 22 del Observatorio sobre la JEP. [En línea]. 
2020. [Citado 02 de mayo de 2024]. Disponible en: 
https://www.coljuristas.org/observatorio_jep/documentos/boletines/boletin_22.pdf; COMISIÓN 
COLOMBIANA DE JURISTAS. Boletín # 23 del Observatorio sobre la JEP. [En línea]. 2020. [Citado 
02 de mayo de 2024]. Disponible en: 
https://www.coljuristas.org/observatorio_jep/documentos/boletines/boletin_23.pdf: COMISIÓN 
COLOMBIANA DE JURISTAS. Boletín # 6 del Observatorio sobre la JEP. [En línea]. 2020. [Citado 
02 de mayo de 2024]. Disponible en: 
https://www.coljuristas.org/observatorio_jep/documentos/boletines/boletin_6.pdf;  
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actos tempranos de reconocimiento de responsabilidad colectiva, acciones concretas de 

contribución a la reparación, medidas materiales y simbólicas dirigidas a atender el daño, 

acciones en materia de convivencia y reconciliación.  

En el Capítulo IV del AL 01 de 2017 y de acuerdo con lo establecido por la Corte 

Constitucional246, la reparación en el SIP tiene dos grandes componentes. El primero 

contempla la obligación en cabeza del Estado de reparar a las víctimas de graves 

violaciones a los derechos humanos, que debe realizar a partir de la priorización 

poblacional y territorial para la distribución de las medidas diferenciadas, adecuadas y 

objetivas, teniendo en cuenta el criterio de acceso universal, igualitario y equitativo.  

 

El segundo componente prevé la responsabilidad de los comparecientes en virtud del 

régimen de condicionalidad y el cumplimiento de las condiciones de acceso y permanencia 

que se derivan de este. En esa medida, le corresponde a la JEP verificar el cumplimiento 

de la obligación de reparar que tienen los comparecientes a su cargo, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 141 de la LEJEP, en el cual se profundiza el componente 

restaurativo de las sanciones propias y presenta un listado no taxativo de algunas acciones 

que se pueden realizar por los comparecientes en estos casos, siempre que sean acordes 

con las políticas públicas en la materia y con las costumbres de las comunidades, a quienes 

se les debe vincular a una consulta.  

 

Los TOAR, bien sea de forma anticipada o como parte de la sanción propia, se desarrollan 

como consecuencia del régimen de condicionalidad, con el fin de cumplir con obligaciones 

que de este se derivan, como la contribución a la reparación de las víctimas y por eso son 

un elemento central de las relaciones de condicionalidad247.  Al respecto, los lineamientos 

sobre sanción propia y TOAR248 desarrollados en 2020 por la SeRVR y complementados 

en 2023249, indican que todo sujeto sobre el cual recae la competencia de la JEP, puede 

 
246 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-674 de 2017, M.P. Luis Guillermo 
Guerrero Pérez.  
247 SANDOVAL, Clara et al. Op. cit. pp. 14-15.  
248 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. TEP. SeRVR. Lineamientos en materia de sanción 
propia y Trabajos, Obras y Actividades con contenido Reparador-Restaurador. Op. cit. pp. 9-11.  
249 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. TEP. SeRVR. Lineamientos complementarios en 

materia de sanción propia y Trabajos, Obras y Actividades con contenido Reparador – Restaurador 
(TOAR). [En línea]. 2023. [Citado 01 de mayo de 2024]. Disponible en: 
https://relatoria.jep.gov.co/documentos/providencias/4/10/LineamientosComplementarios_Sancion
es-propias-y-TOAR_SeRVR_09-noviembre-2023.pdf  
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desarrollar un TOAR a título individual y colectivo, con elementos detallados, claros y 

programados para presentar la SRVR, quien puede activar los espacios de consulta para 

garantizar los derechos de pueblos étnicos y comunidades.  

 

La participación de los comparecientes en los TOAR es personal e indelegable, y para su 

construcción se pueden remitir al listado no taxativo del artículo 141 de la LEJEP. Los 

TOAR posteriormente son valorados por la SeRVR al presentarse como proyectos de 

sanción propia en las resoluciones de conclusiones que profiere la SRVR después de un 

extenso recorrido procesal que debe garantizar la participación efectiva de las víctimas. Se 

entiende que un proyecto de sanción propia tiene vocación restauradora cuando guarda 

relación de causalidad directa o indirecta con el daño causado250.  

 

Ahora bien, los comparecientes de forma anticipada tienen la posibilidad de formular un 

TOAR sin esperar la imposición de la sanción propia o que se defina su situación jurídica 

por otro medio, siempre y cuando la actividad de carácter reparador sea consultada, se 

defina su alcance territorial y temporal, y se certifique por la Secretaría Ejecutiva de la 

JEP251.  Esto tiene un efecto positivo en la faceta proactiva del régimen de condicionalidad 

y también como una forma temprana de reparación que es relevante para los 

comparecientes pues permite obtener un descuento en la sanción propia que se impondrá 

con posterioridad252. 

 

En cuanto al alcance que tienen los TOAR es relevante precisar que son una herramienta 

pensada esencialmente para la reparación colectiva cuyo efecto restaurador también 

puede acercarse a la dimensión individual253. Resulta acorde con los objetivos y 

características del SIP y, concretamente de la JEP y de las herramientas que esta pone en 

marcha, pues buscan responder a las violaciones masivas de derechos humanos que 

involucran un número plural de víctimas que son afectadas en su conjunto y, así mismo, 

 
250 Ibidem. p. 6. 
251 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. TEP. SeRVR. Lineamientos en materia de sanción 
propia y Trabajos, Obras y Actividades con contenido Reparador-Restaurador. Op. cit. pp. 17-19.  
252 SANDOVAL, Clara et al. Op. cit. pp. 13-18. 
253 MALDONADO, Daniel. Los Trabajos, Obras y Actividades con contenido Reparador-Restaurador 

en la Jurisdicción Especial para la Paz: Retos y oportunidades para la garantía del derecho a la 
reparación de las víctimas en Colombia. Trabajo de grado para optar por el título en Derecho y 
Ciencia Política. Bogotá D.C. Universidad de los Andes. Facultad de Derecho y Departamento de 
Ciencia Política y Estudios Globales, Facultad de Ciencias Sociales. 2024. pp. 20-23.  
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pueden ser resarcidas cuando se involucran directamente en los espacios para concertar 

dicha restauración.  

 

Particularmente, en los casos No. 01, No. 03. No. 03 y 04 conjuntos, para los cuales ya se 

profirió la resolución de conclusiones y existe un proyecto de sanción que conocerá la 

SeRVR para realizar el análisis de correspondencia, imponer las sanciones propias y el 

contenido restaurador de estas, se encuentra que han sido acreditadas individualmente 

3.990, 3.457 y 468 víctimas respectivamente, mientras que a nivel colectivo se acreditaron 

116 sujetos colectivos que individualmente integran 45.612 sujetos en el Caso 04254.  

 

El componente retributivo de la sanción propia engloba una restricción efectiva de la 

libertad, que será determinada por la SeRVR como encargada de imponer esta clase de 

sanciones para partícipes determinantes y no determinantes, caso en el cual deben 

contemplarse los criterios del artículo 134 de la LEJEP para su dosificación255. La 

restricción efectiva de la libertad determinada en la sentencia debe establecer el lugar en 

el cual residirán los comparecientes objeto de la sanción y los horarios de ejecución de los 

TOAR que se implementarán, para ello también se tendrán en cuenta las acciones 

restauradoras y reparadoras realizadas con antelación por los comparecientes256. 

 

Después de precisar estos aspectos, se resalta que por parte de la SRVR se han proferido 

5 resoluciones de conclusiones, la última de estas en el Caso conjunto No. 03 y 04 en 

marzo de 2024, y presentaron diversos proyectos de sanción propia con miras a la 

imposición y definición de esta por parte de la SeRVR. Estos proyectos contemplan lo 

siguiente:  

 

 
254 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Principales estadísticas. Acumulado histórico. Fecha 
de actualización: 27 de septiembre de 2024. Op. cit. p. 3. 
255 De acuerdo con este artículo, la dosificación de la sanción propia que impondrá la SeRVR debe 

tener en cuenta: (i) la gravedad de la conducta que se sanciona, (ii) los compromisos frente a la 
reparación de las víctimas y la no repetición, (iii) el grado de verdad y la prontitud en la cual lo haya 
hecho el compareciente, (iv) y el grado de participación y responsabilidad, además de las 
circunstancias de menor y mayor punibilidad.  
256 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. TEP. SeRVR. Lineamientos complementarios en 
materia de sanción propia y Trabajos, Obras y Actividades con contenido Reparador – Restaurador 
(TOAR). Op. cit. pp. 8-9.  
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Tabla 1.  

 

Información general sobre 
la Resolución de 

Conclusiones 

Proyecto de sanción propia / TOAR  

 
Resolución de 
conclusiones No. 1, 
proferida por la SRVR el 20 
de octubre de 2022257.  
 
Macrocaso No. 03, Subcaso 
Norte de Santander. 
 
Se procesan 
comparecientes por 
crímenes de guerra, dada la 
ocurrencia de homicidios en 
personas protegidas, 
crímenes de lesa 
humanidad por homicidios y 
desapariciones forzadas. 

La SRVR concretó 7 proyectos después de analizar los inicialmente formulados por los 11 
comparecientes seleccionados y las observaciones realizadas por las víctimas:  
 

1) Salón de exposición dentro del Museo Nacional de la Memoria, relativa a los 
asesinatos y las desapariciones forzadas de personas para ser presentadas como 
bajas en combate por agentes del estado.  

2) Parque memorial de las 6.402 víctimas de asesinatos y desapariciones forzadas 
presentadas como bajas en combate por agentes del Estado.  

3) Placas ubicadas en los parques donde fueron aprehendidas las víctimas de 
asesinato y desaparición forzada presentadas como bajas en combate por agentes 
del Estado.  

4) Construcción de espacios físicos donde las víctimas de asesinatos y desapariciones 
forzadas presentados como bajas en combate por agentes del Estado puedan 
congregarse y realizar actividades para su fortalecimiento organizacional.  

5) Proyectos de recreación, deporte y ocupación del tiempo libre para jóvenes en 
contextos de vulnerabilidad social y económica 

6) Documental fílmico “Las verdades del Catatumbo”, como proyecto puesto en 
consideración por cuatro comparecientes seleccionados como máximos 
responsables y partícipes determinantes.  

7) Cátedras para fortalecer la no repetición, proyecto presentado por cinco 
comparecientes seleccionados como máximos responsables y partícipes 
determinantes.  

 
Con respecto a los 5 primeros proyectos de sanción, la SRVR indica que, los comparecientes 
podrán contribuir con la construcción y adecuación física de los recintos, así como con su 
mantenimiento y cuidado, teniendo en cuenta las concertaciones que se celebren con las 
víctimas. Y, en general, para las todas las propuestas, la SRVR destaca la apertura de 
entidades que pueden contribuir a la implementación de los proyectos de acuerdo con sus 
competencias; prevé que su financiación puede darse a través de la cooperación 
internacional, además de los recursos obtenidos por los comparecientes para la ejecución de 
los proyectos de sanción que hubieren formulado.  
 
Con respecto a uno de los proyectos formulados inicialmente por los comparecientes, 
consistente en la cancelación de las deudas adquiridas por las víctimas con los cementerios 
en los que se encuentran restos óseos de sus familiares, la SRVR reafirma que debe excluirse 
cualquier tipo de indemnización como medida al interior de la JEP. No obstante, la SRVR la 
pone a consideración de la SeRVR para su evaluación, pues está será la encargada de la 
imposición de sanciones y su seguimiento.  

Resolución de 
conclusiones No. 2, 
proferida por la SRVR el 24 
de noviembre de 2022258.   
 
Caso 01, con respecto a los 
comparecientes del último 
secretariado de las FARC-
EP.  
 
Se procesan 
comparecientes por 
crímenes de guerra de toma 
de rehenes y homicidio, 
crímenes de lesa 
humanidad por otras 

Los 8 comparecientes seleccionados presentaron 4 proyectos que abarcan diferentes 
acciones que buscan contribuir a la reparación y restauración. Estos proyectos cumplen con 
los lineamientos de sanción propia al ilustrar de forma detallada los objetivos, fases, 
obligaciones y responsables, e incluso contemplan fuentes de financiación alternas a las que 
pueden asignarse por el ejecutivo.  
 
Estos proyectos son:  
 

1) Búsqueda de personas dadas por desaparecidas. Este proyecto y las acciones que 
contempla, apuntan a su vez al cumplimiento de las obligaciones del régimen de 
condicionalidad. Se valora positivamente el despliegue de medidas permanentes 
dirigidas a la búsqueda, la reconstrucción de zonas que permitan adelantar dichas 
actividades y otras de carácter simbólico.  

2) Acción integral contra minas: Este proyecto formulado por los comparecientes 
apunta al recaudo de información sobre territorios en los cuales puedan estar 
contaminados por la presencia de artefactos como minas, reparaciones simbólicas 

 
257 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Resolución de 
conclusiones No. 01 del 20 de octubre de 2022.  
258 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Resolución de 
conclusiones No. 02 del 24 de noviembre de 2022.  
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privaciones graves de la 
libertad, homicidio y 
desaparición forzada. 

a las víctimas de estos artefactos sus familias, la educación sobre sus riesgos y las 
acciones dirigidas a impulsar el cumplimiento de la convención de Ottawa. Los 
aspectos que pueden representar una limitación por la regulación nacional e 
internacional deberán evaluarse por la SeRVR.  

3) Sumapaz. Reconocimiento del medio ambiente como víctima. Este proyecto busca 
promover acciones de restauración ambiental en el Parque Nacional Natural de 
Sumapaz, para el mejoramiento de áreas de páramo y bosque andino. Esto incluye 
acciones de educación ambiental y ecoturismo para contribuir de forma 
complementaria al desarrollo rural de este territorio.  

4) Componente de memoria y reparación simbólica. Las acciones dentro de este 
proyecto buscan la construcción y conservación de la memoria, la ejecución de 
medidas de reparación simbólica a partir del reconocimiento de responsabilidades, 
entre otros. Son amplias las posibilidades que emergen dentro de este proyecto 
para cumplir con el fin restaurador y reparación de la sanción.  

 
Es positivo para la SRVR la ejecución de estas acciones por medio de TOAR anticipados en 
cabeza de los comparecientes. No obstante, existen ciertos aspectos que deberán ser tenidos 
en cuenta por la SeRVR tras la remisión realizada con ocasión a esta resolución, como la 
ausencia de reconocimiento y de verdad plena frente a la ocurrencia de hechos y conductas 
constitutivas de violencia sexual y trabajos forzados, o el silencio frente a la participación de 
terceros, o la alusión al desconocimiento que tenían de dichos hechos o la actuación irracional 
de sus subalternos, pudiendo desconocer el estándar de reconocimiento de la SRVR259.  

Resolución de 
conclusiones No. 3, 
proferida por la SRVR el 7 
de diciembre de 2022260.    
 
Macrocaso No. 03, Subcaso 
Costa Caribe, Batallón de 
Artillería No. 2 “La Popa”. 
 
Se procesan 
comparecientes por 
crímenes de guerra, dada la 
ocurrencia de homicidios en 
personas protegidas, 
crímenes de lesa 
humanidad por homicidios y 
desapariciones forzadas. 

En esta oportunidad se concluyó que 12 comparecientes seleccionados por la SRVR como 
máximos responsables son elegibles para una sanción propia, mientras que otros 
comparecientes que ostentan dicha calidad fueron remitidos a la UIA, para que se inicie un 
trámite adversarial.  
 
La SRVR señaló que no todos los proyectos formulados por los comparecientes cumplen con 
los lineamientos de sanción propia y TOAR, por lo cual se formularon los siguientes después 
de realizar ajustes:  
 

1) Acciones y medidas de memoria histórica y restauración del buen nombre de las 
víctimas. Estas acciones comprenden la dignificación del buen nombre las víctimas 
de pueblos Wiwa y Kankuamo, creación de contenidos audiovisuales, construcción 
y ubicación de monumentos o placas en honor a las víctimas, construcción de un 
mural de la memoria, e incluso la adecuación de un espacio en el Museo Nacional 
de Memoria en el que reposarán elementos que busquen la dignificación, 
construcción y conservación de la memoria.  

2) Acciones y medidas de reforestación y recuperación de cuencas hídricas. Esta 
puede tener una gran relevancia para pueblos étnicos, reconociendo el impacto del 
conflicto en el territorio y los daños que éste sufrió.  

 
Para determinar las posibilidades en la implementación de estos proyectos de sanción a cargo 
de comparecientes integrantes de la Fuerza Pública, la SRVR gestionó un proceso de 
consulta a las entidades del orden nacional que pueden articularse, mientras que en el plano 
territorial tuvo acercamientos con otras de orden regional.   
 
En esa medida, se conoció de las actividades que ha adelantado la UARIV con respecto a la 
implementación del Plan de Reparación Integral Colectiva de los pueblos Wiwa y Kankuamo, 
que respectivamente se encuentran en las fases de diagnóstico del daño y se implementación. 
No obstante, la UARIV señala que los acercamientos realizados para tal fecha (agosto de 
2022), se encuentran en una fase exploratoria.  
 
La Dirección Territorial para el César de la UARIV, evidencia una disposición para integrar el 
componente restaurador de la sanción propia dentro de los PIRC. Por ello, le corresponderá 
a la SeRVR dentro de sus facultades activar las diferentes estrategias para que sean 
realizadas las labores de coordinación interinstitucional a través del Comité de Articulación de 
la JEP.  
 
Finalmente, frente a las condiciones de habitabilidad y seguridad que deben disponerse en 
favor de los comparecientes que ejecutarán los proyectos dentro de las sanciones propias, el 

 
259 COMISIÓN COLOMBIANA DE JURISTAS. Boletín # 65 del Observatorio sobre la JEP. [En línea]. 
2023. pp. 7-9. [Citado 03 de mayo de 2024]. Disponible en: 
https://www.coljuristas.org/observatorio_jep/documentos/boletines/Boletin_65.pdf 
260 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Resolución de 
conclusiones No. 03 del 7 de diciembre de 2022.  
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comandante del Comando Conjunto Estratégico de Transición de las Fuerzas Militares señaló 
que las unidades en el norte de César y sur de la Guajira no cuentan con instalaciones para 
designar como residencia de los comparecientes, y tampoco se pueden prever condiciones 
se seguridad. En ese sentido, la SeRVR deberá desplegar las gestiones en los espacios de 
coordinación, considerando el componente restaurador que se adopte.  

Resolución de 
conclusiones No. 4 
proferida por la SRVR el 20 
de marzo de 2024261. 
 
Caso 03 y 04 ““Asesinatos y 
desapariciones forzadas en 
el cementerio Las Mercedes 
de Dabeiba, Antioquia, 
perpetrados por miembros 
de la Fuerza Pública entre 
1997 y 2007”. 
 
Se procesan 
comparecientes por 
crímenes de guerra, dada la 
ocurrencia de homicidios en 
personas protegidas, 
crímenes de lesa 
humanidad por homicidios y 
desapariciones forzadas. 
 
 

La SRVR concluyó que 8 comparecientes son elegibles para la imposición de una sanción 
propia y fueron remitidos 2 comparecientes para el trámite adversarial En esta oportunidad, 
la SRVR presentó a la SeRVR los siguientes proyectos de sanción propia:  
 

1) Restablecimiento de vías terciarias: Este proyecto busca mejorar vías terciarias en 

las zonas afectadas por el conflicto, aportando a la conectividad vial, el desarrollo 

de actividades económicas en la región. Este requiere de la articulación con 

instituciones del orden nacional como INIVIAS, que ya ha desplegado iniciativas 

que contribuyen a la construcción de paz como “Caminos Comunitarios de la Paz 

Total”.  

2) Cátedra de paz: Tiene como finalidad integrar a todos los actores del conflicto 

armado a través de actividades pedagógicas para difundir lecciones aprendidas.  

3) Proyecto productivo de galpones: Este proyecto apunta a la reconstrucción del 

tejido social y contribuir a las necesidades del campesinado, generando procesos 

productivos sostenibles.  

4) Proyecto de obra de memoria y reparación simbólica en el cementerio Las 

Mercedes: El cementerio Las Mercedes fue escenario de desapariciones forzadas 

de civiles, en el cual se identificaron 29 fosas comunes. Este proyecto busca 

transformar este espacio por medio de la construcción de una obra que permita 

brindar homenaje a las víctimas.  

5) Proyecto de obra de reconstrucción de 7 puentes en el cañón de la Llorona, Río 

Sucio: Este busca la reconstrucción de infraestructura que permite la comunicación 

entre distintos corregimientos de la zona, los cuales fueron destruidos por miembros 

de la Fuerza Pública al considerar que eran empleados por miembros de las FARC-

EP para desarrollar sus actividades criminales. Estos conectan a la población, 

permiten su circulación y disminuyen los riesgos derivados de estructuras 

artesanales que se han creado por la población para el tránsito entre distintas 

zonas.  

 
La SRVR también hizo referencia a la vinculación que ya han tenido algunos comparecientes 
a TOAR anticipados como los desarrollados a través de los proyectos “Restaurándonos” y 
“Reencontrándonos”. El primero de estos se ha ejecutado en el corredor ambiental Chingaza-
Sumapaz y tienen un enfoque ambiental importante. Mientras que, el segundo proyecto ha 
tenido ejecución en los municipios de Dabeiba, Murindó, Mutatá y Frontino, y se centra en el 
desarrollo de actividades pedagógicas sobre el riesgo de minas, la asistencia integral a 
víctimas y registro de información.  

 

(Elaboración propia a partir de la Resolución de conclusiones No. 01 del 20 de octubre de 2022, Resolución de 
conclusiones No. 02 02 del 24 de noviembre de 2022, Resolución de conclusiones No. 03 del 7 de diciembre de 2022, y la 

Resolución de conclusiones No. 04 del 20 de marzo de 2024) 

 

Los proyectos presentados como parte del componente restaurativo de la sanción propia 

son fruto de un trabajo consolidado a través del diálogo con las víctimas y la identificación 

de sus necesidades, la identificación de los daños causados y el reconocimiento de 

responsabilidades a cargo de los comparecientes. En estos procesos deben surgir al 

menos tres preguntas que pueden orientar la construcción de proyectos restauradores-

reparadores por los comparecientes:  

 
261 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Resolución de 
conclusiones No. 04 del 20 de marzo de 2024.  
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1)  ¿Existen iniciativas preexistentes en los territorios en donde se pretenden ejecutar 

las acciones propuestas en el TOAR anticipado o como parte de la sanción propia? 

2) ¿Qué entidades o autoridades locales son actores estratégicos para fortalecer el 

desarrollo de las acciones propuestas bajo el TOAR anticipado o como parte de la 

sanción propia? 

3) ¿Las acciones propuestas en el TOAR anticipado o como parte de la sanción propia 

tienen vocación de transformar las condiciones de vida de las víctimas y de las 

comunidades beneficiadas con su ejecución? 

 

Estas pueden ser unas pautas para tener en cuenta en la formulación de los TOAR 

anticipados o en la construcción de los proyectos de cara a la sanción propia. La primera 

permite visibilizar otras estrategias que pueden servir como punto de partida para 

encaminar acciones que pueden fortalecer y maximizar sus resultados, lo cual supone 

indagar sobre las posibilidades en la articulación de procesos e iniciativas. O por otro lado, 

puede conllevar al diseño de nuevas iniciativas que complementen otras preexistentes con 

el propósito de alcanzar una respuesta integral.  

 

La segunda, pone en consideración la capacidad institucional y la oferta que puede afianzar 

la ejecución de las acciones por parte de los comparecientes. De antemano esto exige la 

articulación interinstitucional y la identificación de la oferta que tienen las instituciones con 

el fin de contribuir a la construcción de paz y al cumplimiento de lo acordado. Y, finalmente, 

la tercera implica una reflexión profunda sobre la capacidad transformadora de las acciones 

propuestas para un conjunto amplio de personas propuestas, lo cual invita a reflexionar 

también sobre la capacidad que estas tienen para restablecer el tejido social.  

 

Sin embargo, lo precisado hasta aquí en términos de TOAR se enfoca más en las acciones 

que estarán a cargo de los comparecientes seleccionados o que pueden ser objeto de 

selección. En consecuencia, es importante precisar cuál es el panorama para la reparación 

a cargo de comparecientes que no fueron objeto de selección y que no son elegibles para 

la imposición de una sanción propia, pues este será un número importante de 

comparecientes.  
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Precisamente, como se indicó con anterioridad a partir de la SENIT 5 de 2023262, esto fue 

desarrollado con la caracterización del RCE. El RCE supone unas obligaciones de mayor 

intensidad dentro del régimen de condicionalidad exigibles a los comparecientes no 

seleccionados que contribuyen a la reparación con la vinculación a las actividades 

contempladas en el marco de los TOAR, pues este grupo de comparecientes es objeto de 

uno de los beneficios definitivos más relevantes que pueden ser otorgados: la RPP.  

 

Claramente, si un beneficio de tal magnitud puede ser otorgado a un compareciente no 

seleccionado, la condicionalidad se eleva y así mismo las obligaciones que surgen en 

materia de reparación. Si bien no se habla en este caso de una sanción con un componente 

retributivo que implique alguna forma de restricción de la libertad, el compareciente debe 

asumir de forma irrestricta lo siguiente: (i) el aporte a la verdad, (ii) el reconocimiento de 

responsabilidad y (iii) la contribución a la reparación de las víctimas a través de la 

herramienta principal en este modelo de justicia, es decir, los TOAR.  

 

Para generar escenarios que hagan viable el cumplimiento del RCE, la SENIT 5 de 2023 

la SA visibilizó nuevamente la necesidad de precisar la oferta institucional que permita 

encaminar la materialización de medidas de reparación a cargo de los comparecientes 

sancionados y los no seleccionados, a quienes se les debe definir el tiempo de vinculación. 

La puesta en marcha de los TOAR se complementará con la faceta reparadora y 

restauradora del RCE, máxime cuando a este se le dará un manejo colectivo que amplía 

los resultados y el alcance de las medidas de reparación que sean concertadas263.  

 

Por ello se elevó un llamado al gobierno nacional para que ponga a disposición dicha oferta 

presente en programas, proyectos o planes, que permite la interacción de la SDSJ (como 

administradora del RCE) y del Comité de Articulación del Sistema Restaurativo que surgió 

con el Acuerdo del Órgano de Gobierno AOG No. 011 de 2024264. De este Sistema se 

harán las respectivas precisiones en la próxima sección.  

 

 
262 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. TP. SA. Sentencia interpretativa 5 del 17 de mayo 
de 2023. Op. cit.  
263 Ibidem.  
264 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. ÓRGANO DE GOBIERNO. Acuerdo AOG No. 011 

del 20 de marzo de 2024 “Por medio del cual se adoptan lineamientos institucionales sobre el 
Sistema Restaurativo y su Comité de Articulación, se modifica parcialmente el Acuerdo AOG No. 
003 de 2021 y se deroga el Acuerdo AOG No. 011 de 2022”. pp. 10-13.  
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El Comité de Articulación Sistema Restaurativo es el encargado de facilitar el intercambio 

y relacionamiento de los órganos de la JEP, especialmente las salas de justicia y 

secciones, que actúa conforme al plan de trabajo diseñado por la Secretaría Ejecutiva, 

como encargada de apoyar administrativa y logísticamente la gestión ante las entidades 

competentes y, con ello, facilitar el desarrollo de los TOAR anticipados y de las sanciones 

propias con la participación del Equipo de Seguimiento de Medidas Reparadoras o 

Restauradoras.  

 

Esta creación surge ante la necesidad de coordinar el intercambio interorgánico dirigido a 

la orientación y promoción de las sanciones propias, así como las medidas de reparación, 

sosteniendo que es el Estado el encargado de establecer una política pública que 

concuerde y responda a este fin,  pues se evidencia la desarticulación entre las diferentes 

instituciones que pueden contribuir a la implementación de las medidas y sanciones, lo cual 

constata la ausencia de competencias definidas en las entidades del Ejecutivo, y como si 

esto no fuera limitante, la oferta no es clara.  

 

Por tal razón, en 2023 bajo los artículos 204 y 205 de la Ley 2294 “Por medio de la cual se 

expide el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 ‘Colombia Potencia Mundial de la 

Vida’”265, se creó una instancia de articulación entre el gobierno nacional y la JEP, y 

establecieron las competencias del gobierno nacional con respecto a la adecuación y oferta 

institucional que permitirá la implementación de las sanciones propias y de las medidas de 

contribución a la reparación impuestas por la JEP, que podrá ser coordinada con otras 

iniciativas y acciones a cargo de otras entidades como la UBPD o la UARIV.  

 

Ahora bien, para ampliar el panorama de la reparación, es pertinente recordar que las 

sanciones propias y las medidas de contribución a la reparación derivadas del RCE para 

los comparecientes no seleccionados, no pueden desplazar al Estado en su obligación de 

reparación integral, más aún si las medidas de reparación que tienen mayor cabida en el 

SIP son las de satisfacción y no repetición en una dimensión colectiva, por lo cual, deben 

desplegarse aquellas que fueron dispuestas en Ley 1448 de 2011. Si bien nos enfrentamos 

 
265 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA. Ley 2294 (19 de mayo de 2023). Por el cual 
se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida” Diario 
Oficial No. 52.400. Bogotá D.C. 2023. 
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a la coexistencia de diferentes modelos de reparación, su complementariedad e 

interrelación no solo es necesaria, es estratégica.  

 

Esto se ha reiterado en distintos espacios, por ejemplo con los CONPES 4031 de 2021 y 

CONPES 4094 de 2022, en materia de política pública y lineamientos respectivamente. En 

estos se han expuesto múltiples recomendaciones, algunas de ellas son:  

 

A) Garantizar y priorizar los recursos para satisfacer el pago de las indemnizaciones 

administrativas y judiciales, concordante con la administración del Fondo para la 

Reparación de las Víctimas para que se realice una correcta inversión de los 

recursos que beneficiarán a la población en cuestión.  

B) Implementar los diferentes programas que contribuyan a las medidas de 

rehabilitación, satisfacción, restitución y garantías de no repetición en el plano 

individual y colectivo, en los componentes de reconciliación, memoria, dignificación, 

pedagogía social y recuperación de prácticas.  

C) Coordinar el SNARIV para el diseño e implementación de los PIRC para sujetos 

étnicos y no étnicos, garantizando con ello las medidas de indemnización en su 

favor.  

D) Ajustar la estrategia de corresponsabilidad de la política pública para fortalecer la 

aplicación de los principios de concurrencia, subsidiariedad y coordinación, de tal 

forma que pueda caracterizarse la oferta institucional en los territorios en materia 

de reparación, sus rutas de acceso y el alcance. Esto incluye el funcionamiento de 

espacios de articulación en los territorios, la asistencia técnica diferenciada y sus 

mecanismos de seguimiento266.  

 

También se han atribuido diferentes responsabilidades en este escenario. A saber:  

 

A) La Consejería Presidencial para la Estabilización y Consolidación debe 

implementar la instancia de coordinación para las entidades del gobierno nacional, 

la JEP y los actores interesados. Realizar el estudio sobre los instrumentos 

normativos necesarios para la implementación de las sanciones y medidas, también 

 
266 COLOMBIA. DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN. CONSEJO NACIONAL DE 
POLÍTICA ECONÓMICA Y SOCIAL. Documento Conpes No. 4031. Política Nacional de Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas. Op. cit. pp. 132-135.  
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elaborar los protocolos y lineamientos señalados para la implementación, 

identificación de la oferta, seguimiento, promoción y evaluación.  

B) El Ministerio de Justicia y del Derecho debe elaborar, en diálogo con la JEP, el 

instrumento normativo necesario para la implementación de las medidas y 

sanciones, lo que implica su presentación. A esto se suma la adecuación e 

implementación de un sistema de información que permita activar las rutas para 

que se implementen y se haga el seguimiento de las medidas.  

C) Las entidades involucradas deberán priorizar los recursos para el despliegue de las 

estrategias establecidas para la implementación de las sanciones y medidas.  

D) El DNP consolidará y divulgará la información sobre los avances de las sanciones 

con base en la información que alleguen las entidades involucradas267.  

 

Al respecto, el Ministro de Justicia y del Derecho de la época, Néstor Iván Osuna Patiño, 

con ocasión al espacio de consulta abierto en la Audiencia de Reconocimiento de 

Responsabilidad realizada el 27 de junio de 2023 dentro del Caso 03 y 04 conjunto, que 

dio lugar a la Resolución de Conclusiones No. 4, reafirmó la importancia de la adopción de 

un espacio de coordinación dentro del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 y expresó 

que este fue inaugurado con miras a consolidar la restauración y la articulación de las 

instituciones responsables de contribuir a la construcción de paz268. 

 

Esta aspiración también se ve plasmada en la más reciente reforma a la Ley 1448 de 2011, 

en la cual fue introducido el artículo 2A por la Ley 2421 de 2024 que precisa el deber de 

establecer un marco de operación para el diálogo y la interoperabilidad de los diferentes 

sistemas de información269 que tengan las entidades llamadas a tomar acción frente a la 

reparación de las víctimas, cuyo fin es garantizar la complementariedad y la integralidad 

en los distintos modelos de justicia.  

 

 
267 COLOMBIA. DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACIÓN. CONSEJO NACIONAL DE 
POLÍTICA ECONÓMICA Y SOCIAL. Documento Conpes 4094. Lineamientos de política para 
implementar el arreglo institucional del estado para la ejecución de los componentes de las 
sanciones propias y medidas de contribución a la reparación. Op. cit. pp. 51-54. 
268 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. SALA DE RECONOCIMIENTO DE VERDAD, DE 
RESPONSABILIDAD Y DE DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS Y CONDUCTAS. Resolución de 
conclusiones No. 04 del 20 de marzo de 2024. Op. cit. pp. 185-186. 
269 En este caso, la UARIV asume la responsabilidad de coordinación y verificación del marco de 
colaboración para cada ruta de reparación; además, debe coordinar con el Ministerio del Interior, 
los lineamientos bajo los cuales se hará la coordinación.  
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Estos avances estuvieron antecedidos de otros esfuerzos interinstitucionales. Por ejemplo, 

el 28 de mayo de 2024 fue firmado un memorando de entendimiento entre la UARIV y la 

JEP270 cuya vigencia se extiende hasta el 31 de diciembre de 2026, y tiene como fin 

alcanzar la articulación estratégica interinstitucional entre estas dos entidades para 

contribuir a la reparación integral de las víctimas en el marco de la aplicación de justicia 

transicional y restaurativa, por ello los ejes de cooperación se centran en la estructuración, 

diseño e implementación de planes y proyectos que serán liderados por la UARIV, quien 

además definirá y priorizará los retornos y reubicaciones, las reparaciones colectivas e 

intervenciones integrales, para lo cual la JEP contribuirá con el acompañamiento y apoyo 

técnico. 

4.2.1. Oportunidades para la reparación en el Sistema Restaurativo de la JEP 

 

Este Sistema emerge en el primer semestre de 2024, al menos seis años después de la 

puesta en marcha de la JEP y según el Acuerdo AOG No. 011 de 2024271, este es un 

conjunto cohesionado e interrelacionado de medidas, procedimientos y autoridades que 

buscan materializar las condiciones institucionales necesarias para la imposición, 

ejecución, monitoreo y verificación de las sanciones propias y las medidas de contribución 

a la reparación que se encuentran a cargo de los comparecientes.  

 

Según el Acuerdo citado, este se compone por las diferentes Salas y Secciones de la JEP, 

la UIA y la Secretaría Ejecutiva, además se constituye por las diferentes entidades del 

Gobierno Nacional que ofertan las condiciones institucionales requeridas para la 

imposición y la ejecución de las sanciones propias y las medidas de contribución a la 

reparación, junto con los entes territoriales, la UBPD y también la cooperación internacional 

y el sector privado como agentes que pueden contribuir a los fines del Sistema.  

 

Su puesta en marcha se da a través de la ejecución de proyectos restaurativos, entendidos 

como un conjunto de acciones organizadas que permiten la participación de los 

 
270 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ Y UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN 
INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS. Memorando de entendimiento celebrado entre la Unidad 
Administrativa Especial para la Atención y Reparación de Víctimas y la Jurisdicción Especial para la 
Paz. Firmado el 28 de mayo de 2024. Bogotá D.C. 
271 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. ÓRGANO DE GOBIERNO. Acuerdo AOG No. 011 
del 20 de marzo de 2024. Op. cit. pp 5-6.  



114 

 

comparecientes dentro de las medidas de contribución a la reparación, TOAR anticipados 

o sanciones propias, que pueden ser financiados por el sector privado, público, 

cooperación internacional e incluso las iniciativas propias de los comparecientes o 

víctimas.  

 

Este Sistema ya había sido esbozado de forma preliminar en el Acuerdo AOG No. 007 de 

2024272, en el cual se adoptó el Plan Estratégico Cuatrienal 2023-2026 de la JEP, en donde 

se presentaron las diferentes líneas que serían parte de este a partir de la información 

recolectada en el Universo Provisional de Hechos 2, así como la información pública e 

interna de los macrocasos y los datos que ha recolectado la Secretaría Ejecutiva. En este 

escenario, también se identificaron los territorios en los cuales existe una mayor presencia 

de víctimas: Antioquia, Magdalena, Córdoba, Cesar, Guajira, Valle del Cauca, Cauca, 

Meta, Nariño, Cundinamarca, Bolívar, Sucre, Casanare y Tolima.  

 

En consonancia con estas dos directrices adoptadas por el Órgano de Gobierno, el 2 de 

abril de 2024 se realizó el lanzamiento del Sistema Restaurativo273 en el cual se 

presentaron los proyectos restaurativo exploratorio, y se especificaron las demás líneas 

generales para su desarrollo. Estas son las siguientes:   

 

A) Medio ambiente, naturaleza y desarrollo: En esta línea se busca la reparación del 

medio ambiente, partiendo del entendimiento y el reconocimiento del territorio y la 

naturaleza como víctimas del conflicto. Estas se constituyen como medidas de 

satisfacción y de no repetición.  

B) Acción integral contra las minas (AICMA): Esta línea busca la implementación de 

proyectos orientados al desminado humanitario y la educación contra minas. Tiene 

vocación de restaurar daños ocasionados a partir de la siembra de minas en el 

territorio nacional, como daños psíquicos y emocionales, al territorio y al ambiente, 

socioculturales y morales. Es, principalmente, una garantía de no repetición.  

C) Conservación de la memoria y reparación simbólica: Los proyectos restaurativos 

 
272 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. ÓRGANO DE GOBIERNO. Acuerdo AOG. No. 007 
del 16 de febrero de 2024 ““Por el cual se adopta el Plan Estratégico Cuatrienal 2023-2026 de la 
Jurisdicción Especial para la Paz”. pp. 83-84.  
273 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Lanzamiento nacional del Sistema Restaurativo de 

la JEP: El futuro hay que sembrarlo juntos. [Video]. YouTube. JEP Colombia. Bogotá D.C. (2 de abril 
de 2024). 1:24:47. [Consultado 05 de mayo de 2024]. Disponible en: 
https://www.youtube.com/watch?v=b5cNZstK_4Y 
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implementados bajo esta línea tienen como objetivo aportar al reconocimiento y a 

la reparación de daños emocionales, psicológicos, morales y socioculturales, a la 

autonomía organizativa e integridad política, así como a los proyectos de vida. De 

esta forma se busca poner en marcha garantías de no repetición y medidas de 

satisfacción.  

D) Educación, alfabetización y capacitación: Esta línea busca el desarrollo de 

proyectos que permitan implementar actividades de alfabetización, educación y 

capacitación en materia de construcción de paz. Son, principalmente, medidas de 

satisfacción y de no repetición.  

E) Búsqueda de personas dadas por desaparecidas: Esta línea persigue la articulación 

interinstitucional con entidades como la UBPD, para que de esta forma se pueda 

amplificar la restauración de los daños multidimensionales de las víctimas del delito 

de desaparición forzada.  

F) Infraestructura rural y urbana: Esta línea busca la reparación de daños ambientales, 

socioculturales, territoriales, a la autonomía organizativa de comunidades y al 

proyecto de vida. Las acciones desarrolladas en el marco de esta línea buscan la 

construcción, restauración o mantenimiento de infraestructura ubicada en los 

territorios afectados por el conflicto armado.  

G) Daños diferenciales y macrovictimización: Esta línea busca la implementación de 

proyectos restaurativos ajustados a los daños diferenciados de las víctimas. En ese 

sentido, entendiendo la complejidad de estos y la necesidad en cuanto a la 

aplicación de un enfoque interseccional, esta se divide en las siguientes sublíneas: 

(i) sublínea restaurativa para daños diferenciales de víctimas de violencias sexuales 

y otras violencias basadas en género; (ii) sublínea restaurativa para daños 

diferenciales de víctimas con discapacidad; (iii) sublínea restaurativa para daños 

diferenciales de víctimas niños, niñas, adolescentes y jóvenes; (iv) sublínea 

restaurativa para daños diferenciales de víctimas con pertenencia étnica274.  

 

No resulta extraña la denominación y el enfoque de cada una de las líneas y sublíneas, 

pues tienen una relación directa con los diferentes macrocasos y las actividades 

desplegadas por la JEP hasta la fecha, de tal forma que correspondan a los diferentes 

 
274 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. ÓRGANO DE GOBIERNO. Acuerdo AOG No. 011 
del 20 de marzo de 2024. Op. cit. pp 6-8.  
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daños causados por los comparecientes en el marco del conflicto armado275.   

 

De las siete líneas de proyectos anunciadas, las tres primeras se encuentran puestas en 

marcha a partir de Proyectos Restaurativos Exploratorios en diferentes regiones del país. 

Estos proyectos exploratorios emergen con el fin de tener referentes empíricos de la 

implementación de proyectos restaurativos con el apoyo de la cooperación internacional, 

en el caso concreto, del PNUD y el Fondo Multidonante de las Naciones Unidas para la 

Paz en Colombia276. Estos son:  

 

A) ´Siembras de vida’: Este proyecto exploratorio busca la restauración ecológica del 

corredor ambiental Chingaza-Sumapaz a cargo de 45 comparecientes de la Fuerza 

Pública277, quienes concentraron sus esfuerzos en cuatro componentes: (i) 

elaboración de un diagnóstico participativo para establecer las posibles 

interacciones con iniciativas locales e institucionales, que además recoja la 

memoria histórica del territorio; (ii) la construcción de un plan a corto y mediano 

plazo para la reconstrucción de ecosistemas; (iii) despliegue de acciones 

tempranas a partir de la siembra y mantenimiento de 15 hectáreas del territorio 

señalado; y (iv) las acciones de formación en materia de restauración ecológica y 

habilidades para la construcción de paz, dirigidas a víctimas, comparecientes y la 

comunidad278.   

 

Este territorio sufrió diferentes estigmatizaciones y afectaciones en el marco del conflicto 

armado, pues fue una de las zonas de disputa que ahora será objeto de acciones con 

contenido restaurador y reparador como la adecuación de suelos, pedagogía ambiental, 

 
275 COMISIÓN COLOMBIANA DE JURISTAS. Boletín # 76 del Observatorio sobre la JEP. [En línea]. 

2024. pp. 3-4. [Citado 16 de agosto de 2024]. Disponible en: 
https://www.coljuristas.org/observatorio_jep/documentos/boletines/Boletin_76.pdf 
276 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Justicia consolidada para la transición y la paz. 

Informe de gestión del Magistrado Roberto Carlos Vidal López y de la Magistrada Belkis Izquierdo 
Torres/Aty Seikuinduwa como presidente y vicepresidenta, y de Harvey Danilo Suárez Morales 
como secretario ejecutivo de la JEP. 4 de noviembre de 2022 al 3 de noviembre de 2024. [En línea]. 
2024. p. 75. [Citado 13 de octubre de 2024]. Disponible en: 
https://www.jep.gov.co/Informes%20de%20gestin/Informe%20de%20gestio%CC%81n%202022%
20-%202024.pdf 
277 Si bien en el documento presentado en la última rendición de cuentas del 11 de octubre de 2024, 
en otras fuentes se precisa que también participaron integrantes de las extintas FARC-EP, como en 
las resoluciones de conclusiones presentadas en la Tabla 1.  
278 Ibidem. pp. 78-79.  
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apoyo al control de especies invasoras y mantenimiento y monitoreo ambiental279.  

 

Puede verse que este es uno de los TOAR anticipados en los cuales han participado los 

comparecientes seleccionados en la Resolución de Conclusiones No. 04, y hace parte de 

los proyectos de sanción presentados a la SeRVR con ocasión a la Resolución No. 02280. 

Por lo cual, puede deducirse que ya tenido un previo análisis y desarrollo que reafirma su 

vocación restauradora-reparadora, y cumple con los lineamientos establecidos por la JEP 

para tal efecto.  

 

Para junio de 2024, de acuerdo con el Comité Directivo de la JEP para la Toma de 

Decisiones Judiciales y la Implementación de Acciones Reparadoras281, este proyecto 

exploratorio parte de un diagnóstico en el cual se han identificado criterios 

socioambientales y talleres en los cuales han participado comparecientes y víctimas, con 

el fin de precisar los daños, impactos y necesidades del territorio, así como la 

transformación, el uso y la degradación que ha tenido el ecosistema.  

 

Por otro lado, este Comité en ese momento encontró que 34 comparecientes ya habían 

realizado labores de alistamiento, intervención, siembra y mantenimiento con diferentes 

especies de flora de bosque andino en unas 2,3 hectáreas, contando con la participación 

de habitantes de diferentes veredas ubicadas en el corredor. Además, se han desarrollado 

5 talleres de prácticos de justicia restaurativa y memoria, 8 jornadas de capacitación en 

materia de restauración ecológica y justicia restaurativa, y 10 encuentros dialógicos con 

víctimas y comparecientes282.  

 
279 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Plegable proyecto restaurativo. Siembras de vida. 
Sanar está en nuestra naturaleza. [En línea]. 2024. [Citado 16 de agosto de 2024]. Disponible en: 
https://www.jep.gov.co/Infografas/docs/plegable%20proyecto%20restaurativo%20digital.pdf 
280 Ver: Tabla 1.  
281 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. COMITÉ DIRECTIVO. Fortalecimiento de la 

Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) para la toma de decisiones judiciales y la implementación 
de acciones reparadoras. [Diapositivas]. Colombia. 2024. 5-7.  
282 Estos cuentan con una metodología desarrollada por la Secretaría Ejecutiva y la Oficina Asesora 

de Memoria Institucional y del SIP. Ver: JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. OFICINA 
ASESORA DE MEMORIA INSTITUCIONAL Y DEL SISTEMA INTEGRAL PARA LA PAZ. 
Metodología del componente de memoria y simbólico del proyecto restaurativo TOAR “siembras de 
vida” línea medio ambiente, naturaleza y territorio. Plan de trabajo. [En línea]. 2024. [Citado 16 de 
agosto de 2024]. Disponible en: 
https://www.jep.gov.co/sistemarestaurativo/images/Contribucion/pdf/MetodologiaMemorializacionT
OAR-
Siembras.pdf#search=Metodolog%C3%ADa%20de%20Memorializaci%C3%B3n%20y%20Repara
ci%C3%B3n%20Simb%C3%B3lica 
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Claramente, el despliegue de las actividades de restauración ecológica requiere de la 

articulación de diferentes instituciones, autoridades y organizaciones que pueden brindar 

herramientas, recursos y mecanismos que permitan materializar los resultados que desean 

alcanzarse en el marco de este proyecto. Muestra de ello, es la participación que tendrán 

entidades como el Jardín Botánico de Bogotá, quien será el encargado de brindar las 

especies nativas del sector que serán sembradas y las capacitaciones técnicas en materia 

de propagación y producción en vivero, plantación y mantenimiento en campo; y por su 

parte, la empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá aportó tres terrenos en los 

cuales se intervendrán hasta 15 hectáreas degradadas que se encuentran próximas a la 

represa de Chisacá283.   

 

Mientras que, organizaciones de la sociedad civil como la Fundación Natura, actuando 

como socio implementador, ha facilitado establecer un debate sobre la relación existente 

entre la justicia restaurativa y la restauración ecológica. No se trata solo de reconocer al 

territorio como víctima del conflicto armado y los impactos que perduran en este, reconocer 

a la justicia ambiental como elemento que permite avanzar en la transformación que 

buscan las medidas de reparación en este Sistema Restaurativo284.  

 

Sin embargo, cabe resaltar que organizaciones de víctimas han manifestado su 

preocupación frente a este proyecto al considerar que no fue socializada con las víctimas 

la vinculación de comparecientes de la fuerza pública relacionados con ejecuciones 

presentadas como bajas en combate, especialmente, máximos responsables.  

 

Además, consideran que este fue avalado como un TOAR anticipado que podrá ser 

reconocido como parte de una sanción propia, sin que realmente tenga un objetivo real de 

reparación y tenga conexión territorial, considerando su lugar de desarrollo y el lugar en el 

cual ocurrieron los crímenes285. En ese sentido, las organizaciones de víctimas solicitan la 

 
283 JARDÍN BOTÁNICO DE BOGOTÁ. El Jardín Botánico en el lanzamiento del proyecto Siembras 
de Vida de la JEP. [En línea]. 2024. [Citado 16 de agosto de 2024]. Disponible en: 
https://jbb.gov.co/el-jardin-botanico-en-el-lanzamiento-del-proyecto-siembras-de-vida-de-la-jep/ 
284 SOLANO, Clara Y VIDAL, Roberto. Paz con la naturaleza. [Podcast]. Spotify. Fundación Natura. 
Reconcíliate con la naturaleza. 11 de abril de 2024. 1:1 minutos. [Consultado 16 de agosto de 2024]. 
Disponible en: https://open.spotify.com/episode/26SNWGPElrASR4SRH4ZUmt 
285 Cabe resaltar que, la participación en este proyecto por parte de algunos comparecientes 
seleccionados en el curso de los Casos 03 y 04 conjuntos, exintegrantes de la Fuerza Pública, se 
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adopción de medidas necesarias para que se pueda garantizar el principio de centralidad 

de las víctimas y la participación en decisiones que pueden vulnerar sus derechos286.  

 

En la rendición de cuentas presentada el 11 de octubre de 2024, se indicó por parte de la 

JEP que la segunda fase de este proyecto sería implementada con la financiación del 

Fondo Multidonante de las Naciones Unidas para la Paz en Colombia a partir del 

diagnóstico y el plan de la restauración de la primera fase, y dada su importancia, se espera 

identificar mecanismos que permitan la ampliación territorial en los que este proyecto sea 

viable considerando la relación que se requiere con los daños causados por los 

comparecientes287.  

 

B) Horizontes seguros: En este proyecto restaurador se enmarca en la segunda línea 

denominada Acción integral contra las minas (AICMA) y se ha implementado entre 

febrero y junio de 2024 en los municipios de Mutatá, Dabeiba, Murindó y Frontino 

ubicados en el departamento de Antioquia. 18 comparecientes, entre los cuales se 

encuentran 7 máximos responsables exintegrantes de la Fuerza Pública vinculados 

al Macrocaso 03 y 04 y 11 exintegrantes de las FARC-EP, se han vinculado a este 

proyecto que busca promover la Educación en el Riesgo de Minas y las iniciativas 

productivas de víctimas del conflicto armado en los municipios señalados288.  

 

La implementación de este proyecto en esta región del país guarda una especial relación 

con el daño sufrido por las víctimas dentro del conflicto armado, pues se identifica que el 

departamento de Antioquia fue el más afectado por la instalación de minas antipersonal y 

 
da a modo de TOAR anticipado al cual se vincularon para contribuir con la reparación y restauración 
del territorio. Al respecto, se puede ver la Tabla 1.  
286 MOVIMIENTO NACIONAL DE VÍCTIMAS DE CRÍMENES DE ESTADO, et al. Víctimas de falsos 
positivos expresan preocupación frente al proyecto “siembras de vida” y exigen claridad en los 
avances investigativos de la JEP. [En línea]. 2024. [Citado 16 de agosto de 2024]. Disponible en: 
https://movimientodevictimas.org/victimas-de-falsos-positivos-expresan-preocupacion-frente-al-
proyecto-siembras-de-vida-y-exigen-claridad-en-los-avances-investigativos-de-la-jep/ 
287 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Justicia consolidada para la transición y la paz. 
Informe de gestión del Magistrado Roberto Carlos Vidal López y de la Magistrada Belkis Izquierdo 
Torres/Aty Seikuinduwa como presidente y vicepresidenta, y de Harvey Danilo Suárez Morales 
como secretario ejecutivo de la JEP. 4 de noviembre de 2022 al 3 de noviembre de 2024. Op. cit. p. 
80.  
288 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Comunicado 095. 'Horizontes Seguros', el trabajo 

entre antiguos adversarios en la guerra, exFarc y fuerza pública, que ha capacitado a más de 3 mil 
personas en el Riesgo de Minas en Antioquia. [En línea]. 2024. [Citado 16 de agosto de 2024]. 
Disponible en: https://www.jep.gov.co/Sala-de-Prensa/Paginas/horizontes-seguros-el-trabajo-entre-
antiguos-adversarios-en-la-guerra-exfarc-y-fuerza-publica-que-ha-capacitado-a-mas-de-3.aspx 
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municiones sin explosionar, pues de acuerdo con las estadísticas de la Oficina del 

Consejero Comisionado de Paz, de las 12.454 víctimas identificadas entre el 2006 y el 

2024 en el territorio nacional, 2.665 habitan el departamento de Antioquia y, puntualmente, 

119 de los accidentes registrados tuvieron ocurrencia en alguno de los municipios 

señalados289.  

 

En este primer componente del proyecto se realizaron 149 talleres sobre Educación en 

Riesgo de Minas en los cuales participaron 3.178 personas de los municipios de Dabeiba, 

Frontino, Mutatá y Murindó. De estos talleres, 43 se impartieron por los comparecientes 

exintegrantes de las FARC-EP, 23 por los comparecientes exintegrantes de la Fuerza 

Pública y los 78 restantes por parte de la Campaña Colombiana Contra Minas (CCCM) 

quien en esta oportunidad actúa como socio implementador290.  

 

En un segundo componente, los comparecientes buscan promover la inclusión económica 

de más de 31 víctimas con diferentes iniciativas productivas que, al compartir sus 

expectativas y necesidades, recibieron apoyo para el desarrollo de ganadería, avicultura, 

porcicultura, panadería, talabartería y el cultivo de café y cacao. De este grupo de víctimas, 

15 son sobrevivientes de accidentes con minas antipersonal y también han sido afectadas 

por crímenes como asesinato, desaparición y desplazamiento forzados291.  

 

De acuerdo con el Comité Directivo de la JEP para la Toma de Decisiones Judiciales y la 

Implementación de Acciones Reparadoras292, en este proyecto también fueron realizadas 

actividades tendientes a sensibilizar y capacitar los comparecientes no solo en materia de 

 
289 Ibidem.  
290 Ibidem; JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Justicia consolidada para la transición y la 
paz. Informe de gestión del Magistrado Roberto Carlos Vidal López y de la Magistrada Belkis 
Izquierdo Torres/Aty Seikuinduwa como presidente y vicepresidenta, y de Harvey Danilo Suárez 
Morales como secretario ejecutivo de la JEP. 4 de noviembre de 2022 al 3 de noviembre de 2024. 
Op. cit. p. 77.  
291 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Comunicado 85. Comparecientes que trabajan en 
‘Horizontes Seguros’ apoyan iniciativas productivas de víctimas del conflicto armado en Urabá. [En 
línea]. 2024. [Citado 16 de agosto de 2024]. Disponible en: https://www.jep.gov.co/Sala-de-
Prensa/Paginas/comparecientes-que-trabajan-en-horizontes-seguros-apoyan-iniciativas-
productivas-de-victimas-del-conflicto-armado-en-uraba.aspx; JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA 
PAZ. Justicia consolidada para la transición y la paz. Informe de gestión del Magistrado Roberto 
Carlos Vidal López y de la Magistrada Belkis Izquierdo Torres/Aty Seikuinduwa como presidente y 
vicepresidenta, y de Harvey Danilo Suárez Morales como secretario ejecutivo de la JEP. 4 de 
noviembre de 2022 al 3 de noviembre de 2024. Op. cit. p. 77.  
292 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. COMITÉ DIRECTIVO. Op. cit. 8-9.  
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educación sobre riesgo de minas, se complementó con temáticas transversales como, 

justicia restaurativa, pedagogía de paz, memoria y reparación simbólica, enfoques 

diferenciales, asistencia a víctimas y gestión de información.  

 

En este proyecto pueden identificarse diferentes espacios de articulación e intercambio 

entre la JEP, entidades y organizaciones que han permitido su implementación. Es el caso 

de la Oficina del Consejero Comisionado de Paz, la Agencia para la Reincorporación y la 

Normalización (ARN), la Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Colombia, 

organizaciones de víctimas, cabildos indígenas, consejos comunitarios y las 

administraciones locales, además de la Campaña Colombiana Contra Minas como socio 

implementador y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), quien 

financiera y técnicamente también brinda su apoyo293.  

 

Estas actividades han impulsado el relacionamiento con otras entidades que han permitido 

visibilizar el trabajo realizado por los comparecientes en esta región del país, como ocurre 

con la exposición dispuesta a partir del 9 de julio de 2024 en una de las salas del Museo 

Nacional que cuenta con objetos elaborados por las víctimas y los comparecientes que 

buscan representar el cumplimiento de los compromisos adquiridos bajo el Acuerdo Final, 

además del registro fotográfico que busca representar el curso de la justicia restaurativa 

en las acciones y procesos psicosociales que se adelantan dentro de este proyecto 

restaurativo294.  

 

Tan solo 3 días después de la apertura de esta exposición en el Museo Nacional, fue 

presentado en Dabeiba el balance del proyecto restaurativo ‘Horizontes Seguros’, en un 

acto que contó con la participación de las víctimas, habitantes de la región, 

comparecientes, representantes de organizaciones, autoridades locales y las autoridades 

de la JEP, para socializar los resultados obtenidos en esta primera fase295.  

 
293 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Comunicado 85. Comparecientes que trabajan en 
‘Horizontes Seguros’ apoyan iniciativas productivas de víctimas del conflicto armado en Urabá. Op. 
cit. 
294 MUSEO NACIONAL DE COLOMBIA. JEP y Museo Nacional abren convocatoria para el ciclo de 
talleres ‘Diálogos para un camino a la restauración’. [En línea]. 2024. [Citado 18 de agosto de 2024]. 
Disponible en: 
https://www.museonacional.gov.co/noticias/Paginas/Camino_a_la_restauracion.aspx 
295 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Balance: Proyecto restaurativo 'Horizontes Seguros' 
20240712. [Video]. YouTube. JEP Colombia. Bogotá D.C. (12 de julio de 2024). 2:39:30 minutos. 
[Consultado 16 de agosto de 2024]. Disponible en: https://www.youtube.com/watch?v=-hB5eFo34gc 
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Se encuentra un resultado positivo y favorable que ha permitido restablecer la confianza 

de los pobladores de la zona para desarrollar sus actividades cotidianas en una región en 

la cual aún existe un riesgo derivado de las minas antipersonal y municiones sin 

explosionar, por lo cual, la sensibilización y formación sobre el tema son necesarios y 

pertinentes. Esta medida de no repetición también persigue la reconstrucción del tejido 

social y la reconciliación entre los distintos actores del conflicto armado.  

 

Uno de los objetivos de la JEP con la experiencia que dejó este proyecto, es buscar los 

recursos para continuar su operación y su réplica en otras regiones del país. Por ello se 

buscó directamente que los operadores de la Acción Integral Contra Minas puedan 

adoptarlo y considerar las medidas adoptadas dentro de este, al ser una apuesta relevante 

en términos de restauración296.  

 

C) ‘Armonizando el territorio y tejiendo caminos hacia la restauración colectiva del 

pueblo Awá’: Este proyecto restaurativo se encuentra directamente relacionado con 

los hechos y conductas investigadas dentro del Macrocaso 02, en el cual se priorizó 

la situación territorial de los municipios de Ricaurte, Tumaco y Barbacoas, en 

Nariño, y corresponde a la línea de conservación de la memoria y reparación 

simbólica297. Este proyecto vincula a 13 comparecientes y busca la adecuación de 

la vía que conduce a la Casa de la Sabiduría Marcos Paí, ubicado en el predio en 

el que residen víctimas de la Masacre de Tortugaña Telembí ocurrida el 4 de febrero 

de 2009298.  

 

 
296 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Justicia consolidada para la transición y la paz. 
Informe de gestión del Magistrado Roberto Carlos Vidal López y de la Magistrada Belkis Izquierdo 
Torres/Aty Seikuinduwa como presidente y vicepresidenta, y de Harvey Danilo Suárez Morales 
como secretario ejecutivo de la JEP. 4 de noviembre de 2022 al 3 de noviembre de 2024. Op. cit. p. 
81.  
297 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Comunicado 137. Logros de 'Armonizándonos', el 
proyecto restaurativo en el que firmantes de paz trabajaron con el Pueblo Indígena Aw. [En línea]. 
2024. [Citado 25 de septiembre de 2024]. Disponible en: https://www.jep.gov.co/Sala-de-
Prensa/Paginas/logros-de-armonizandonos-el-proyecto-restaurativo-en-el-que-firmantes-de-paz-
trabajaron-con-el-pueblo-indigena-awa.aspx 
298 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Justicia consolidada para la transición y la paz. 

Informe de gestión del Magistrado Roberto Carlos Vidal López y de la Magistrada Belkis Izquierdo 
Torres/Aty Seikuinduwa como presidente y vicepresidenta, y de Harvey Danilo Suárez Morales 
como secretario ejecutivo de la JEP. 4 de noviembre de 2022 al 3 de noviembre de 2024. Op. cit. p. 
77-78.  
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En febrero de 2024, la Secretaría Ejecutiva de la JEP299 socializó la Metodología de 

Memorialización y Reparación Simbólica en el marco de este proyecto restaurativo, cuyo 

objetivo es brindar un alcance restaurador y reparador a los daños causados al territorio 

“Katsa Su” y al pueblo Awá ocurridos durante el conflicto armado, a través de la ejecución 

de acciones concertadas de forma previa en diálogos colectivos, preservando y respetando 

su concepción ancestral de memoria.  

 

Este proyecto vincula a comparecientes que integraron las FARC-EP, a través de 

diferentes estructuras armadas que tuvieron control sobre el territorio, dejando como 

víctima al Pueblo Awá y al territorio. En ese sentido, este proyecto guarda especial relación 

con otras líneas incluidas en el Sistema Restaurativo, como lo son la línea restaurativa en 

materia de infraestructura rural y urbana, medio ambiente, naturaleza y territorio, y daños 

diferenciales y macrovictimización, especialmente, en lo concerniente a la restauración de 

daños diferenciales sufridos por víctimas de pertenencia étnica.  

 

Se destaca también su relación con diferentes elementos incorporados en el Plan Nacional 

de Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida”, como la seguridad 

humana y la justicia social, la satisfacción de los derechos de las víctimas a la verdad, 

justicia, reparación y no repetición, la puesta en marcha del Sistema Restaurativo y su 

mecanismo de articulación, entre otros. De esta forma, no puede entenderse de forma 

aislada la puesta en marcha de las diferentes medidas en el marco de la JEP, que hacen 

parte de un complejo entramado que atraviesa diferentes políticas y estrategias 

gubernamentales, o de otros sectores que refuerzan y amplifican los resultados de los 

procesos restaurativos300.  

 

En ese sentido, el proyecto restaurativo que busca implementarse en esta oportunidad se 

comprende por 3 fases en las que se desarrollarán diferentes acciones consecutivas 

enmarcadas dentro del objetivo propuesto. El primer momento, denominado “Tejiendo el 

 
299 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. OFICINA ASESORA DE MEMORIA 

INSTITUCIONAL Y DEL SISTEMA INTEGRAL PARA LA PAZ. Metodología de memorialización y 
reparación simbólica del proyecto restaurativo TOAR “Armonizándonos” del pueblo Awá en el marco 
del Caso 02. Ruta de trabajo. [En línea]. 2024. [Citado 16 de agosto de 2024]. Disponible en: 
https://www.jep.gov.co/sistemarestaurativo/images/Contribucion/pdf/20240212_MetodologiaMemor
ializacionTOAR_OAMISIP.pdf#search=Metodolog%C3%ADa%20de%20Memorializaci%C3%B3n
%20y%20Reparaci%C3%B3n%20Simb%C3%B3lica 
300 Ibidem. pp. 8-9.  
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camino restaurativo”, consta de un término aproximado de 5 meses en los que se llevará a 

cabo la construcción, adecuación y mejoramiento del camino que conduce a la Casa de la 

Sabiduría a través de una minga y el trabajo individual y directo de 6 comparecientes, lo 

cual se ha ido desarrollando entre el 1 de diciembre de 2023 y el 30 de junio de 2024, 

contando con el apoyo de la Organización Indígena del Pueblo Awá -UNIPA como socio 

implementador301.  

 

Con respecto a esta etapa, el Comité Directivo de la JEP para la Toma de Decisiones 

Judiciales y la Implementación de Acciones Reparadoras302, ha identificado en sus 

resultados el desarrollo de acciones como mingas restaurativas que permiten el trabajo de 

los comparecientes partícipes de este proyecto de forma conjunta con el Pueblo Awá en el 

acceso a lugares de interés cultural y espiritual, como la Casa de la Sabiduría cuyo camino 

ha avanzado en un tramo de carretera de 220 metros, además de la restauración ambiental 

del bosque integrado en el territorio ancestral del pueblo.  

 

Por otro lado, el Comité identifica una jornada de diálogo intercultural restaurativo en la 

cual se ha obtenido la participación de 13 comparecientes y autoridades indígenas del 

Pueblo Awá y del resguardo Tortugaña Telembí. También se realizó una actividad de 

construcción de ofrenda por parte de los comparecientes al Pueblo Awá, un ejercicio de 

conexión emocional y una minga restaurativa en la cual los comparecientes desarrollaron 

labores de obra y de olla comunitaria.  

 

Una vez concluida esta fase, se espera llevar a cabo la construcción sostenible de la Casa 

de la Sabiduría e integrar actividades de pedagogía y capacitación, diagnóstico ambiental 

para la construcción de viveros, construcción de viveros forestales y de demás actividades 

resultantes de los diálogos y del proceso restaurativo. Esta fase se encuentra en etapa de 

formulación y diagnóstico, y se espera la participación de 30 comparecientes. En su última 

fase, se espera la ejecución de acciones que permitan restaurar el territorio, crear la 

reserva intercultural Awá y la reforestación de la reserva de los ríos, para lo cual, se prevén 

procesos de formación ambiental. Esta etapa también se encuentra en período de 

 
301 Ibidem. pp. 8-10.  
302 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. COMITÉ DIRECTIVO. Op. cit. 10. 
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formulación, diseño y diagnóstico, y se espera la participación de 50 comparecientes303.  

 

Para la Secretaría Ejecutiva de la JEP, a raíz del proceso de diálogo y desarrollo de las 

actividades dentro del Sistema Restaurativo, en la metodología adoptada con un enfoque 

participativo,  diferencial y centrado en las víctimas, es fundamental el reconocimiento de 

la unidad, la cultura, la autonomía y el territorio, lo cual contribuye a entender el concepto 

de reparación integral en una dimensión individual y colectiva con respecto a sujetos con 

pertenencia étnica, que se entiende como “el restablecimiento del equilibrio y la armonía 

de los pueblos afectados históricamente en sus dimensiones material e inmaterial, siendo 

profundamente violentados sus derechos en el marco del conflicto armado interno”304. 

 

En ese sentido, el proceso que se busca llevar a cabo en esta oportunidad se sostiene en 

una tríada compuesta por la dimensión intercultural, el componente étnico y el ámbito 

territorial, que busca dar respuesta a la particularidad del proyecto restaurativo. Es por ello 

por lo que esta experiencia puede contribuir de forma positiva a las demás experiencias en 

las cuales sean involucrados otros sujetos colectivos dentro del territorio nacional, que 

hayan sufrido daños e impactos diferenciados con ocasión a su pertenencia étnica.  

 

Sin embargo, una de las mayores preocupaciones frente a la puesta en marcha del Sistema 

Restaurativo y de sus proyectos acordes a las líneas plasmadas, y especialmente, a los 

daños causados y las necesidades de las víctimas, es la forma en la cual se llevará a cabo 

su financiación y la intervención gubernamental que se necesita para alcanzar este objetivo 

que resulta prioritario en este momento, en el que se está mucho más cerca de las primeras 

sentencias y sanciones propias305. 

 

Ante esta situación que puede generar incertidumbre para la JEP como mecanismo que 

tiene en sus manos la imposición de las sanciones y su seguimiento, y también para las 

 
303 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. OFICINA ASESORA DE MEMORIA 
INSTITUCIONAL Y DEL SISTEMA INTEGRAL PARA LA PAZ. Metodología de memorialización y 
reparación simbólica del proyecto restaurativo TOAR “Armonizándonos” del pueblo Awá en el marco 
del Caso 02. Ruta de trabajo. Op. cit. pp. 8-11.  
304 Ibidem. pp. 17-21.  
305 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Justicia consolidada para la transición y la paz. 

Informe de gestión del Magistrado Roberto Carlos Vidal López y de la Magistrada Belkis Izquierdo 
Torres/Aty Seikuinduwa como presidente y vicepresidenta, y de Harvey Danilo Suárez Morales 
como secretario ejecutivo de la JEP. 4 de noviembre de 2022 al 3 de noviembre de 2024. Op. cit. p. 
101.  
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víctimas que esperan ser reparadas, no puede perderse de vista que cumplir con lo 

acordado no solo es una obligación que emana del acuerdo y su desarrollo legal, pues 

también responde a la obligación de reparar y a la obligación de investigar, juzgar y 

sancionar a los responsables de las violaciones de derechos humanos por parte del 

Estado.  
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5. CONCLUSIONES  

 

A lo largo de este trabajo académico se hizo cada vez más visible la importancia que ha 

tenido el desarrollo jurisprudencial y teórico para alcanzar definiciones y caracterizaciones 

más precisas de un tema relativamente reciente, como lo es el régimen de condicionalidad 

en el modelo de justicia transicional incorporado por el Acuerdo suscrito en 2016. Como se 

ha presentado, este involucra un conjunto de obligaciones no sólo son relevantes en 

términos de acceso y mantenimiento de beneficios o tratamientos especiales, sino de forma 

estratégica para alcanzar la construcción de verdad, la reparación y la no repetición. 

 

Con esto se logra romper una de las principales barreras que se surgen en escenarios de 

corte adversarial: el distanciamiento del ofensor o victimario del estado de cosas posterior 

a la afectación padecida por la víctima y su comunidad. En contraposición el modelo 

transicional sostenido por las relaciones de condicionalidad busca que sean los propios 

comparecientes quienes se encarguen de responder una pregunta necesaria en este 

escenario: ¿Cómo puedo restaurar el daño causado a la víctima y a su comunidad? en el 

marco de la condicionalidad adquirida con el Sistema.  

 

¿Cómo puede el ofensor, el excombatiente, el agente que destruyó el tejido social y afectó 

gravemente las condiciones de vida de un conjunto de personas, asumir su responsabilidad 

y tomar acción para revertir -de ser posible- esta situación? Son las preguntas que pueden 

servir como punto de partida y guía para llevar a cambios drásticos que conlleven a 

transformaciones en las condiciones de vida de las víctimas, si se considera que el sujeto 

que causa el daño debe ser quien esté dispuesto a remediarlo y ser parte del proceso 

constructivo que implica.   

 

Es por ello que la reparación en el escenario transicional actual busca que se materialicen 

algunas medidas desde etapas tempranas al interior de la JEP a partir de los aportes a la 

verdad y el reconocimiento de responsabilidad por parte de los comparecientes, por lo que 

la participación de las víctimas y la posibilidad de presentar sus observaciones e interactuar 

en estos espacios es imperativo con miras a definir proyectos que sean viables y 

realizables para alcanzar la reparación que, como se ha sostenido, tiene un alcance 

colectivo capaz de restaurar los daños que han fracturado de fracturar lazos tejidos entre 

una comunidad. Es el conjunto de víctimas y la comunidad, incluso, quien se ve beneficiada 
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con las medidas de reparación que pueden implementarse en este escenario.  

 

En contraposición, en los eventos de incumplimiento del régimen de condicionalidad que 

conllevan a la expulsión, e incluso en los de deserción manifiesta, en el plano judicial se 

abre la posibilidad de acceder a otro mecanismo de reparación que es propio de un sistema 

de corte adversarial, como lo es el de la justicia ordinaria a través del incidente de 

reparación.  

 

No obstante, es problemático pensar que son las víctimas quienes al final deben asumir 

una carga y desgaste considerables al concurrir a diferentes escenarios judiciales y 

administrativos para que su derecho a la reparación sea garantizado, pero ello no quiere 

decir que estas no sean consideradas como sujetos de reparación dentro de la JEP si 

fueron acreditadas como tal, y mucho menos si dentro de un caso en el que se priorizan 

los partícipes determinantes, los hechos más graves y representativos del conflicto,  es 

evidente que han sufrido un daño que conlleva la obligación de reparar por parte de los 

comparecientes seleccionados a quienes se les impone sanción propia, o los no 

seleccionados que contribuirán a unas medidas dentro de una ruta no sancionatoria. La 

exclusión de un compareciente no es, en ningún caso, equivalente a la exclusión de las 

víctimas en los procedimientos judiciales a cargo de la JEP. 

 

Sin embargo, como las medidas otorgadas en este escenario de transición son 

principalmente de satisfacción y de no repetición, atendiendo el alcance que este derecho 

tiene y la obligación de reparar que tienen los Estados, es apenas razonable que deban 

observarse de forma conjunta otras rutas, estrategias, proyectos, planes e instituciones 

para que individual o colectivamente las víctimas también accedan a las otras medidas de 

reparación si no lo hubieren hecho. Como ocurre en los casos de las medidas de 

rehabilitación que principalmente puede garantizar el PAPSIVI, y también las de restitución 

e indemnización, pues le fue vedado a la JEP concederlas en sus procedimientos y recaen 

mayoritariamente en entidades que integran el SNARIV  

 

Es por tal motivo que no ha cesado la insistencia de parte de las salas y secciones de la 

JEP, e incluso de otras entidades, para que se consoliden estrategias claras en materia de 

articulación interinstitucional e interacción entre los dos diferentes sistemas que tienen la 

capacidad de maximizar su respuesta y articularse para actuar en complemento el uno del 
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otro. Estas interacciones pueden verse de forma constante y sobre ello hay algunos 

avances, como ocurre cuando se eleva un llamado a la UARIV para llevar a cabo el registro 

de las víctimas en sus registros, el más reciente de estos ocurrió el pasado 8 de octubre 

de 2024 abarcó un conjunto de 2.721 víctimas que insistieron en el acceso las medidas 

administrativas de la Ley 1448 de 2011306.  

 

Si bien la Ley 1448 de 2011 tiene un recorrido importante de al menos una década, no es 

posible afirmar que todo el universo de víctimas ya haya accedido de forma individual o 

colectiva a las medidas que esta ofrece, pues incluso en algunos casos estas víctimas ni 

siquiera cuentan con el registro. Por ello el llamado de la JEP a esta institución puede 

significar a futuro una mejora en las condiciones de vida de las víctimas y garantizar su 

derecho a la reparación, además de fortalecer sus propios procesos si se considera que 

las víctimas podrán acceder a diversas medidas de reparación de carácter administrativo 

que, por un lado, atienden sus demandas individuales o colectivas y, por otro, generan 

condiciones para que la interacción en sus comunidades se fortalezca, como también 

puede ocurrir con los PIRC pues podrían ser espacios estratégicos en términos de 

articulación para la ejecución de sanciones propias y medidas de contribución a la 

reparación.  

 

Sin embargo, no tendría mucho sentido la integración y articulación si ésta no parte de un 

orden lógico que permita alcanzar la efectividad de las diferentes medidas que puedan 

imponerse. Y por ello la creación de espacios de coordinación resulta útil, pues permite 

brindar una atención organizada que no genere la duplicidad de esfuerzos para obtener un 

mismo resultado, y con esto también es posible identificar estrategias que permitan actuar 

de forma ágil en el tiempo a través de la formulación de proyectos restaurativos a cargo del 

Sistema Restaurativo que puede tener múltiples formas de financiación a través de la 

cooperación internacional. Este es un factor a tener en cuenta si se observa la temporalidad 

que tiene por un lado la JEP, y por otro, la Ley 1448 de 2011 cuya vigencia ya fue extendida 

en una ocasión.  

 

 
306 JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ. Comunicado 144. La JEP ordena a la Unidad para 

las Víctimas revisar la inclusión en sus registros de 2.721 víctimas de secuestros de las extintas 
Farc-EP. [En línea]. 2024. [Citado 10 de octubre de 2024]. Disponible en: 
https://www.jep.gov.co/Sala-de-Prensa/Paginas/la-jep-ordena-a-la-unidad-para-las-victimas-
revisar-la-inclusion-en-sus-registros-de-2721-victimas-de-secuestros-de-las-ex.aspx 
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Si bien la actividad de la JEP puede verse comprometida en términos de tiempo por la 

dificultad que tiene la investigación de patrones de criminalidad que se han sostenido y 

desencadenado violaciones masivas de derechos humanos que se extendieron por años, 

también es importante llevar a cabo las deliberaciones de forma temprana para evitar que 

en las etapas finales de su funcionamiento exista una carga desproporcionada que 

desencadene retrasos en la imposición de las sanciones propias, por ello la promoción de 

los TOAR anticipados tiene una gran utilidad pensando a futuro y como estrategia que 

permite la participación de los comparecientes no seleccionados que, seguramente, será 

una gran mayoría ya que la acción penal se concentra en quienes tuvieron una 

participación determinante. 

 

Finalmente, este trabajo académico no puede terminar sin precisar que, la articulación 

interinstitucional e intersistémica es una manifestación del deber que cada una de las 

instituciones y autoridades tiene con respecto al AFP, es decir, cumplir de buena fe con lo 

pactado y contribuir a este fin en el marco de sus competencias. Así, de esta forma, el 

trabajo de la JEP puede blindarse y fortalecerse en cualquier escenario político que pueda 

socavar sus avances y sus objetivos, a través de un régimen de condicionalidad como 

elemento estructural cuyo objetivo principal es garantizar la reparación de las víctimas a 

partir de la participación activa de los comparecientes, quienes en este modelo de justicia 

transicional a partir de las sanciones propias/TOAR y las medidas de contribución a la 

reparación, son actores clave para la construcción de paz desde una perspectiva 

restauradora y transformadora.  
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